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Los derechos humanos 
de las mujeres en situación 
de desplazamiento1
»
Introducción
La Defensoría del Pueblo, a través de la oficina de Coordinación de Atención del 
Desplazamiento Forzado, viene trabajando en la fúndamentación teórica, jurídica y 
de procedimiento del diseño y  puesta en marcha de políticas públicas para la aten­
ción a la población en situación de desplazamiento, con un enfoque de realización 
de derechos humanos y una perspectiva diferencial2, considerados como primordia­
les para una atención adecuada y equitativa dentro del principio de igualdad.
Esta aproximación presenta nuevos retos, tanto en el ámbito conceptual y 
teórico como en el práctico. Los avances realizados hasta el momento reco­
nocen que la situación de algunos grupos sociales presenta un cuadro exacer­
bado de discriminaciones al cual responden la condición y la posición3 actua­
les de estos grupos, y que, en el caso específico de la población en situación 
de desplazamiento, este cuadro se reconfirma. Por esto, la atención que el 
Estado está obligado a ofrecerle, según las responsabilidades de protección 
que le competen, debe responder a esta realidad.
Es necesario precisar e insistir en que las desventajas actuales de las diferentes 
personas que integran la población desplazada tienen como preámbulo las ‘dis­
criminaciones acumuladas’, es decir, un cúmulo de exclusiones no solucionadas 
a través del tiempo, sumadas a la ausencia de protección del Estado antes del 
evento que generó el desplazamiento. Esto hace aun más precaria la situación 
de estos grupos y tiene significativa relevancia en el escenario de desventajas 
que enfrentan después de haber sido forzados a abandonár su territorio.
En este marco de análisis se considera que si bien el Estado ha intentado 
definir políticas para atender a la población desplazada desde un enfoque
1 Trabajo realizado por Rosa Em ilia Salam anca. Asesoría juríd ica: G ladys Celeide Prada P. Asistente de 
investigación: Clara Elena Salinas.
2 Entendem os com o enfoque diferencial la lectura que se hace de la condición  y posición de los 
personas (hom bres/m ujeres, hom bres/m ujeres afrodescendientes, hom bres/m ujeres de pueblos 
ind ígenas, hom bres jóvenes/m ujeres jóvenes, niños/niñas, v isib ilizando su situación en térm inos de 
acceso al reconocim iento com o sujetos/ as de derechos).
3 El enfoque de género introduce en los estudios sobre desarrollo el térm ino "condición" para hacer 
referencia al b ienestar m aterial, y  el concepto  "po sic ió n" para connotar el lugar que a lgunos 
gru p o s o cupan  en la estructura de poder y de tom a de decisiones de una determ inada sociedad.
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poblacional y territorial, éste ha tenido una efectividad y una oportunidad 
limitadas y  aún carece de instrumentos y mecanismos adecuados para prote­
ger y transformar las condiciones de vida de estas personas.
En esta perspectiva, el estudio que se presenta a continuación tiene el objeti­
vo de contribuir, mediante un acercamiento propositivo, a la definición de 
acciones transformadoras en el marco de la prevención, la atención de emer­
gencia  y el restab lec im ien to  para uno de los grupos de población más 
críticamente afectados por la situación de desplazamiento forzado y por su 
historia de discriminación desde el punto de vista de género: las mujeres.
Como línea de base y con el criterio de ejercicios sinérgicos y no repetitivos, 
el estudio retoma los análisis y las recomendaciones de estudios previos que 
argumentan la grave situación de desventaja que afecta a las mujeres4. En 
este sentido, otorga mayor énfasis al ámbito de las acciones concretas que 
debe implementar el Estado para responder a la posición diferencial de las 
mujeres en situación de desplazamiento.
Este trabajo intenta plantear un enfoque diferencial, que parte del trabajo ya 
desarrollado en el ámbito Internacional de los Derechos Humanos y del dere­
cho comparado (no desarrollado dentro de este estudio)3. Esto implica com­
binar los diferentes pactos, protocolos y declaraciones que, ratificados por el 
Estado Colombiano, demandan de éste acciones afirmativas tanto en el ám­
bito normativo como en el consecuente desarrollo de mecanismos e instru­
mentos para poblaciones en situación de desventaja. En un desarrollo poste­
rior —una segunda fase que dé continuidad a este estudio— sería necesario
4 A C N U R, Balance de la política de atención al desp lazam iento  fo rzado  en Colom bia - 1999-2002, 
Bogotá, A C N U R , 2 0 0 2 ; Program a de Iniciativas Universitarias para la Paz de la Universidad Nacional 
de Colom bia - U nidad Técnica Conjunta (Convenio  Red de Solidaridad Social - ACN U R), Procesos de 
Restablecim iento con población desplazada: reflexiones, avances y recom endaciones de política, 
Bogotá, 2 0 0 2 ; Defensoría del Pueblo, Evaluación de política pública en procesos de 
restablecim iento de la población desplazada desde un enfoque de Derechos H um anos, Bogotá, 
Defensoría del Pueblo, A SD I, 2 0 0 3 ; Observatorio de los Derechos H um anos de las M ujeres en 
C olom bia, En situación de conflicto  arm ado las m ujeres tam bién tienen derechos: Docum ento 
m arco conceptual, Bogotá, C onfluencia Nacional de Redes de M ujeres - Sism a Mujer, 2001; Mesa 
de Trabajo M ujer y Conflicto  A rm ado, Inform e sobre violencia socio-política contra m ujeres y niñas 
de C olom bia, 2 002. Estos estudios han m ostrado una situación bastante precisa sobre el 
desp lazam iento  en general y a lgu n o s han aportado elem entos m uy claros sobre la situación 
particular de las m ujeres en situación de desplazam iento.
5 Un fenóm eno a resaltar en los procesos de g lo ba lizació n  es el del derecho. Si bien sobre este 
fenóm eno existen diferentes corrientes de d iscusión y hay quienes lo consideran una violación a la 
soberanía de los países, tam bién hay quienes afirm an -c o m o  a lgu n o s de los m agistrados auxiliares 
de la Corte C onstitucional de C o lo m b ia -, que es una herram ienta m uy útil para poder sentenciar 
sobre tem as que no han sido suficientem ente desarrollados internam ente, pero que en otras 
norm atividades han sido am pliam ente d iscutidos. Ahora bien, en este estudio se enuncia esta 
corriente del derecho pero no se profundiza en ella, en tanto se trata de un ám bito  juríd ico, perfil 
que no corresponde a la investigación.
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llegar hasta el ámbito de los satisfactores de las necesidades de las mujeres 
desplazadas y concluir en un diálogo en el que, desde sus contextos y realida­
des particulares, las mujeres desplazadas identifiquen, de manera concreta, 
las acciones de atención, prevención y restablecimiento que potencialmente 
lograrían un mejoramiento integral de su situación.
Objetivo central de este trabajo:
Identificar acciones precisas para las mujeres en situación de desplazamiento que:
a.- El Estado necesariamente tiene que realizar.
b.- Reconozcan a las mujeres en situación de desplazamiento como suje­
tas femeninas de derecho'’
c.- Estén en el marco de una lectura integral —completa y compleja— de 
satisfacción y  progresividad en el cumplimiento, la realización y 
la protección de sus Derechos Humanos.
d.- Las empoderen8 como ciudadanas activas, en tanto sujetas políticas 
de derecho9.
6 Por sujeta fem enina de derecho entendem os a la m ujer que es cap az de reconocerse en sus 
particularidades y reivindicaciones específicas, según las condiciones de d iscrim inación a las que ha 
sido expuesta, y que tiene claridad frente a los parám etros que, com o sujeta de derechos, dentro 
del principio de igualdad, tiene por su condición  hum ana.
7 Al utilizar los térm inos reparación y progresividad, entendem os que la reparación con respecto a 
las m ujeres im plicaría una transform ación social, económ ica y cultural de tal m agnitud  que 
reconociera un proceso histórico de perm anente d iscrim inación. La reparación debe ser una 
consecuencia de la adm isión del Estado en su falla del deber de protección. Sin perder esta 
perspectiva, intentam os com binarla con las necesidades de una reparación inm ediata, que im plica 
que el Estado garantice las condiciones básicas de vida d igna a quien se encuentra en una situación 
de altísim a vulnerabilidad. Ahora bien, en una interpretación restrictiva de reparación, la pregunta 
desde el Estado es, en térm inos de derechos, qué tenía la sujeta en cuestión antes del evento de 
desplazam iento. Esta interpretación desconoce de p lano la d iscrim inación acum ulada, pues las 
m ujeres generalm ente no contaban con m ayores condiciones com o sujetas de derecho. En 
consecuencia, el Estado debe reparar una situación crónica de desconocim iento de derechos, 
com binando la reparación con la progresividad. Desde aquí, el derecho a la vivienda, a la 
alim entación, al vestido, a la salud y a la educación no son discutib les. Son reivindicaciones de 
carácter inm ediato. Reconocem os, adem ás, que el sentido de la progresividad im plica un esfuerzo 
continuado para que estas m ujeres logren garantía perm anente en sus derechos y estabilidad en las 
consecuencias que genera el principio de igu aldad . A sí se enfoca la progresividad en el Pacto 
Internacional de Derechos Económ icos, Socia les y Culturales: "C ada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto se com prom ete a adoptar m edidas, tanto por separado com o m ediante la 
asistencia y la cooperación internacionales, especialm ente económ icas y técnicas, hasta el m áxim o 
de los recursos de que d isponga, para lograr progresivam ente, por todos los m edios apropiados, 
inclusive en particular la adopción  de m edidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 
reconocidos." (Art. 2. 1).
8 Por em poderam iento se entiende la adquisición  de herram ientas conceptuales y prácticas que 
permiten al sujeto, en este caso a las mujeres, una autovaloración y un reconocim iento de su ser 
individual y colectivo para posicionar sus intereses, desde su autonom ía y en relación con otros 
sujetos.
9 Por 'sujetas políticas de derecho', entendem os a las m ujeres que, adem ás de reconocer sus 
reivindicaciones particulares, son capaces, o rganizadam ente , de ser agentes sociales de las m ism as, 
con alta capacidad de incidencia política y de vincularse con otros sectores afectados, en un 
ejercicio de discusión sobre las políticas públicas y lo público  en sí.
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Algunas 
reflexiones 
iniciales sobre 
el enfoque 
diferencial y 
de derechos 
humanos.
A  continuación, se presentan algunos conceptos y reflexiones cuyo reconoci­
miento es necesario para resolver el objetivo del estudio.
En primer lugar, se abordarán las lecturas de la relación entre “diferencia”, 
“desigualdad” y  “discrim inación” .
Una idea sustentada con fuerza hoy en día es la visibilización de la dife­
rencia como base para acceder a la igualdad. De acuerdo con este en­
foque, para construir la equidad social desde el punto de vista del género, es 
necesario tratar de manera diferente a las mujeres en aquellos aspectos en 
los cuales éstas difieren de los hom bres1".
Otro enfoque es el que considera la diferencia como argumento y  como
base de la desigualdad, en la medida en que lo masculino es tomado como 
norm a que se convierte en razón y en justificación para la discriminación 
ejercida por el sujeto de derecho dominante y detentor del poder, el hombre.
Estos dos enfoques son de gran importancia en el análisis y la interpretación 
histórica y filosófica del enfoque diferencial de los DDHH, pues plantean el 
juego de relaciones de poder culturalmente establecidas, que propician la 
consolidación de sujetos de derecho dominantes - lo s  hombres— y de suje­
tos sometidos o incorporados - la s  m ujeres-.
En relación con esto, vale la pena traer a colación a Ligia Galvis, quien se 
refiere al sujeto dominante como el sujeto occidental, racional y masculino 
que, en la historia del origen de los derechos humanos, impuso su visión 
hegem ónica del mundo. De acuerdo con esta autora, los sujetos de privile­
gios y  dominantes existen y han existido en casi todas las culturas del mun­
do, una de cuyas características comunes ha sido la discrim inación hacia las 
m ujeres, ya sea por razones filosóficas, relig iosas, de índole económ ica, 
política, consuetudinaria, entre otras11.
10 N ancy Fraser, lustitia Interrupta: Reflexiones críticas desde la posición "postsocialista", traducción 
de M agdalena H olgu ín  e Isabel Cristina Jaram illo , Bogotá, S ig lo  del Hom bre Editores; Universidad 
de los Andes, Facultad de Derecho, 1997, pág. 61.
11 Galvis plantea: "(...) las m ilenarias culturas orientales, los reinos africanos pre-coloniales y las 
civilizaciones precolom binas tam bién fundaron su poder en la dom inación  y las desigualdades.
Estas estructuras sirvieron de soporte a la co lo n izació n  y se transform aron y se enriquecieron con 
ellas. Las culturas o rig inarias no presentan indicios de relaciones sociales basadas en la igualdad". 
Desde este punto de vista, d istintos perfiles de la historia de la hum anidad tienen un punto de 
encuentro: la desigualdad. Véase Ligia Galvis Ortiz, Com prensión de los Derechos Hum anos: Una 
visión para el sig lo  X X I, Bogotá, Ediciones Aurora, 2003.
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El reto es lograr, a partir de la no-concreción de las subjetividades de derecho 
de todas las personas, y en este caso de las mujeres, que no corresponden histó­
rica y cu lturalm ente a los parám etros del su jeto  dom inante, quedando 
involucradas como sujetas incorporadas12, un enfoque diferencial con acciones 
afirmativas. En este enfoque la política pública, a través del desarrollo de accio­
nes afirmativas, debe buscar estrategias permanentes orientadas hacia la igual­
dad, teniendo en cuenta un escenario de múltiples referentes en el cual la diver­
sidad 1' permita crear subjetividades individuales y  colectivas dinámicas, capaces 
de reconocer y de ser reconocidas y de establecer relaciones multipolares e infi­
nidad de intersecciones. Desde la diversidad, las sujetas de derechos pueden 
convertirse en sujetas políticas de derecho y generar una cultura consecuente.
Las características de esta nueva cultura son la “demo-diversidad”14 y la “pluri- 
culturalidad”, que definen un pacto colectivo de convivencia entre seres diver­
sos pero con iguales derechos. Este pacto involucra una serie de principios y 
códigos de comportamiento compartidos intraculturalmente en los ámbitos lo­
cales, nacionales y globales, y sus bases se encuentran en la Declaración Uni­
versal de los Derechos Humanos. El enfoque de la “demo-diversidad” hace 
énfasis, entonces, en la búsqueda de la dignidad humana para todas y  todos.
Desconocer el enfoque de la demo-diversidad implica el riesgo de aceptar una 
lucha de subjetividades individuales, que pasa por la exaltación de un “yo” 
(muchos), “determinante”(s) y “desconocedor”(es) de los/as otros/as, y daría 
paso a posturas conservadoras y fundamentalistas cuyo referente continuaría 
siendo el sujeto dominante y la lucha por “ser igual”, o, ser como él. Esto
12 Según Galvis, "el ser incorporado, dotad o  de razón en form a relativa, carente de autonom ía en
cuanto SER y desarraigado en relación con su cultura orig inaria. La incorporación [de los nativos en
Am érica] al m odelo occidental se aco m pañab a de su nostalgia de no llegar a poseer todos los 
atributos del Ser O ccidental (...)" . Parecería que el Ser o sujeto incorporado perdió sus criterios de 
valor y tuvo que aprender a ju zg a r con otros principios y con otros valores entrando en una 
profunda confusión entre lo propio y lo ajeno. Galvis continúa diciendo, "En su proceso de 
incorporación, el ser am ericano recorrió la doble trayectoria del ocultam iento de su ser orig inario  y 
de asim ilación al Ser del m odelo o ccidental." Véase Galvis, op.cit. pág. 31.
13 Entendem os por diversidad el con junto  de m anifestaciones cu lturales derivadas de diferentes 
estructuras de relaciones sociales, que conviven y que com parten un espacio territorial com ún, un 
Estado com ún. En la perspectiva de los sujetos que las conform an, estas estructuras de relaciones 
son tanto interculturales com o intraculturales. En el caso intercultural, se relacionan pueblos 
indígenas, pueblos afrodescendientes, cam pesinos y población urbana y, en el segu nd o , niñas, 
m ujeres y hom bres jóvenes o m ayores. La d iversidad, igualm ente, da la posibilidad de relaciones 
interculturales que encuentran afin idad en sus reivindicaciones.
14 Boaventura de Souza Dos Santos, Ponencia presentada en el Foro Social M undial Tem ático, 
Cartagena de Indias, jun io  de 200 3 , w w w .fsm t.o rg .co . Con esto, el profesor Boaventura se refiere 
a la necesidad de encontrar nuevos referentes para el sistem a dem ocrático  basados en la diversidad 
y no en una respuesta única y uniform e en su interpretación y desarrollo.
conduciría a una exacerbación de conflictos y a una lucha por el poder, y negaría 
la posibilidad de construir una Democracia de Alta Intensidad, que, de acuerdo 
con De Souza, reconoce la subjetividad de los diversos actores que componen 
una sociedad y establece un criterio de igualdad desde los derechos humanos.
Una vez precisados los elementos anteriores, es posible introducir la primera 
reflexión que propone el estudio: ¿cómo construir lo público desde el recono­
cimiento y la realización de derechos individuales y colectivos, en un ejerci­
cio de bienestar general y en un escenario de demo-diversidad?
La segunda reflexión parte del reconocimiento de la integralidad, interde­
pendencia y  universalidad de los DDH H. Contradictoriam ente, en un 
contexto global de crisis del sistema internacional de los Derechos Humanos, 
el enfoque y los paradigmas que éstos plantean, se constituyen en centro des­
de el cual mujeres y hombres - la  ciudadanía “común”- ,  han empezado a afian­
zarse como sujetas y  sujetos de derechos. El reconocimiento de la integralidad 
y de la interdependencia, por su parte, es un paso más que da la humanidad en 
el reconocimiento del ser, de sus atributos y derechos humanos como un todo 
que no se puede separar, como no es posible fragmentar la dignidad.
En este proceso de reconocim iento de la universalidad de los derechos, el 
hecho de que todas y todos tengamos las mismas demandas para desarrollar­
nos como personas humanas y, por lo tanto, los mismos derechos, muchas 
veces se interpreta como una hom ogenization de la respuesta al derecho, como 
si este principio negara las necesidades e intereses que tiene cada grupo hu­
mano desde sus diferencias de sexo, raza, religión, etc. Sin embargo, esto no 
es así, pues cada cultura tiene, o debe encontrar, sus propias respuestas a la 
universalidad y la integralidad, sin perder de vista sus características de esen- 
cialidad. “La universalidad de los Derechos Humanos es la negación de la 
discriminación en todas sus manifestaciones. Esta práctica [la discriminación], 
es un modo de ser enraizado en la sociedad [global] y que todos los estados se han 
comprometido a erradicar mediante la aplicación del derecho internacional de los 
derechos humanos con criterio universal (.. .).”15. Al respecto vale la pena señalar 
que las dos formas más fuertes de discriminación universal en la historia de la 
humanidad han sido la xenofobia16 y la discriminación sexual hacia las mujeres17.
'5 Ligia Galvis Ortiz, op. cit., pág. 65.
16 X en o fo b ia , es la d iscrim inación que se genera por razones de raza
17 Ligia Galvis O rtiz, op. cit., pág. 65.
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Relacionando las dos reflexiones anteriores, se podría afirmar que, a pesar del 
contexto, en Colombia y en América Latina los diversos actores y grupos que 
constituyen la ciudadanía (mujeres, hombres, pueblos afro-descendientes, pue­
blos indígenas, etc.) han ido descubriendo recientemente que son sujetas/os 
de derechos; así mismo, que este descubrim iento ha implicado un proceso 
lento de autoafirmación y elevación de la autoestima, suficiente como para 
poder realizar acciones de autonomía y de exigibilidad del cumplimiento de 
los derechos; así, lentamente, tiene lugar una profunda transformación cultu­
ral, en lo personal y en lo colectivo, que ha requerido empezar a entender el 
alcance del derecho con respecto a otros grupos o personas, es decir, el signi­
ficado de la participación y la negociación de demandas en lo público colecti­
vo. Sólo desde hace muy poco se ha ido adquiriendo en el país conciencia de 
lo que esto significa, tanto a nivel de demandas como de satisfactores.
Si bien no podemos conocer todas las culturas, como se dijo anteriormente, hay 
una fuerte tendencia a encontrar un punto de convergencia en la construcción 
histórica del sujeto de derecho y en la construcción de los Derechos Humanos. 
Ese punto se llama desigualdad. Vale la pena anotar que culturas indígenas que 
antes no permitían que sus modelos internos de distribución del trabajo, de 
participación o de roles de género se cuestionaran, hoy se vienen preguntando — 
no sin temores— sobre sus formas internas de legitimidad de la autoridad y de 
distribución del poder. Retomando a Galvis, “Las cultoras tienen hoy el desafío 
de superar el pasado que no ofrece garantías para consolidar la vigencia y la 
protección de los Derechos Humanos y seguir este hilo conductor que nos ha 
legado la historia para proyectarlo como tarea común de la sociedad universal. 
Todos y todas aspiramos a la realización como seres humanos libres, iguales y 
autónomos pero las estrategias tendrán sus características especiales.”18
Interpretamos que Galvis se refiere a dichas estrategias como a caminos 
mediante los cuales cada cultura, en la medida en que considere la discu­
sión y el reconocimiento de la Universalidad de los Derechos Humanos y de 
los atributos de cada uno y  una de sus participantes, podrá discutir a su 
interior las transformaciones que debe llevar a cabo para fortalecer la diná­
mica de su identidad dentro de lo justo.
Actualmente, mientras “para Europa y [para quienes son parte] de la visión 
eurocéntrica su búsqueda es la coherencia de su pensamiento con la realidad 
de su conciencia individual y colectiva, para el resto del mundo la tarea de la
18 Ligia Galvis Ortiz, op. cit., pág. 35.
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incorporación es un camino hacia la autonomía del SER en cuanto SER con 
atributos fundamentales. Este propósito conlleva una vasta estrategia peda­
gógica para lo que no fue creado a partir de su propio devenir histórico y se 
convierta en forma de ser de la conciencia de la vida cotidiana de las personas 
y en el proceso histórico de los pueblos. La primera convergencia de las dos 
visiones es la aceptación universal de la libre autodeterminación de los pue­
blos y el consecuente impulso a los procesos de descolonización.”19 Esta des­
colonización pasa por transformaciones mentales y físicas relacionadas con el 
reconocimiento y el respeto a la persona y  a sus lugares de habitación, pro­
ducción, reproducción, etc. M ientras en Europa y Norteamérica el sujeto/a 
de derecho se define en su pleno ejercicio, en los países latinoamericanos y en 
Colombia no se superan aún la fase de construcción de los escenarios de 
ejercicio de los derechos, ni el conflicto existente entre la definición de los 
contenidos por parte del Estado —que los restringe por razones políticas o 
económicas— y  la necesidad de que aquéllos respondan con certeza y efectivi­
dad a las demandas de una ciudadanía integral.
Finalmente, es necesario insistir en que para definir políticas públicas conse­
cuentes y transformadoras es vital partir de estas precisiones y de estas búsque­
das. De otra manera, se consolidarán, aun más, conflictividades irresueltas, y las 
acciones que emprenda el Estado no tendrán un impacto cultural profundo en 
el ser individual y en las relaciones de las mujeres como sujetos de derecho. 
Este es el sujeto de la titularidad de los atributos y al que se le debe responder 3I.
19 Ibid, pág. 35.
20 Ibid, pág. 39.
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Partimos de la tesis, ya suficientemente demostrada por infinidad de autoras, L 3 S  m U je r 6 S
según la cual históricamente las mujeres han sido una población discriminada Y la exclusión
y en desventaja en lo que se refiere a la realización de sus derechos, y que las 
razones fundamentales de tal discrim inación se relacionan con los sistemas 
patriarcales en los cuales la mujer fue siempre considerada como menor de 
edad y como responsable del rol reproductivo, un rol subvalorado y, por exce­
lencia, orientado a la satisfacción de las necesidades de otros/as (los/as hi­
jos/as, los compañeros, entre otros).
Desde épocas ancestrales la mujer ha sido considerada como un anexo prácti­
co y útil para el ejercicio de la autonomía y libertad de otros, para que otros 
sean sujetos de derecho, aunque sea de manera parcial, con tareas mucho más 
trascendentales. En efecto, el principio de la filosofía aristotélica es que no 
todos los seres humanos están dotados de razón, legitimados y facultados 
para ejercer el poder en grado sumo. “Se consideraba que la mujer estaba 
dotada de razón en menor grado y que era relativamente incapaz. Los varones 
menores de edad tenían esta misma calidad hasta la mayoría de edad, y sólo 
los hombres adultos estaban dotados de razón en el más alto grado y por 
tanto, eran depositarios plenos del poder” . De acuerdo con Platón la única 
función que debía cumplir la mujer era la de educar la infancia 21.
Es claro que en los albores de su concreción, la concepción occidental de los 
derechos humanos parte de ideas fundadas en planteamientos generalmente 
teocráticos y considera el rol reproductivo como tarea fundamental de las muje­
res, al servicio de la humanidad, entendida ésta como masculina. Esto con­
dujo a que “la presencia de la mujer en la historia de la humanidad esté impreg­
nada de mitos y contradicciones. Como sujeto de derechos con vocación del 
ejercicio del poder, ella ha sido la gran ausente de los procesos políticos”22.
Sin embargo, esta situación no significa que las mujeres no hayan sido ges­
toras y autoras principales en la configuración perm anente de las socieda­
des. Lo que ha sucedido es que su aporte no se ha valorado suficientemente 
porque ha transcurrido de manera silenciosa y ha perm anecido escondido 
tras la cotidianidad de las tradiciones y  de los prejuicios culturales relacio-
»
21 Ibid, págs. 19/26.
22 Ibid, pág. 165.
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nados con su persona23. Esa diferencia persistente entre el rol productivo y 
reproductivo en diferentes culturas las ha llevado a enfrentar obstáculos ya 
conocidos en la concepción y acceso al poder.
Muchas han sido las luchas de las mujeres para ser acreditadas como “seres 
humanos com pletos”24 y como sujetas políticas. Sin embargo, estás luchas, 
que se reflejan en unos derechos y en una jurisprudencia en el marco interna­
cional de los Derechos Humanos, no siempre se traducen al interior de los 
Estados en correspondencias culturales, jurídicas y de políticas públicas par­
ticulares que generen avances cada vez más significativos en su reconoci­
miento como sujetas de derecho; aun cuando en algunos casos hay avances 
de carácter legislativo, la práctica está distante de ser coherente con ellos. Es 
indudable que persiste una gran brecha entre la teoría y la práctica, que las 
mujeres son esencialmente reconocidas en su rol reproductivo y que es largo 
el camino por recorrer en la realización completa de su dignidad.
Ahora bien, aunque el acento cultural en el rol reproductivo sitúa a las mujeres 
en un indudable contexto de desventaja, esta situación tiene también otra cara: 
el rol reproductivo y la ética del cuidado determinan para las mujeres ventajas 
comparativas; unas potencialidades fuertes, más allá de lo meramente biológi­
co; en los escenarios de reproducción, preservación y perpetuidad de lo vivo, la 
mujer representa el factor fundamental de continuidad y sostenimiento. La apro­
piación de espacios y recursos, posible justamente por el carácter y la naturaleza 
de lo femenino, determina una capacidad instalada que, configurada en el con­
texto de desplazamiento, debería ser un marco de referencia y una oportunidad 
transformadora para su desarrollo como sujeta de derechos.
23 Ibid.
24 U tilizam os irónicam ente el concepto de 'seres hum anos com pletos', pues la lucha de la mujer ha 
inclu ido desde el reconocim iento de su espiritualidad y de su alm a hasta la posibilidad de pensar, 
sentir, razonar, decidir, etc.
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No pretende este estudio plantear que el desplazamiento es una oportunidad, ni 
mucho menos, ya que esta práctica del conflicto armado interno es aberrante y 
viola todos los derechos humanos. Pero sí pretendemos mostrar cómo las muje­
res que se encuentran ante esta situación tienen una capacidad incalculable de 
superación y se dan a la ardua tarea de buscar estabilidad y atender las necesida­
des prácticas a las que se enfrentan ellas y sus familias. En general, las crisis 
tienen esta doble condición de dificultad y oportunidad, y así deben enfrentar­
se. Esto implica ofrecer las condiciones para superar las dificultades que se 
presentan en la situación de desplazamiento forzado y al mismo tiempo, visualizar 
la oportunidad que significa para lograr transformaciones sustantivas.
En los talleres de trabajo realizados con mujeres en situación de desplazamien­
to como parte del estudio, las manifestaciones de dolor fueron frecuentes, pero 
también lo fueron expresiones que dejaban en claro que, en sus lugares de ori­
gen, ellas nunca hubieran tenido la oportunidad de reconocerse en sus dere­
chos, ni se habrían consolidado como líderes de sus asociaciones, ni habrían 
aumentado su posibilidad de interacción con el mundo de lo comunitario y  de 
lo público25. Tampoco habrían tenido oportunidad de conocer los fundamentos 
de los derechos humanos, ni la obligación del Estado Colombiano de proteger­
las, ni habría sido evidente para ellas que la condición en la cual vivían antes del 
evento que generó el desplazamiento no era una condición digna.
Este estudio parte del reconocimiento de que el escenario de vida que tenían 
muchas de las mujeres desplazadas antes del evento violento que originó el des­
plazamiento no les ofrecía unas condiciones de dignidad como sujetas de dere­
cho; al mismo tiempo, plantea que un hecho tan desgarrador como el desplaza­
miento forzado puede ser asumido como un desafío que rompe la cotidianidad de 
este grupo y que reta y obliga al Estado a implementar acciones que contribuyan 
al mejoramiento de la condición y posición de las mujeres en la sociedad.
La interacción con las mujeres en situación de desplazamiento evidencia que 
ellas se reconocen como sobrevivientes de una tragedia y que perciben en su
25 Estas apreciaciones de las m ujeres reafirm an que no existe una presencia activa del Estado en 
relación con la difusión y garantía del reconocim iento de su titularidad com o sujetas de derecho. 
Surge la pregunta de si sólo a través de tragedias de tal m agnitud  com o la del desp lazam iento  
forzado podrem os avanzar en la construcción de ciudadan ías plenas.
El
desplazamiento, 
la crisis,
¿un desafío 
hacia la
transformación ?
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interior una serie de habilidades que no poseen los varones. El estudio denomi­
na a estas particularidades, a estas ventajas, “potencialidades”. Gracias a es­
tas potencialidades que existen en las mujeres desplazadas para transformar su 
situación, ellas pueden superar la incertidumbre que genera el desplazamiento y 
recuperar cierta estabilidad para desarrollar sus roles como madres, como com­
pañeras, como líderes, como agentes productivas y como sujetas políticas. Esto 
deriva en una actitud de protección y de supervivencia que se sobrepone a la 
adversidad que acompaña la situación de desplazamiento.
Así, una vez las mujeres se enfrentan a la situación de desplazamiento, se 
transforman temporalmente en proveedoras, generadoras de ingresos para 
ellas y para sus familias, agentes participativas; es decir, continúan ejer­
ciendo su rol tradicional, pero lo modifican, asumiendo transitoriamente o de 
manera permanente, roles múltiples que responden a la necesidad urgente de 
la supervivencia. Las mujeres reafirman su rol reproductivo, pero, al mismo 
tiempo, asumen una sobrecarga en roles de producción —transformados vio­
lentamente al llegar al ámbito del trabajo remunerado— y en el rol comunita­
rio, cuando se asumen como líderes de sus organizaciones. Este punto es vital 
en la definición de las políticas públicas de atención a esta población.
En el ámbito productivo las mujeres buscan generar ingresos para enfrentar sus 
necesidades de manera inmediata, “como pueden”, y asumen actividades pro­
ductivas en las comunidades receptoras: cocinan alimentos para la venta (arepas, 
empanadas, etc.), lavan ropa, cosen, ejercen como trabajadoras de hogar y, 
muchas veces, dada la situación de urgencia, recurren a la prostitución. En 
ausencia de una intervención estatal adecuada, todo esto puede conducir a in­
crementar la presencia de las mujeres en la franja gris de la economía, cons­
tituida por el mercado informal y/o el mercado ilegal.
En este proceso se identifica la existencia de un quiebre temporal de roles. 
Este estudio considera que este quiebre es trascendental para implementar un 
enfoque diferencial orientado a la realización de derechos de las mujeres, así como 
para la construcción de su SER, capaz de transformar las negaciones o las impo­
siciones de cargas por género o sexo, y pasar de la dependencia a la autonomía.
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Dadas las condiciones y exigencias del nuevo contexto coyuntural que se 
presenta por el desp lazam ien to , el qu ieb re en la línea de continu idad  
culturalmente establecida im pacta a las mujeres desplazadas y  les perm ite 
redimensionar y confrontar su rol perm anente y  el rol asum ido tem poral­
mente. Se convierte así en un m omento estratégico para la generación de 
cambios políticos, culturales, sociales y económicos que contribuyan a trans­
formar la condición y la posición de las mujeres en la sociedad colombiana. 
Es este el momento en el cual se abre un espacio de oportunidad y reto para 
que el Estado propicie un escenario para la transformación inmediata y es­
tratégica, en la medida en que logre incluir en sus políticas el contenido de 
la realización y progresividad de los derechos de las mujeres.
Este momento particular de intervención no es demasiado largo, pues, según 
diferentes investigaciones, rápidamente la coyuntura tiende a convertirse en 
una nueva cotidianidad con mayor sobrecarga. Las relaciones de poder patriar­
cal se reconstituyen, y, desde la urgencia de la sobrevivencia, la mujer, a causa 
de la viudez, el abandono, o la falta de aceptación y adaptabilidad del hombre — 
dadas las características culturales26 de éste, determinantes a la hora de enfren­
tar la nueva situación— asume las responsabilidades del rol del que está ausente.
Este quiebre temporal de roles, así como el contexto y los lugares inmediatos en 
los cuales se desarrolla, causa un impacto sobre lo privado y sobre lo público; 
incide hasta en lo íntimo, convirtiéndolo casi todo en público. Lo doméstico llega 
casi a diluirse y lo privado se vuelve tan pequeño que casi desaparece. Frente a 
esto pueden existir dos caminos: uno, que las mujeres se adapten a la situación, lo 
cual implica indudablemente mantener la sobrecarga de trabajo asumida, en fun­
ción del statu quo, o, el segundo, la transformación hacia una persona de derecho.
26 C uan do  planteam os que el hom bre tiene d ificultades culturales, se hace referencia, principalm ente, 
a que el rol m asculino establecido es poco flexible y poco adaptable. En los estudios retom ados 
para este trabajo y en los talleres con las m ujeres este es un punto en el que se coincide. C uan do  se 
detenta poder cultural y éste se ve vio lentado, la posibilidad de restablecim iento personal se 
dificulta notablem ente. El cam bio de territorio, de espacio físico, de relaciones personales afecta de 
m anera diferenciada a los hom bres y a las mujeres; los prim eros tienen mayores d ificultades para su 
reconstrucción y desarrollan a gu d o s niveles de inconform idad, depresión y baja autoestim a. Esto 
hace que m uchas veces deleguen su rol práctico en las m ujeres con quienes tienen relación.
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La política pública, en el marco del Estado democrático y social de derecho, debe 
optar por la transformación y encontrar los caminos para el cumplimiento de sus 
obligaciones en materia de derechos humanos, e introducir los elementos o varia­
bles que modifiquen el curso “normal-cultural”; es decir, debe generar acciones de 
IMPACTO, tanto inmediato como estratégico, en la realización de derechos 
para las mujeres en vez de una atención remedial, insostenible y perpetuadora de 
la dependencia y parte fundamental en la relaciones de dominación.
Esto im plica el plantear desde el Estado una mirada estratégica, que com­
prenda acciones a corto, mediano y largo plazo para la construcción y trans­
form ación de las mujeres en situación de desplazam iento hacia sujetas de 
derechos, mediante el desarrollo de las acciones afirmativas necesarias para 
impactar y modificar la situación de discriminación histórica y para responder 
a la situación presente de manera responsable y sostenible.
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Los planteamientos de M. Molyneux, Kate Young y Caroline M oser en térm i­
nos de necesidades prácticas y necesidades estratégicas han sido muy útiles para la 
planeación con enfoque de género. Sin embargo, cuando se contrasta con una pers­
pectiva de Derechos Humanos, se introduce el concepto de NIVEL ADECUADO 
DE VIDA Y  VIDA DIGNA, así como unos indicadores de realización que partan 
de los criterios de mínimo vital27 y  de estándares básicos internacionales.
De acuerdo con Caroline Moser28 las necesidades prácticas de género están rela­
cionadas con los intereses que las mujeres identifican en virtud de sus roles 
socialmente aceptados. En el caso de las mujeres en situación de desplazamien­
to, aquéllas se refieren a necesidades percibidas como inmediatas; es decir, son 
necesidades que las afectan por su responsabilidad en la división del trabajo por 
género en el hogar, la cual comprende no sólo el cuidado de los niños y las 
niñas, la garantía de la salud y la alimentación de la familia, sino también la 
gestión de la vivienda y de los servicios básicos de la comunidad, así como la 
capacidad para obtener un ingreso mediante el trabajo productivo.
En esa medida, desde el punto de vista de los intereses prácticos de las 
mujeres desplazadas, y en la perspectiva de que a partir del restablecimiento 
ellas alcancen condiciones de equidad, “las políticas públicas deberían con­
centrarse en el terreno doméstico, en las actividades de generación de ingre­
sos y también en los requerim ientos de las viviendas y servicios básicos a 
nivel de la comunidad”29 Atender a estas necesidades, permitiría responder a 
intereses básicos como la comida, la casa y  el agua, requeridas no sólo por 
las mujeres, sino por toda la familia, en especial por los niños y las niñas.
27 Se considera que el m ínim o vital son las condiciones de realización de derechos congruentes con el
núcleo esencial de los m ism os, y que perm iten al sujeto tener una calidad de vida coherente con su 
d ign idad  y con la potencialización de capacidades para lograr su autonom ía bajo la protección del 
Estado. Más allá de incluir la facultad de neutra lizar las situaciones violatorias de la d ignidad  
hum ana, o la de exigir asistencia y protección por parte de personas o grup o s d iscrim inados, 
m arginados o en circunstancias de debilidad m anifiesta (CP art. 13), el derecho al m ín im o vital, 
busca sobre todo, garantizar la igualdad de oportun idades y la nivelación social en una sociedad
cuya injusticia y desigualdad se m anifiestan en factores cu lturales y económ icos de grave
incidencia. "El derecho a un m ínim o vital, no otorga un derecho subjetivo a toda persona para 
exigir, de m anera directa y sin atender a las especiales circunstancias del caso, una prestación 
económ ica del Estado. A u nq ue de los deberes sociales del Estado (CP art. 2) se desprende la 
realización futura de esta garantía, m ientras h istóricam ente ello no sea posible, el Estado está 
o b ligado  a prom over la igualdad  real y efectiva frente a la d istribución inequitativa de recursos 
económ icos y a la escasez de oportunidades. [...]. Ver Sentencia T- 4 2 6  de 1992, citada en la 
Sentencia T-602 de 200 3 , M agistrado Ponente: Jaim e Araujo  Rentería.
28 Véase Caroline Moser, Planificación de género y desarrollo, Lima, Flora Tristán Ediciones, 1995, pág. 66.
29 Ibid, pág. 69.
Desde las 
necesidades 
prácticas y 
estratégicas de 
género a los 
avances en su 
concreción 
desde una 
realización 
como sujetas 
titulares de los 
Derechos 
Humanos
21
M olyneaux introdujo el concepto de necesidades estratégicas de género 
como aquellas que son formuladas en virtud de la posición subordinada de las 
mujeres a los hombres en la sociedad30. Responder a estas necesidades, que se 
derivan de la estructura y la naturaleza de las relaciones entre los géneros, es 
imprescindible para una organización más equitativa de la sociedad.
Dado que las necesidades estratégicas de género varían según el contexto 
cultural y socio-político particular desde el cual son formuladas, la transfor­
mación de la posición de subordinación histórica de las mujeres desplazadas 
frente a los hombres puede requerir medidas tales como el alivio en las cargas 
de trabajo doméstico y de cuidado de los/as hijos/as, la eliminación de for­
mas institucionalizadas de discriminación, como, por ejemplo, la imposibili­
dad de ejercer los derechos de tenencia de tierra o de propiedad o acceso a 
crédito, la restricción a la participación en espacios de toma de decisiones, la 
d eb ilid ad  de las  m ed id as  p ara  e lim in ar  la  v io len c ia  in tra fam ilia r , la 
desinform ación en torno a los derechos humanos de las mujeres y de sus 
mecanismos de exigibilidad social, jurídica y política, entre otras.
En este sentido, esta división inicial entre necesidades prácticas y estratégi­
cas continua siendo útil para un diagnóstico rápido inicial; pero la perspec­
tiva de derechos —concebidos éstos como un todo integral, interdependiente 
en el reconocim iento de la dignidad de la persona—, nos enfrenta al reto de 
transform ar necesidades en concreción de derechos. Desde esta precisión 
planteamos, entonces, los componentes de realización inmediata del dere­
cho y los componentes de realización progresiva del mismo derecho. Sin 
lugar a dudas esta división continúa siendo arbitraria y se requieren desarro­
llos políticos y  jurídicos de reconocim iento de todos los derechos en su 
estatus de esenciales para la realización digna de la persona; pero, en térm i­
nos prácticos, esta división del accionar del Estado pretende reconocer que, 
en el grupo de elementos indispensables para la subsistencia humana, son 
escindibles aquellos que requieren de un acceso y efectividad de ejecución 
inmediatos (realización del m ínimo vital) de aquellos para cuya realización 
se precisa de acciones y herramientas en el tracto sucesivo, que deben con­
llevar a condiciones de sostenibilidad perm anente. Aun así, es primordial 
insistir en los elementos de conexidad, que son también fundamentales en 
esta perspectiva, sobre todo para una población en estado de tan alta vulne­
rabilidad como son las mujeres en situación de desplazamiento.
30 Ibid, pág. 66.
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Finalmente, en relación con la igualdad y la equidad, planteam os que, en 
términos de realización de derechos, leemos el principio de igualdad en la 
d iversidad '1 como un punto de partida, y la equidad como el mecanismo 
que supera las situaciones de injusticia y desigualdad -d e  d iscrim inación-, 
y que perm ite precisar acciones afirm ativas para llegar al equilibrio entre 
los distintos sujetos sociales en el punto de partida32.
31 La igualdad es uno de los debates de la actualidad. ¿Qué se entiende por ella? A q u í se plantea no
en el sentido de la hom ogenización: todos y todas debem os ser ¡guales al sujeto dom inante, sino 
en el sentido de igual coherencia y entorno económ ico, político y cultural por parte del 
ordenam iento social para la realización de la d ign idad  de todas las personas, desde una realidad
basada en el respeto y en la expresión perm anente de la diversidad.
32 Véase Gladis Prada y Ernesto Mieles, Principio de no d iscrim inación en razón del sexo, Línea
Jurisprudencial, Maestría en derecho, Universidad Nacional de C olom bia, m im eo, 2 0 0 2 . El artículo 
4  del proyecto de Ley Estatutaria No. 62 de 1998 del Senado, y No. 158 de 1998 de la Cám ara, 
"por la cual se reglam enta la efectiva participación de la m ujer en los niveles decisorios de las 
diferentes ramas y órganos del poder público, de conform idad  con los artículos 13, 4 0  y 43 de la 
Carta Política", consagra la obligatoriedad  de las autoridades nom inadoras de asegurar que el 30 
por ciento de los cargos de "m áxim o nivel decisorio" y de otros "niveles de decisión", sean 
desem peñados por mujeres. La cuota en este porcentaje es, a todas luces, una m edida de acción 
afirm ativa que pretende beneficiar a las m ujeres com o grup o , para rem ediar la baja participación 
que hoy en día tienen en los cargos directivos y de decisión del Estado.
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Es clara la responsabilidad del Estado en la problemática por la cual atra­
viesan las personas en situación de desplazamiento. Para la Defensoría del 
Pueblo, el argumento de fondo consiste en que “el desplazamiento forzado 
es consecuencia de la falla en el deber de protección por parte del Estado. 
A sí el causante directo del desplazam iento no sea un agente del Estado, 
éste no puede sustraerse de su obligación de respetar, proteger y garantizar 
los derechos de la población desplazada. El desplazado/a se encuentra en 
condición de vulnerabilidad, lo cual exige respuesta del Estado y la socie­
dad. El Estado debe promover, en los térm inos del artículo 13 de la Cons­
titución Política, la protección de las personas que, como los desplazados/ 
as, se encuentran en condición de debilidad manifiesta y la sociedad en su 
conjunto debe obrar de conform idad con su deber de actuar bajo el princi­
pio de solidaridad social previsto en el artículo 95 de la carta.”33
En el documento Evaluación de la política pública en procesos de restableci­
miento de la población desplazada desde un enfoque de derechos humanos, 
publicado por la Defensoría del Pueblo, existe una aproximación a lo que ésta 
“considera deben ser los alcances de una política pública estatal para im pul­
sar procesos de restablecim iento y realización de derechos de poblaciones 
en situación de debilidad manifiesta, como es el caso de las poblaciones en 
situación de desplazam iento forzado”34. En el caso de las mujeres esto se 
refuerza aún más dada la situación, ya expuesta, de discriminación acumulada 
y desventajas exacerbadas en la etapa posterior al evento de desplazamiento, 
así como de impacto desproporcionado35.
En esta perspectiva, para el diseño de políticas públicas de impacto, es funda­
mental contar previamente con un diagnóstico preciso de la situación, reali­
zado por las mismas mujeres desplazadas.
33 Defensoría del Pueblo, Inform e defensorial sobre el desp lazam iento  fo rzado  por la violencia en 
C olom bia, num erales 89  y 90, Bogotá, agosto  de 2002.
34 Defensoría del Pueblo, Evaluación de la política pública en procesos de restablecim iento de la 
población desplazada desde un enfoque de derechos hum anos, Bogotá, 2003.
35 El 'im pacto  d esproporcionado' es el térm ino utilizado por Pilar Rueda. Al respecto, véase Pilar 
Rueda, O bservatorio de los Derechos H um anos de las M ujeres en C olom bia, En situación de 
conflicto  arm ado las m ujeres tam bién tienen derechos: D ocum ento m arco conceptual, Bogotá, 
Confluencia Nacional de Redes de Mujeres - Sism a Mujer, 200 1 , pág. 4.
6.
« -------------------------------
Política pública
y realización de 
derechos para 
las mujeres en 
situación de 
desplazamiento
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“La mayoría de modelos o tipologías de análisis de políticas públicas se fun­
damentan en la idea de que el objetivo de las políticas es la resolución de 
problemas. Esta interpretación no siempre contempla la posibilidad de incor­
porar a los/las beneficiarios/as de las políticas en su diseño y ejecución, ya 
que no siempre los/las considera sujetos/as activos/as de la política.
“Por el contrario una política pública que parta del reconocimiento de que los 
beneficiarios/as tienen conocimiento (ya que viven la situación anterior y pre­
sente), y capacidades y potencialidades para resolver sus problemas, a pesar de 
encontrarse en situación de debilidad manifiesta, considera que los problemas 
son resueltos por los/as actores sociales mediante el desarrollo de estrategias de 
gestión de sus conflictos y sobre todo mediante procesos de aprendizaje.
“Diseñar y ejecutar política pública es, entonces, construir una nueva repre­
sentación de los problemas, partiendo de la percepción de las afectadas e 
instaurando condiciones sociopolíticas, socioeconómicas y socioculturales para 
el tratamiento de dichos problemas, estructurando así la acción de respuesta 
que corresponde al Estado y para identificar el papel que debe cumplir el con­
junto de la sociedad, con miras a aportar en su solución.”36
Teniendo en cuenta lo anterior, planteamos que las mujeres en situación de 
desplazamiento deben ser sujetas activas en la definición inicial de las políti­
cas que les competen directamente y que, por lo tanto, deben tener las condicio­
nes para convertirse en agentes sociales de transformación permanente 
y  en agentes sociales de impacto en la definición de la política publica37.
36 Defensoría del Pueblo, op. cit., 2 003, pág. 11. Las palabras o frases en Itálica son nuestras. También 
hem os destacado en negrilla a lgu n as frases del texto original.
37 Un Estado fuerte dem ocráticam ente es aquel que prom ueve el fortalecim iento de una ciudadanía 
dem andante de sus derechos. La relación entre dem ocracia y sociedad no fortalecida es igual a la 
lógica de una sociedad no deliberante en Estados dictatoriales.
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«
7
¿Por qué se 
dificulta tanto
el acercamiento 
práctico au n  
enfoque 
diferencial?
A lo largo del texto se han enunciado algunas sugestiones frente al enfoque 
diferencial desde una perspectiva de derechos. Para complementar, diríamos 
que estas obligaciones del Estado se determ inan a través del bloque de 
constitucionalidad™. Ahora bien, en el caso de las obligaciones determinadas 
en los pactos internacionales vale la pena resaltar que, si bien éstas parten de 
un principio general de la Carta de Derechos Humanos para llegar al principio 
de igualdad que ésta determina, requieren de la realización de estrategias es­
pecíficas para las poblaciones que viven en permanente situación de discrimi­
nación (discriminación positiva o acciones afirmativas). De ahí que existan 
pactos o convenciones particulares para las mujeres, los pueblos indígenas y 
afrodescendientes, para los niños y  las niñas, etc.
Esto implica un arduo trabajo para determinar los referentes de obligatoriedad 
y  compromiso del Estado, es decir, los referentes generales que, en combina­
ción con los postulados constitucionales y las sentencias de la Corte Consti­
tucional, dan como resultado el referente de obligatoriedad afirm ativa ’9 
(derivado de acciones afirmativas) por sujeto/a.
Se podría proponer la siguiente fórmula para su
determinación:
Carta Universal de los Derechos Humanos + Pactos sobre Derechos Civiles y 
Políticos + Pacto sobre Derechos Económicos Sociales y Culturales + Pactos 
sobre la población específica (en este caso las Mujeres) + Pactos que determinan 
acciones desde el respeto a las diferencias étnicas y culturales + Pactos desde la
38 Se entiende por bloque de constitucionalidad los pactos y convenios aceptados y ratificados por el 
Estado co lom biano que tienen estatus constitucional, la Carta C onstitucional y las sentencias 
em anadas de la Corte Constitucional. La fuerza vinculante de los Principios Rectores de los 
Desplazam ientos Internos ha sido reconocida por la Corte Constitucional, que los ha considerado 
com o parte del bloque de constitucionalidad para resolver casos concretos; de acuerdo con el alto 
tribunal, los Principios Rectores, adem ás, "deben ser tenidos com o parám etros para la creación 
norm ativa y la interpretación en el cam po de la regulación del desp lazam iento  forzado [...] sin 
perjuicio de que todos sus preceptos que reiteran norm as ya inclu idas en tratados internacionales 
de derechos hum anos y de derecho internacional hum anitario  aprobados por Colom bia gocen de 
rango constitucional, com o lo señala el artículo 93 de la Con stitución ". Véanse las sentencias T-327 
de 200 1 , M agistrado Ponente: M arco Gerardo M onroy Cabra; T -2 6 8  de 2003, M agistrado 
Ponente: M arco Gerardo M onroy Cabra; y T-419 de 200 3 , M agistrado Ponente: Alfredo Beltrán 
Sierra.
B Entendem os por 'obligatoriedad  afirm ativa', los com prom isos adqu iridos por el Estado en relación 
con los pactos y convenios que ratifica para poblaciones d iscrim inadas o vulneradas, y que deben 
ser objeto de intervención con base en acciones positivas.
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perspectiva etárea + Resoluciones de NNUU, (por ejemplo, Consejo de Seguri­
dad) en lo concerniente a esta población o a la situación que la aqueja, +, para el 
caso del desplazamiento, Principios Rectores, Carta Constitucional en el articula­
do pertinente + Sentencias de la Corte Constitucional globales o específicas40,
Puesto que el desplazamiento constituye una situación de violación integral 
de los derechos humanos, es necesario determinar el total de las obligaciones 
como referente principal de una condición de vida digna.
Es cierto, sin embargo, que a la hora de definir tanto políticas como acciones 
desde este enfoque, se presentan dificultades debido a diferentes factores, 
entre los cuales se pueden mencionar los siguientes:
1. Falta de claridad de algunos/as responsables de la gestión de Gobier­
no, en relación con lo que significa un Estado Social de Derecho, así 
como de las implicaciones de esta denominación en todas las esferas 
de la vida privada y pública de las personas, en términos de protec­
ción de derechos y logros en calidad de vida.
2. Falta de una mayor definición de políticas públicas coherentes con la 
obligatoriedad del Estado y con los contenidos y criterios de realiza­
ción de los derechos para la población en situación de desplazamiento, 
que permitan el desarrollo de estrategias e indicadores, una mayor co­
ordinación y una reducción del nivel de improvisación en la atención a 
esta población por parte de las diferentes instancias del Gobierno.
3. Falta de una capacitación más robusta a los/as funcionarios/as 
públicos sobre D erechos Flumanos y sobre el Derecho particular 
que deben atender en desarro llo  de su trabajo, con un enfoque
40 "La constitución Política de 1991 incorporó de m anera g lobal a la legislación interna los derechos 
hum anos que integran los tratados que habían sido debidam ente ratificados por el Estado 
colom biano, estableciendo que prevalecen en el derecho interno y son criterio de interpretación 
jurisprudencial (artículo 93). Adem ás, d ispone que las relaciones internacionales del Estado 
co lom biano estarán orientadas según los m ism os (artículo 9). Con base en la existencia de esas 
norm as constitucionales, la Corte Constitucional co lom biana no hace n ingún  reparo sobre las 
posibles actuaciones de los organism os internacionales de protección de los derechos hum anos, 
previstas en esos tratados, por considerar que la "internaciona lización  de la garantía de los 
derechos hum anos representa un avance dem ocrático  indudab le" y que "los sistem as 
internacionales de protección de los derechos hum anos en m anera alguna desconocen la 
Constitución o vulneran la soberanía colom biana; por el contrario, son una proyección en el cam po 
internacional de los m ism os principios y valores defend idos por la C onstitución ." Véase Alirio  Uribe, 
M anual de exigibilidad. Plataform a de Derechos H um anos, Dem ocracia y Desarrollo, Bogotá, 2002.
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diferencial que perm ita v isib ilizar la lógica de acciones afirm ati­
vas desde las perspectivas de género y étnico-culturales, al igual 
que las variables de edad que ellas conllevan.
4. En la mayoría de los casos, la atención ofrecida por las personas 
encargadas de desarrollar las acciones definidas en la política para la 
población desplazada presenta un alto desconocimiento de los crite­
rios de realización de los derechos de las mujeres y de las discrimina­
ciones de que se ha sido objeto antes y después de los eventos de 
desplazamiento. De esta manera, el funcionario/a no ve la obliga­
ción del Estado de proveer políticas equitativas y de discriminación 
positiva hacia las mujeres más golpeadas por la situación, y no con­
sidera la conducta mendicante de las mujeres en situación de despla­
zamiento como un reflejo de su adaptación a una política de corte 
asistencial, sino como una conducta persistente y dependiente.
5. Aún no es claro para el Estado que la inversión social dirigida a 
mujeres en situación de desplazamiento se configura a corto, media­
no y largo plazo como un elemento fundamental para el logro de su 
autonomía. Una política en la cual se priorice la inversión desde un 
enfoque diferencial, permite el desarrollo de capacidades de agencia 
en los distintos sujetos sociales (en este caso las mujeres en situa­
ción de desplazamiento) para lograr autonomías productivas. En con­
traposición, las políticas de corte asistencial son evidentem ente 
promotoras de estados individuales y colectivos de dependencia. En 
el mismo sentido existe una exigencia —enmarcada en los compromi­
sos internacionales adquiridos por el Estado colombiano— con res­
pecto al carácter progresivo que deben revestir las acciones en tér­
minos de la realización de los Derechos Humanos de las mujeres; a 
su vez, ésta implica, por definición, la imposibilidad de ejercer ac­
ciones que conduzcan a la regresividad de los logros obtenidos en 
esta materia, y, en caso de un eventual incumplimiento con el reque­
rimiento específico, una justificación fuertemente argumentada.
6. Tanto los/as funcionarios/as públicos/as como aquellos/as a quie­
nes va dirigida la política pública hacen parte de una cultura en la 
cual han generado su sistema de valores. Parte de esta cultura se ha 
basado en un sistema patriarcal que, de manera continua, se repro­
duce a sí mismo y del cual todos y todas somos agentes permanen­
tes, conciente o inconscientemente. Este es un factor a tomar muy
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seriamente en consideración, ya que no permite visualizar fácilmente 
cambios en los roles de género ya establecidos, y, cuando se perciben, el 
reto cultural, social y político es de tal dimensión que prevalece una 
tendencia pragmática a mantener el statu quo. El reto, entonces, es trans­
formar ese sistema inicial de valores en los distintos sujetos que partici­
pan en la definición, agencia y puesta en marcha de la política pública.
7. Falta de un mayor desarrollo de una batería instrumental que permita 
monitorear la realidad de las mujeres en situación de desplazamiento 
desde un enfoque diferencial y de derechos, y actuar en consecuencia.
8. Dificultades de la población que se encuentra en situación de despla­
zamiento para entenderse a sí misma como sujeta de derecho y como 
ciudadanas y ciudadanos.
« •
8.
Ruta de
construcción de 
política pública 
para mujeres 
en situación de 
desplazamiento 
dentro de un 
enfoque 
diferencial 
desde los 
DDHH.
Una agenda de política pública parte por precisar las problemáticas que afec­
tan a los grupos que debe proteger y que, por una u otra razón, han quedado 
en debilidad m anifiesta. Pero, tam bién, parte de las obligaciones a las cua­
les se ha com prom etido el Estado.
En el siguiente cuadro se presenta una Ruta de construcción de política 
pública con enfoque de Derechos Humanos para la definición de accio­
nes, propuesta como parte del presente estudio. Su punto de partida es un 
enfoque diferencial y  se pretende combinar en ella dos expectativas: el sujeto, 
en este caso la MUJER, con el derecho.
De acuerdo, con lo anterior, la ruta consta de los siguientes componentes:
Primer paso: Definición de las obligaciones del Estado desde la pers­
pectiva diferencial ya explicada.
Producto: Bloque de constitucionalidad-obligaciones del Estado, con­
tenido y alcances de los derechos.
Segundo paso: Diagnóstico de la realidad en que se encuentran las 
mujeres en situación de desplazamiento. Dado que en relación con 
el tema existen estudios previos, para efectos de este trabajo se par­
tió de ellos para el diagnóstico de situación.
Producto: línea de base sobre la situación.
Tercer paso: Reconfirm ar, actualizar o discutir directamente con las 
mujeres afectadas por la situación de desplazamiento el diagnóstico 
obtenido de la línea de base. En este sentido es imprescindible la par­
ticipación de las organizaciones de mujeres, de las ONG de mujeres, 
de las ONG de desplazamiento, así como de centros de investigación.
Producto: Reconfirmación o elaboración de diagnóstico.
Cuarto paso: Definir, de acuerdo con las obligaciones del Estado, los 
componentes de los derechos de inmediato cumplimiento y los com­
ponentes de los derechos de realización progresiva, bajo los criterios 
de integralidad y conexidad.
Producto: Contraste entre las obligaciones del Estado y la problemática 
de las mujeres en situación de desplazamiento, e identificación de 
incoherencia entre obligación y satisfacción.
Quinto paso: Una vez definido el estado del arte de la situación y teniendo 
una identificación de la incoherencia mencionada, se requiere confron-
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tar este resultado con las acciones desarrolladas por el Estado en dos 
niveles: en términos de legislación de acciones afirmativas y en térmi­
nos de acciones concretas concordantes desde las políticas públicas41.
Producto: Evaluación de la política pública y de las acciones e instru­
mentos para su aplicación.
Sexto paso: Implica hacer una aproxim ación priorizada de acciones 
e instrum entos de im pacto, en la transform ación estratégica del 
contexto político, económ ico y cultural de las m ujeres en situa­
ción de desplazam iento . D erechos de cum plim iento inm ediato, 
derechos de cum plim iento progresivo.
Producto: acciones de impacto
Séptimo paso: Implica presentar estas acciones a las mujeres para su 
validación y para definir los instrumentos de aplicación según con­
textos culturales. Este paso es de vital importancia ya que se define 
en él la perspectiva étnico-cultural.
Producto: Satisfactores y definición de acciones dirigidas a las mujeres, 
validación e instrumentos de aplicación según contextos culturales y 
cumplimiento de obligaciones del Estado.
Octavo paso: Implica la elaboración final de instrumentos y mecanismos de 
aplicación por parte de los responsables a escala nacional y  a escala local.
Producto: Instrumentos y mecanismos para la implementación cohe­
rente con las obligaciones del Estado y el diagnóstico detectado en 
clave de derechos. Estas acciones y mecanismos deben, como se ha 
dicho, partir del principio de interdependencia y conexidad de los 
derechos y, por lo tanto, las instituciones que participan en su reali­
zación deben actuar de manera coordinada.
Noveno paso: Compromete un seguimiento evaluativo permanente de 
las acciones realizadas en el cual deben participar activamente las 
mujeres en situación de desplazamiento para los ajustes pertinentes.
P ro d u cto : In d icad o res  de p ro ceso , in d ic ad o re s  de re a liz ac ió n . 
Metodologías de evaluación.
41 Hay que diferenciar las acciones positivas de las m edidas de d iscrim inación positiva o d iscrim inación 
inversa. Las primeras son, en general, el con junto  de actuaciones o productos prim arios de una 
política pública de prom oción de la igualdad  m aterial, en tanto que las m edidas de d iscrim inación 
inversa, com o un tipo de acciones positivas, se caracterizan por a) producirse frente a las 
consecuencias generadas por rasgos asociados a la hum anidad  m ism a com o la raza o el sexo y b) 
surgir en escenarios o contextos de m arcada escasez de bienes o recursos a distribuir.
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Cuadro final de ruta:
Fase 1 del trabajo
1
O b lig a c io n e s  
del Estado
Línea de base sobre 
la  p rob lem ática . 
Diagnóstico inicial
Reconfirm ación del 
diagnóstico. En este 
espacio se debe contar 
con las investigaciones 
emanadas de las orga­
nizaciones de mujeres, 
de ONG de mujeres 
y de ONG de despla­
zamiento.
4
Contraste entre obliga­
ción y satisfacción, se­
gún derechos y según 
la problemática encon­
trada. Evaluación de la 
política pública, instru­
mentos y mecanismos 
en clave de derechos.
Detectar los compo­
nentes del derecho 
de c u m p lim ie n to  
inmediato y de cum­
plimiento progresivo.
Circuito de realización de derechos para las mujeres en situación de desplazamiento
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Fase 2 del trabajo
6
Redefinir la política en 
clave de acciones de im ­
pacto inmediato y estra­
tégico dirigidas a las mu­
jeres en s itu ac ió n  de 
desplazamiento
7
V alidar estas acciones 
con las mujeres en situa­
ción de desplazamiento. 
Adecuación de m eca­
nismos e instrum entos 
según contextos cultu­
rales.
8
Elaboración final de ins­
trum entos y m ecan is­
mos para la aplicación 
de una política de im ­
pacto, coherente con las 
obligaciones del Estado 
y la situación de extre­
ma vulnerabilidad de las 
mujeres en situación de 
desplazamiento.
9
E lab o rac ió n  de in d i­
cadores de proceso e in­
d ic ad o re s  de r e a liz a ­
c ió n . S egu im ien to  
evaluativo con partic i­
pación activa de las mu­
jeres en situación de des­
plazamiento. Ajustes.
Circuito de realización de derechos para las mujeres en situación de desplazamiento

Desarrollo
fase 1
»
Paso 1. Marco normativo de las 
obligaciones del Estado 
colombiano, por derechos, desde 
un enfoque diferencial:
En esta aproximación al marco normativo se reco­
gen apartes de pactos, protocolos y convenciones 
ratificadas por el Estado colombiano, tanto globales 
—que implican a todas las personas humanas— como 
específicos —relacionados con la mujer o con el niño 
(nombrados así, pero que involucran a las niñas)-, y 
culturales, entre otros; así mismo de la Constitución 
Política y de las sentencias más relevantes en mate­
ria de desplazamiento. Es necesario precisar que, 
en una segunda fase de este trabajo, el propósito 
sería adelantar una labor más exhaustiva, que con­
temple desagregaciones por subtemas. El resulta­
do de la presente aproximación, correspondiendo 
a la ruta antes definida, son las obligaciones ge­
nerales del Estado, paso 1.
El nuevo reto es el cruce de estos pactos, conven­
ciones y  protocolos, para el logro de una mayor 
especificidad en el bloque de constitucionalidad, 
el desarrollo de sus contenidos y criterios de reali­
zación, de modo que se pueda obtener el insumo 
definido para la elaboración de indicadores.
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EDUCACIÓN MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL
Gratuidad y obligatoriedad de la educación (PACADDHH, en materia de DESC, 
Art. 16; PIDESC, Art. 13)
Implantación progresiva de la enseñanza gratuita en los niveles secundario y superior. 
Fomento e intensificación de la alfabetización o educación fundamental para 
quienes no hayan recibido o terminado el ciclo completo de educación prima­
ria (eliminación del analfabetismo).
Mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 3:
Asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos 
económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer, Art. 10: Establecimiento de las mismas condiciones en materia profesional; 
acceso a los mismos programas de estudio; exámenes, personal y equipo; las mismas 
oportunidades para obtención de becas; las mismas oportunidades de acceso para pro­
gramas permanentes de educación, incluido programa de alfabetización; organización de 
programas para aquellas mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente.
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, Art. 5: La mujer contará con la total protección de los derechos chiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales, ya que es libre de ejercerlos plenamente.
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DESARROLLO NORMATIVO INTERNO DESARROLLO NORMATIVO INTERNO ESPECIFICO
EN EL TEMA DE DESPLAZAMIENTO FORZADO
Constitución Política, Art. 67: La educación será gra­
tuita sin perjuicio del cobro de derechos académicos a 
quienes puedan sufragarlos (...).
Constitución Política, Art. 67: Corresponde al Esta­
do regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia 
de la educación con el fin de velar por su calidad, por el 
cumplimiento de sus fines y por la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 
adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los me­
nores las condiciones necesarias para su acceso y per­
manencia en el sistema educativo.
Constitución Política, Art. 67: (...) El Estado, la so­
ciedad y la familia son responsables de la educación, 
que será obligatoria entre los cinco y los quince años de 
edad y que comprenderá como mínimo, un año de pre- 
escolar y nueve de educación básica.
Constitución Política, Art. 13: Todas las personas 
nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma pro­
tección y trato de las autoridades y gozarán de los mis­
mos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional 
o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igual­
dad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. El Estado pro­
tegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren 
en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará 
los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.
Circular 020 de junio Io de 1999 (See. Educ. y Ale. 
May. Btá), sobre políticas y procedimientos para aten­
der a la PD: En la adjudicación de cupos y becas, se 
dará prioridad a las solicitudes presentadas por los fa­
miliares de víctimas de la violencia. El solicitante con 
estas calidades, recibirá inmediatamente el beneficio de 
exoneración total de pago de matrícula y pensión (Dec. 
2231 de 1989, Dec. 048 de 2000).
Decreto 2562/2001 (M. Educ.), Art. 5: Las secretarías 
de Educación a través de los Comités Departamentales 
y Distritales desarrollarán programas de formación y 
capacitación para los docentes que atienden la PD.
Decreto 48/90 (M. Educ.), por el cual se modifica 
el Decreto 2231: En el sentido de determinar que los
beneficios otorgados por éste a favor de los familiares 
de las víctimas de la violencia política, también podrán 
ser concedidos a las víctimas directas de la violencia 
política que sean menores de edad.
Resolución 1400 de 2001, por la cual se modifica la 
Resolución 3272 del 6 de diciembre de 2000, autori­
zando el desarrollo del Programa Especial de Edu­
cación Básica y Media para la Convivencia Pacífica 
en los establecimientos educativos estatales y privados 
del país, dirigido a la población desplazada por la 
violencia y por el conflicto armado.
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Declaración Sobre los Derechos del Niño, Principio 7: Al niño se le dará 
una educación que le favorezca en general y que le genere sentido de responsabi­
lidad para llegar a ser útil a la sociedad.
Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, Principio 23: Educa­
ción gratuita y obligatoria a nivel primario para niños y niñas.
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial, Art. 5: Los Estados partes se comprometen a prohibir y 
eliminar la distinción de raza, color y origen nacional o étnico; específicamente en el 
goce de los derechos siguientes: Los derechos económicos, sociales y culturales. El 
derecho a la educación. El derecho a participar, en condiciones de igualdad.
Declaración sobre el Progreso y  el Desarrollo en lo Social, Art. 10: Eliminar el 
analfabetismo y garantizar la enseñanza gratuita para lograr a lo largo de la vida elevar 
el nivel general de la educación.
Convención sobre la Erradicación de Todas las Formas de Discriminación con­
tra la Mujer, Art. 14: Atender los problemas especiales de la mujer rural, su papel en la 
familia, su trabajo en los sectores no monetarios, y tomar todas las medidas para asegurar 
la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas rurales. 
Eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural 
y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: (...) d. Obtener todos los 
tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los relaciona­
dos con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los beneficios de todos los 
servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica.
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer. (Convención Do Belén Do Pará), Art. 5: Toda mujer podrá 
ejercer libre y plenamente sus derechos chiles, políticos, económicos, sociales y cultura­
les y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen 
que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.
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Decreto 2231/89 (M. Educ.), por el cual se crean unos 
beneficios en el sector educativo para apoyar a los fa­
miliares de las víctimas de la violencia.
Sentencia T098 de 2002, que reitera la jurisprudencia 
acerca de la protección de los derechos a la educación, 
la salud y la vivienda de la población desplazada.
Sentencia T215 de 2002, que determina el conte­
nido del derecho esencial a la educación de los ni­
ños desplazados por la violencia.
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Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Convención Do Belén Do Pará), Art. 8: Adoptar, en forma 
progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: a. Fomentar el conoci­
miento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el 
derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; b. Modificar 
los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño 
de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera 
de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan 
o exacerban la violencia contra la mujer; c. Fomentar la educación y capacitación del 
personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de 
la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las 
políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; (...).
Declaración sobre los Derechos del Niño, Principio 5: El niño física o mental­
mente impedido o que sufra algún impedimento social debe recibir el tratamiento, la 
educación y el cuidado especiales que requiere su caso particular.
Principio 7. El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obligatoria 
por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su 
cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarro­
llar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social, y 
llegar a ser un miembro útil de la sociedad. El interés superior del niño debe ser el 
principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; 
dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres. El niño debe disfru­
tar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados hacia los 
fines perseguidos por la educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforza­
rán por promover el goce de este derecho.
Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías 
Nacionales o Etnicas, Religiosas y Lingüísticas, 4: Los Estados deberán adop­
tar, cuando sea apropiado, medidas en la esfera de la educación, a fin de promover el 
conocimiento de la historia, las tradiciones, el idioma y la cultura de las minorías que 
existen en su territorio. Las personas pertenecientes a minorías deberán tener oportu­
nidades adecuadas de adquirir conocimientos sobre la sociedad en su conjunto.
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SALUD
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis­
criminación Racial, Art. 5: En conformidad con las obligaciones fundamentales 
estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se com­
prometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garan­
tizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color 
y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: e) 
Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: v) El derecho a la edu­
cación y la formación profesional; vi) El derecho a participar, en condiciones de 
igualdad, en las actividades culturales.
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social (...) El progreso y el 
desarrollo en lo social deben encaminarse a la continua elevación del nivel de vida 
tanto material como espiritual de todos los miembros de la sociedad, dentro del 
respeto y del cumplimiento de los derechos humanos y de las libertades fundamen­
tales, mediante el logro de los objetivos principales siguientes: (...)
Artículo 10 (...) e) La eliminación del analfabetismo y la garantía del derecho al acceso 
universal a la cultura, a la enseñanza obligatoria gratuita al nivel primario y a la enseñanza 
gratuita a todos los niveles; la elevación del nivel general de la educación a lo largo de la vida.
M ARCO NORMATIVO INTERNACIONAL
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, Art. XI
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Constitución Política, Art. 49. La atención de la sa­
lud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 
cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el 
acceso a los servicios de promoción, protección y recu­
peración de la salud. Corresponde al Estado organizar, 
dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud 
a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
También establecer las políticas para la prestación de 
servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su 
vigilancia y control. Así mismo establecer las competen­
cias de la Nación, las entidades territoriales y los particu­
lares, y determinar los aportes a su cargo en los términos 
y condiciones señalados en la ley. Los servicios de salud 
se organizarán en forma descentralizada, por niveles de
Acuerdo 59/97 (CNSSS), mediante el cual se decla­
ra el desplazamiento masivo como evento catastrófi­
co y se toman otras medidas.
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Declaración Universal de Derechos Humanos, Art. 25.1.: Toda persona tiene 
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia mé­
dica y los servicios sociales necesarios (...).
PIDESC, Art. 10. Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen que: (...) 2. Se debe 
conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes 
y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conce­
der licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social. Se deben 
adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y ado­
lescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe 
protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo 
en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley.
PIDESC, Art. 12: Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de 
toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. Entre las 
medidas que deberán adoptar los Estados Parte en el Pacto a fin de asegurar la plena 
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: la reducción de la 
mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; El me­
joramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 
La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profe­
sionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; La creación de condiciones que 
aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.
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atención y con participación de la comunidad. La ley 
señalará los términos en los cuales la atención básica para 
todos los habitantes será gratuita y obligatoria. Toda 
persona tiene el deber de procurar el cuidado integral 
de su salud y la de su comunidad.
Art. 50. Todo niño menor de un año que no esté cu­
bierto por algún tipo de protección o de seguridad 
social, tendrá derecho a recibir atención gratuita en 
todas las instituciones de salud que reciban aportes del 
Estado. La ley reglamentará la materia.
Resolución 001602/95 (Min. Salud): Normas, pro­
cedimientos y modelos de reclamación para el reco­
nocimiento y pagos de las indemnizaciones a personas 
naturales víctimas de eventos catastróficos.
Circular 0014/97 (Min. Salud), sobre administración de 
los recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga.
Circular Conjunta No. 23, ICBF y'RSS, sobre respon­
sabilidades y procedimientos de atención a niñas, niños, 
mujeres gestantes y madres lactantes desplazadas.
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Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación Gene­
ral No. 14: El derecho a la salud es un derecho fundamental e indispensable para el 
ejercicio de todos los demás derechos humanos (...) el derecho a la salud está estre­
chamente vinculado con el ejercicio de otros derechos humanos y depende de esos 
derechos que se enuncian en la Carta Internacional de los Derechos, en particular el 
derecho a la alimentación, a la vivienda, a la vida, a la no discriminación, a la igualdad, 
a no ser sometido a torturas, a la vida privada, al acceso a la información y a la 
libertad de asociación, reunión y circulación (...).
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre DDHH en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 10. Derecho a la Salud. 1.:
Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de 
bienestar físico, mental y social. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los 
Estados partes se comprometen a reconocer la salud como un bien público y particu­
larmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho: a. la atención 
primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial puesta al alcance 
de todos los individuos y familiares de la comunidad; b. la extensión de los beneficios de 
los servicios de salud a todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado; c. la total 
inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;
Art. 17. Protección de los Ancianos: Toda persona tiene derecho a protección especial 
durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados Partes se comprometen a adoptar de 
manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica y en 
particular a: a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación v aten­
ción médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y 
no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas; b. ejecutar 
programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la posibilidad 
de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su 
vocación o deseos; c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas 
a mejorar la calidad de vida de los ancianos.
Declaración sobre los Derechos del Niño, Principio 4: El niño debe gozar de 
los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena 
salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados 
especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de 
alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados.
Principio 9: El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad 
y explotación. No será objeto de ningún tipo de trata. No deberá permitirse al niño
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Circular 025/ 97 (Min. Salud), sobre cobertura de la 
subcuenta de seguro de riesgos catastróficos y acciden­
tes de transito del Fondo de Solidaridad y Garantía.
Decreto número 173 de 1998, por el cual se adopta 
el Plan Nacional para la Atención Integral a la Po­
blación Desplazada por la Violencia. 2.2.2 Salud.
El Ministerio de Salud y las Direcciones departamenta­
les y locales de salud garantizarán el derecho a la salud 
de la población desplazada a través de la atención inte­
gral en salud, que comprende acciones de servicios de 
atención médico-quirúrgica, atención de urgencias, hos­
pitalización, tratamiento, servicios de ayuda diagnóstica, 
transporte de pacientes, provisión de medicamentos, 
acciones de promoción y prevención de la enferme­
dad, tales como vigilancia epidemiológica, saneamiento 
ambiental, educación en salud, participación comunita­
ria, atención psico-social y rehabilitación, según lo dis­
puesto en la Ley 100 de 1993, los Decretos números 
412 de 1992, 1283 de 1996, los Acuerdos números 59 y 
85 de 1997 del Consejo Nacional de Seguridad Social 
en Salud. Serán responsables de su-diseño y ejecución el 
Ministerio de Salud, las Direcciones de Salud de los en­
tes territoriales, el ICBF y la Cruz Roja Colombiana.
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trabajar antes de una edad mínima adecuada; en ningún caso se le dedicará ni se le 
permitirá que se dedique a ocupación o empleo alguno que pueda perjudicar su salud 
o su educación o impedir su desarrollo físico, mental o moral.
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis­
criminación Racial, Art. 5: En conformidad con las obligaciones fundamentales 
estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados Partes se compro­
meten a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar 
el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y 
origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: (.. .)e) 
Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: iv) El derecho a la salud 
pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios sociales;
Art. 12: I x>s Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia. Los Estados Partes 
garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el 
período posterior ai parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesa­
rio, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, 1979:Artículo 10. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la 
igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: (...) h. Acceso al 
material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la 
familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia. 
Artículo 11.1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a 
la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en 
particular: (...) f. El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condi­
ciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.
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Resolución 001591/95 (Min. Salud): Normas, proce­
dimientos y modelos de reclamación del reconocimien­
to y pagos a las IPS, por conceptos de gastos médicos, 
quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios prestados a 
las víctimas de eventos catastróficos.
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Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, 1979:
Artículo 12 a. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios 
de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia, b. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la 
mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período poste­
rior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegu­
rarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social: (...) El progreso y el 
desarrollo en lo social deben encaminarse a la continua elevación del nivel de vida tanto 
material como espiritual de todos los miembros de la sociedad, dentro del respeto y 
del cumplimiento de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, mediante 
el logro de los objetivos principales siguientes: (...)
Artículo 10 (...) d) El logro de los más altos niveles de salud y la prestación de servicios 
de protección sanitaria para toda la población, de ser posible en forma gratuita. 
Artículo 11 a) La provisión de sistemas amplios de seguridad social y los servicios de 
asistencia social y el establecimiento y la mejora de sistemas de servicios y seguros sociales 
para todas aquellas personas que por enfermedad, invalidez o vejez no puedan ganarse la 
vida, temporal o permanentemente, teniendo en cuenta la necesidad de garantizar el debi­
do nivel de vida a estas personas, a sus familias y a quienes estén a su cargo;
b) La protección de los derechos de madres y niños; la preocupación por la educación y 
la salud de los niños; la aplicación de medidas destinadas a proteger la salud y el bienestar 
de las mujeres, especialmente de las mujeres embarazadas que trabajan y madres de niños 
de corta edad, así como de las madres cuyos salarios constituyen la única fuente de ingre­
sos para atender a las necesidades de la familia; la concesión a la mujer de permisos y de 
subsidios por embarazo y maternidad, con derecho a conservar el trabajo y el salario;
c) La protección de los derechos y la garantía del bienestar de los niños, ancianos e 
impedidos; la protección de las personas física o mentalmente desfavorecidas; (...).
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Acuerdo 185/2000 (CNSSS) por el cual se define el 
procedimiento aplicable a las reclamaciones para el pago 
de los servicios de salud para PD.
Sentencia T098 de 2002, que reitera la jurisprudencia 
sobre la protección de los derechos a la educación, la 
salud y la vivienda de la población desplazada.
Sentencia T327 de 2001: Importancia del Registro 
Unico de Población Desplazada.
Ley 387, Sección 7, Art. 18. De la cesación de la con­
dición de desplazado forzado. La condición de despla­
zado forzado por la violencia cesa cuando se logra la 
consolidación y estabilización socioeconómica, bien sea 
en su lugar de origen o en las zonas de reasentamiento. 
Ley 823 de 2003, sobre igualdad de oportunidades para 
las mujeres. Art. 6. El Gobierno ejecutará acciones orien­
tadas a mejorar e incrementar el acceso de las mujeres a 
los servicios de salud integral, inclusive de salud sexual y 
reproductiva y salud mental, durante todo el ciclo vital, 
en especial de las niñas y adolescentes. En desarrollo de 
los artículos 13 y 43 de la Constitución, el Gobierno esti­
mulará la afiliación al régimen subsidiado de seguridad 
social en salud de las mujeres cabeza dé familia, de las que 
pertenezcan a grupos discriminados o marginados de las 
circunstancias de debilidad manifiesta. Así mismo, el 
Gobierno diseñará y ejecutará programas: a) Para dar 
información responsable de la capacidad reproductiva 
de la mujer, y b) Para preventivamente reducir las tasas 
de morbilidad y mortalidad femenina relacionadas con la 
salud sexual y reproductiva, salud mental y discapacidad.
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Convenio 97 sobre la Inspección del Trabajo e Higiene Industrial, 1947, OIT.
Convenio sobre los Trabajadores Migrantes, 1949, OIT.
Convenio 102 sobre Seguridad Social, 1952, OIT.
Convenio 103 sobre la Protección de la Maternidad, 1952, OIT.
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Ley 823 de 2003, Art. 7. ( Conforme a lo dispuesto por 
el artículo 43 de la Constitución, la mujer gozará de la 
especial asistencia y protección del Estado durante el 
embarazo y después del parto. Para el cumplimiento de 
esta obligación, el Gobierno Nacional diseñará planes 
especiales de atención a las mujeres no afiliadas a un 
régimen de seguridad social. Dentro de los doce meses 
siguientes a la vigencia de la presente ley, el Gobierno 
N acional estab lecerá un program a de subsidio 
alimentario para la mujer embarazada que estuviere 
desempleada o desamparada.
Decreto número 173 de 1998, por el cual se adopta el 
Plan Nacional para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia. 2.2.2 Salud. El Ministerio 
de Salud y las Direcciones departamentales y locales de 
salud garantizarán el derecho a la salud de la población 
desplazada a través de la atención integral en salud, que 
comprende acciones de servicios de atención médico- 
quirúrgica, atención de urgencias, hospitalización, trata­
miento, servicios de ayuda diagnóstica, transporte de 
pacientes, provisión de medicamentos, acciones de 
promoción y prevención de la enfermedad, tales como 
vigilancia epidemiológica, saneamiento ambiental, edu­
cación en salud, participación comunitaria, atención 
psico-social y rehabilitación, según lo dispuesto en la 
Ley 100 de 1993, los Decretos números 412 de 1992, 
1283 de 1996, los Acuerdos números 59 y 85 de 1997 
del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud. 
Serán responsables de su diseño y ejecución el Minis­
terio de Salud, las Direcciones de Salud de los entes 
territoriales, el ICBF y la Cruz Roja Colombiana.
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a i i a ia iB W WBjaiM
Convenio 120 sobre Higiene en el Comercio y las Oficinas, 1964, OIT.
Convenio 121 sobre Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, 
1964, OIT.
Convenio 130, sobre Asistencia Médica y Prestaciones Monetarias de Enfer­
medad, 1969, OIT.
Convenio 169, relativo a la Protección de las Poblaciones Indígenas y de otras 
Poblaciones Tribales y Semitribales en Países Independientes, 1989, OIT.
Convenio 155, sobre la Seguridad y Salud de los Trabajadores y Medio Am­
biente de Trabajo, así como de la Acción a Desplegar tanto en el Plano Na­
cional como en la Empresa, 1981, OIT.
VIVIENDA M ARCO NORMATIVO INTERNACIONAL
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Párrafo 2 del 
Artículo XXIII: Nadie puede ser despojado de su propiedad excepto mediante el 
pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en 
los casos y según las formas establecidas por la ley.
Declaración Universal de los Derechos Humanos, Art. 17. 1.: Toda persona 
tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. Art. 25: Toda persona 
tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica v 
los servicios sociales necesarios, tienen así mismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus 
medios por circunstancias independientes de su voluntad.
Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 
11(2): Es deber del Estado mejorar los métodos de producción, conservación y distri­
bución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y cien­
tíficos, (...), y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que 
se logren la explotación y la utilización más eficaces de los recursos naturales.
54
DESARROLLO NORMATIVO INTERNO DESARROLLO NORMATIVO INTERNO ESPECIFICO
EN EL TEMA DE DESPLAZAMIENTO FORZADO
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Constitución Política, Art. 51: Reconocimiento 
del derecho a la vivienda digna (no como derecho 
fundamental autónomo).
Constitución Política, Art. 64: Sobre acceso a la propie­
dad de la tierra y a la vivienda para los trabajadores agrarios.
D ESA R R O LLO  N O RM ATIV O  IN TERN O  E S P E ­
C IF IC O  EN EL TEM A  DE D ESP LA ZA M IEN TO  
FO R ZA D O
Decreto 951/2001 (Min. Desarrollo Econ.), por el cual 
se reglamentan parcialmente las Leyes 3a/91 y 387/97 
en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivien­
da para la población desplazada.
Conpes 3157 de 1999: Sugirió la elaboración de un di­
seño operativo flexible para que la población desplaza­
da accediera a vivienda rural o urbana.
Constitución Política, Art. 63: Sobre bienes de uso 
público y su carácter inembargable, imprescriptible e 
inalienable. Incluye los resguardos indígenas.
Acuerdo 13 de 2000 del Inurbe: Reglamenta los as­
pectos procedimentales para asegurar la aplicación del 
subsidio en zonas urbanas en programas y proyectos 
dirigidos a la población desplazada.
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Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial, Art. 5: En conformidad con las obligaciones fundamen­
tales estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados Partes se 
comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a 
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, 
color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: (...) 
e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: iii) El derecho a la vivien­
da; f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales 
como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques.
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, Art. 10: (...) El 
progreso y el desarrollo en lo social deben encaminarse a la continua elevación del 
nivel de vida tanto material como espiritual de todos los miembros de la sociedad, 
dentro del respeto y del cumplimiento de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, mediante el logro de los objetivos principales siguientes: (...)
DIH, Art. 4 del Protocolo II de Ginebra: Se prohíbe el pillaje, prohibición que 
protege la propiedad individual de los desplazados (ubicada en los campos y/o 
dejada en sus hogares de los que han huido) contra el hurto o el vandalismo.
Art. 14 del Protocolo II de Ginebra: Se prohíbe el ataque, la destrucción, la sustracción 
o la inutilización de objetos que se consideran indispensables para la subsistencia de la 
población civil tales como los artículos alimenticios y la zonas agrícolas que los producen, 
las cosechas, el ganado, las instalaciones y reservas de agua potable y obras de riego.
Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, Principio 21: 1. Nadie será 
privado arbitrariamente de su propiedad o de sus posesiones. 2. La propiedad y las 
posesiones de los desplazados internos disfrutarán de protección contra toda circunstan­
cia, en particular contra: a. Expolio, b. Ataques internos o indiscriminados u otros actos de 
violencia, c. Utilización como escudos de operaciones u objetos militares, d. Actos de 
represalia y e. Destrucciones o expropiaciones como forma de castigo colectivo.
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 11.
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Constitución Política, Art. 79: Sobre derecho a un 
medio ambiente sano.
Ley 9a de 1989 (Ley de Reforma Urbana).
Ley 3 de 1991: Creación del Sistema de Vivienda de 
Interés Social.
Decreto 2620/00 (Inurbe): Reglamenta parcialmente 
la Ley 3a de 1991 en relación con el Subsidio Familiar 
de Vivienda en dinero y en especie para áreas urbanas; 
la Ley 49 de 1990, en cuanto a su asignación por parte 
de las Cajas de Compensación Familiar y la Ley 546 de 
1999, en relación con la vivienda de interés social.
Conpes 3115 de 2001: Señaló la dispersión e insuficiente 
asignación de recursos como la principal dificultad para 
que la población desplazada accediera a los diferentes 
bienes y servicios que conforman la oferta institucional, 
como la vivienda, y recomendó un aumento en los rubros.
Decreto 1042 del 28 de abril de 2003: Da vía libre al 
programa de Vivienda de Interés Social VIS rural que im­
pulsa el Gobierno Nacional; tiene como objetivo reducir 
los índices de hacinamiento crítico y el déficit habitacional 
de las zonas rurales, y para ello pone en marcha programas 
de mejoramiento de vivienda y saneamiento básico, así 
como de compra de vivienda nueva o construcción.
Sentencia T098 de 2002: Adquisición, construcción y me­
joramiento de la vivienda para población desplazada.
Sentencia SU1150 de 2000: Derecho al albergue 
provisional.
Ley 387 Art. 17: El Gobierno Nacional promoverá 
acciones y medidas de mediano y largo plazo con el 
propósito de generar condiciones de sostenibilidad eco­
nómica y social para la población desplazada en el mar-
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Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, Art. 14.2.
58
DESARROLLO NORMATIVO INTERNO DESARROLLO NORMATIVO INTERNO ESPE­
CIFICO EN EL TEMA DE DESPLAZAMIENTO
FORZADO
co de retorno voluntario o el reasentamiento en otras 
zonas rurales o urbanas. Estas medidas deberán permitir 
el acceso directo de la población desplazada a la oferta 
social del Gobierno, en particular a los programas rela­
cionados con: proyectos productivos, Sistema Nacional 
de la Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, 
atención social en salud, educación y vivienda urbana 
y rural, entre otras garantías.
Decreto 2007 del 2001: Mediante el cual se reglamen­
tan parcialmente los artículos 7, 17 y 19 de la Ley 387 
de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la po­
blación desplazada por la violencia, en el marco del re­
torno vo luntario  a su lugar de origen o de su 
reasentamiento en otro lugar y se adoptan otras medi­
das tendientes a prevenir esta situación.
CONPES 3057: a. Componentes del Plan de Acción: 
retorno, reubicación y estabilización socioeconómica. Vi­
vienda rural y urbana: La Red de Solidaridad Social, los 
Ministerios de Agricultura y Desarrollo, y el Departamento 
Nacional de Planeación diseñarán un esquema flexible para 
facilitar el acceso a una solución habitacional para aquellas 
familias desplazadas que, por razones de seguridad, no 
pueden regresar a su sitio de origen o no pueden acce­
der a tierra. Dicho esquema deberá tener en cuenta los 
siguientes aspectos: a) incorporar la aceptación de los 
bienes inmuebles perdidos por la población desplazada 
como aporte al esquema de soluciones habitacionales; 
b) promover la construcción y/o reparación de vivien­
da a través del programa de generación de empleo de 
emergencia, así como del de alimentos por trabajo (a 
través del convenio de la Red de Solidaridad Social con 
el Programa Mundial de Alimentos); y c) definir meca­
nismos especiales de acceso al crédito para apoyar la 
reparación de viviendas que hayan quedado inhabita­
bles, como consecuencia del conflicto armado.
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Declaración sobre los Derechos del Niño, Párrafo 4.
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, Art. 27.3.
Declaración sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación Racial, 
Art. 3.1.
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis­
criminación Racial, Art. 5.
Principios Rectores de los Desplazamiento Internos, Principio 18.
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, Parte II, Art. 10.
Declaración de los Derechos de los Impedidos, Art. 9.
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, Art. 8.
Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales, Art. 9.2
Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emer­
gencia o de Conflicto Armado, párrafo 6.
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. Art. 21.
Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen del 
Apartheid, Art. 2. b y d.
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, Art. 43.1.d.
Recomendación 115 de la OIT sobre la Vivienda de los Trabajadores, 
1961, Principio 2.
Convenio 117 sobre Política Social (Metas y Estándares Básicos), 1962, Orga­
nización Internacional del Trabajo 5.2, Arts. 2, 4. b, 5.2.
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Convenio 169 Relativo a la Protección de las Poblaciones Indígenas y de otras 
Poblaciones Tribales y Semitribales en Países Independientes, 1989, OIT.
Recomendación 162 de la OIT sobre Trabajadores de Mayor Edad, 1980, Art. 5.g.
Declaración de Vancouver sobre Asentamientos Humanos, 1976.
Proyecto de Declaración sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas, 
Art. 10, ll.c, 22, 23, 25, 26, 27, 31.
Declaración de la Cumbre Mundial Urbana de Estambul.
Protocolo II de Ginebra, Art. 14.: Prohíbe la destrucción y sustracción de objetos 
que se consideren indispensables para la subsistencia de la población.
TRABAJO M ARCO NORM ATIVO INTERNACIO NAL
DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE, 
Art. 14: La libertad de elegir incluye la libertad de seguir la propia vocación, siempre 
y cuando lo permitan las condiciones existentes de empleo.
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, Art. XI.
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Constitución Política, Art. 25: El trabajo es un dere­
cho y una obligación social que debe gozar de especial 
protección del Estado; esto significa que el Estado tiene 
la obligación de restituir este derecho, en condiciones 
de dignidad y de justicia. Art. 334: el Estado debe ga­
rantizar el pleno empleo a la población y asegurar el 
acceso a bienes y servicios.
DESARROLLO NORMATIVO INTERNO ESPECÍFICO 
EN EL TEM A DE DESPLAZAMIENTO FORZADO
Sentencia ACU-0080 de 2001: Derecho a la consoli­
dación socioeconómica.
Constitución Política, Art. 48: La seguridad social es Ley 387 de 1997, Art. 17.
un servicio público de carácter obligatorio que se pres­
ta bajo la dirección y control del Estado, con sujeción a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.
63
TRABAJO MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL
PIDESC, Art. 6, Parte III: El Estado debe salvaguardar el derecho a trabajar, de 
modo que todos tengan la oportunidad de ganarse la vida, logrando con esto el bienestar 
social y económico que las personas necesitan para desarrollarse en toda sociedad. Los 
Estados deben adoptar medidas para “orientar la formación técnico profesional, la pre­
paración de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo econó­
mico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que 
garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana. 
PIDESC, Art. 10: Especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto, v licencia con remuneración o con prestaciones 
adecuadas de seguridad social. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la 
explotación económica y social.
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre DDHH en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 6: Derecho al Trabajo 1. 
Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los 
medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una activi-
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Ley 823 de 2003 sobre Igualdad de Oportunidades 
para las Mujeres, Art. 5o: Con el fin de promover y 
fortalecer el acceso de las mujeres al trabajo urbano y 
rural y a la generación de ingresos en condiciones de 
igualdad, el Gobierno Nacional deberá: 1. Desarrollar 
acciones y programas que aseguren la no discriminación 
de las mujeres en el trabajo y la aplicación del principio 
de salario igual a trabajo igual. 2. Diseñar programas de 
formación y capacitación laboral para las mujeres, sin 
consideración a estereotipos sobre trabajos específicos 
de las mujeres. En especial, el Gobierno Nacional pro­
moverá la incorporación de las mujeres al empleo en el 
sector de la construcción, mediante la sensibilización, la 
capacitación y el reconocimiento de incentivos a los 
empresarios del sector.3. Brindar apoyo tecnológico, 
organizacional y gerencia! a las micro, pequeñas y medianas 
empresas dirigidas por mujeres y a las que empleen 
mayoritariamente personal femenino. 4. Divulgar, informar 
y sensibilizar a la sociedad y a las mujeres sobre sus dere­
chos laborales y económicos, y sobre los mecanismos 
de protección de los mismos. 5. Garantizar a la mujer 
campesina el acceso a la propiedad o tenencia de la tierra 
y al crédito agrario, la asistencia técnica, la capacitación y 
la tecnología agropecuaria, para su adecuada explotación. 
6. Vigilar y controlar el cumplimiento de las normas so­
bre seguridad social a favor de las mujeres trabajadoras, 
e imponer las sanciones legales cuando a ello hubiere lu­
gar. 7. Realizar evaluaciones periódicas sobre las condi­
ciones de trabajo de las mujeres, especialmente de las tra­
bajadoras rurales, elaborar los registros estadísticos y 
adoptar las medidas correctivas pertinentes.
Decreto 2569 de 2000, sobre Atención a la Población 
Desplazada: Reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997 
y la estabilización socioeconómica. Art. 25. De la esta­
bilización socioeconómica. Se entiende por la estabili­
zación socioeconómica de la población desplazada por 
la violencia, la situación mediante la cual la población 
sujeta a la condición de desplazado, accede a progra­
mas que garanticen la satisfacción de sus necesidades 
básicas en vivienda, salud, alimentación y educación a tra­
vés de sus propios medios o de los programas que para 
tal efecto desarrollen el Gobierno Nacional, y las autori­
dades territoriales, en el ámbito de sus propias compe­
tencias y de acuerdo con la disponibilidad presupuestal. 
Art. 26. Componentes de los programas de estabiliza­
ción socioeconómica. Se entiende por componentes 
de los programas de estabilización socioeconómica, 
la vivienda y la incorporación en la dinámica econó­
mica y productiva y, además en el ámbito rural, el 
acceso a la tierra para fines productivos. Los compo­
nentes vivienda y tierra serán suministrados a través 
del Banco Agrario, el Inurbe y el Incora, dentro de sus 
planes de atención a población desplazada, los cuales 
podrán, subsidiariamente, ser apoyados por la Red de 
Solidaridad Social, y a los cuales accederán, en procura 
de satisfacer los derechos vulnerados en tal materia, 
preferencialmente, las personas que al momento del 
desplazamiento, previa verificación de la Red de Soli­
daridad Social, contaban con derecho de propiedad o 
posesión sobre un lote de terreno o una vivienda.
Decreto 173 de 1998, por el cual se adopta el Plan 
Nacional para la Atención Integral a la Población Despla­
zada por la Violencia. 2.3.1 Consolidación y Estabiliza­
ción Socioeconómica del retorno o la reubicación rural.
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dad lícita libremente escogida o aceptada. 2. Los Estados Partes se comprometen a 
adoptar las medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial 
las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de 
proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos destinados a 
los minusválidos. Los Estados Partes se comprometen también a ejecutar y a fortale­
cer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que 
la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.
Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 
1967, Art. 10:
1. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, los 
mismos derechos que al hombre en la esfera de la vida económica y social, en parti­
cular: a. El derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por cualquier otro 
motivo, a recibir formación profesional, trabajar, elegir libremente empleo y profe­
sión y progresar en la profesión y en el empleo, b. El derecho a igual remuneración 
del hombre y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, c. El 
derecho a vacaciones pagadas, prestaciones contra el desempleo, la enfermedad, la 
vejez o cualquier otro tipo de incapacidad para el trabajo, d. El derecho a recibir 
asignaciones familiares en igualdad de condiciones con el hombre.
2. A fin de impedir que se discrimine contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y garantizar su derecho efectivo al trabajo, deberán adoptarse medidas para 
evitar su despido en caso de matrimonio o maternidad, proporcionarle licencia de mater­
nidad con sueldo pagado y la garantía de volver a su empleo anterior, así como para que 
se le presten los necesarios servicios sociales, incluidos los destinados al cuidado de los 
niños. 3. Las medidas que se adopten a fin de proteger a la mujer en determinados tipos 
de trabajo por razones inherentes a su naturaleza física no se considerarán discriminatorias.
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2.3.1.1.3 Asistencia Técnica. La asistencia técnica com­
prende acciones que garantizarán el cabal desarrollo de 
los proyectos productivos y se prestará con la colabo­
ración del Sistema Nacional de Transferencia de Tec­
nología Agropecuaria y el apoyo de la Umata de cada 
municipio. La asistencia comprende el acompañamiento 
a la comunidad en la formulación, desarrollo y consoli­
dación de los proyectos productivos y de las actividades 
agropecuarias. Para lograr este cometido se fortalecerán 
las Umata a través del Programa Nacional de Transfe­
rencia de Tecnología Agropecuaria, Pronatta. De este 
componente hacen parte, también el ICA, Corpoica 
y las Secretarías de Agricultura Departamentales. 
Eventualmente, si las circunstancias así lo requieren, 
podrá llevarse a cabo un proceso de asistencia técni­
ca a través de un mecanismo alterno a la Umata.
Ley 387, Art. 10. De los objetivos del Plan Nacional 
de Atención Integral a la Población Desplazada: 5. Di­
señar y adoptar medidas que garanticen a la población 
desplazada su acceso a planes, programas y proyectos 
integrales de desarrollo urbano y rural, ofreciéndole los 
medios necesarios para que cree sus propias formas de 
subsistencia, de tal manera que su reincorporación a la 
vida social, laboral y cultural del país, se realice evitando 
procesos de segregación o estigmatización social.
Art. 17. De la consolidación y estabilización 
socioeconómica. El Gobierno promoverá acciones y 
medidas con el propósito de generar condiciones de 
sostenibilidad económica y social para la PD en el mar­
co del retorno voluntario o el reasentamiento en otras 
zonas rurales o urbanas. Estas medidas deberán permi­
tir el acceso directo de la población desplazada a la oferta 
de los programas relacionados con 1. Proyectos pro­
ductivos. 2. Sistema de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural. 3. Microempresa. 4. Capacitación y Organización 
Social. 5. Atención en salud, educación y vivienda urba-
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Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, 1979, Art. 11:
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discri­
minación contra las mujeres en la esfera del empleo a fin de asegurar, en condiciones de 
igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular a. El derecho al trabajo 
como derecho inalienable de todo ser humano b. El derecho a las mismas oportuni­
dades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección en 
cuestiones de empleo, c. El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el dere­
cho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras 
cond iciones de serv ic io  y el derecho a la form ación pro fesional y al 
readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el 
adiestramiento periódico, d. El derecho a igual remuneración, inclusive, prestacio­
nes, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igual­
dad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo, e. El derecho a la 
seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invali­
dez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas, 
f. El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluyendo la salvaguardia de la función de la reproducción. 2. A fin de impedir la 
discriminación contra las mujeres por razones de matrimonio o maternidad y de 
asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Parte tomarán medidas 
para: a. Prohibir bajo pena de sanciones, el despido, por motivo de embarazo o licencia 
de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil, b. 
Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables, sin que haya lugar a la pérdida del empleo previo, la antigüedad o los 
beneficios sociales, c. Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios 
para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las 
responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente me­
diante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al 
cuidado de los niños, d. Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en 
los tipos de trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.
Art. 14:1.
Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la 
mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de
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na y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera 
edad y 6. Empleo urbano y rural.
TITULO VII, Guía de Atención Integral a la Po­
blación Desplazada, Red de Solidaridad Social.
Programas de Atención a la Población Desplazada. 
Generación de Ingresos: tiene como objetivo crear 
condiciones para que las unidades familiares recobren 
su capacidad productiva, de modo que puedan abas­
tecerse de los bienes y servicios básicos, mediante la 
generación de sus propios ingresos. La estrategia fun­
damental de este componente se basa en la combina­
ción de diferentes servicios v recursos, como capacita­
ción productiva y empresarial, financiación en dinero y 
en especie, acceso a tierras, acompañamiento y asisten­
cia técnica. Para la operación se apoya en la gestión que 
adelante el Comité Departamental de Atención Integral 
a la Población Desplazada con las entidades de nivel local 
que tienen competencia en la materia, así como en la pres­
tación de servicios contratados con operadores, como 
ONG, consorcios y consultores, para identificar los ren­
glones productivos, formular los proyectos, ofrecer capa­
citación y dar acompañamiento técnico, con un enfoque 
participativo y de equidad. Los tipos de proyectos para el 
desarrollo de este componente son: Proyectos Producti­
vos de Autoempleo, Proyectos Productivos Integrales y 
Empleo Dependiente. De otra parte,'están los programas 
de capacitación laboral para jóvenes, que se prestan bajo 
tres modalidades: Capacitación Laboral para Jóvenes, Tra­
bajo a su Alcance y Primaria y Bachillerato por Ciclos.
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su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, v toma­
rán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de 
la presente Convención a la mujer en las zonas rurales.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis­
criminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: (...) c. Beneficiarse directamente 
de los programas de seguridad social; g. Obtener acceso a los créditos y préstamos 
agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir 
un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; (...).
Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 1993, Art.
3: La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, eco­
nómica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos figuran: 
(...) g. El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables.
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre DDHH en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Derecho a la Seguridad Social,
Art. 9: 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las 
consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente 
para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte 
del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependien­
tes. 2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la 
seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en 
casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de 
mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto.
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis­
criminación Racial, Art. 5: En conformidad con las obligaciones fundamentales 
estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados Partes se compro­
meten a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar 
el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y 
origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: (...). 
e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: i) El derecho al traba­
jo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, a 
la protección contra el desempleo, a igual salario por trabajo igual y a una remunera­
ción ecjuitativa y satisfactoria; ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicalizarse.
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Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, Art. 10: a) La garan­
tía del derecho al trabajo en todas las categorías y el derecho de todos a establecer 
sindicatos y asociaciones de trabajadores y a negociar en forma colectiva; el fomento 
del pleno empleo productivo, la eliminación del desempleo y el subempleo, el esta­
blecimiento de condiciones de trabajo justas y favorables para todos, inclusive el 
mejoramiento de la salud y de las condiciones de seguridad en el trabajo; la garantía 
de una remuneración justa por los servicios prestados sin discriminación alguna, así 
como el establecimiento de un salario mínimo suficiente para asegurar condiciones 
de vida decorosas; la protección del consumidor; b) La eliminación del hambre y la 
malnutrición y la garantía del derecho a una nutrición adecuada; c) La eliminación de 
la pobreza; la elevación continua de los niveles de vida v la distribución justa y equita­
tiva del ingreso; d) El logro de los más altos niveles de salud y la prestación de 
servicios de protección sanitaria para toda la población, de ser posible en forma 
gratuita; e) La eliminación del analfabetismo y la garantía del derecho al acceso uni­
versal a la cultura, a la enseñanza obligatoria gratuita al nivel primario y a la enseñanza 
gratuita a todos los niveles; la elevación del nivel general de la educación a lo largo de 
la vida; f) La provisión a todos, y en particular a las personas de ingresos reducidos y 
a las familias numerosas, de viviendas y servicios comunales satisfactorios.
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, Art. 8 1: Los Estados deben adop­
tar, en el plano nacional, todas las medidas necesarias para la realización del derecho 
al desarrollo y garantizarán, entre otras cosas, la igualdad de oportunidades para 
todos en cuanto al acceso a los recursos básicos, la educación, los servicios de salud, 
los alimentos, la vivienda, el empleo y la justa distribución de los ingresos. Deben 
adoptarse medidas eficaces para lograr que la mujer participe activamente en el pro­
ceso de desarrollo. Deben hacerse reformas económicas y sociales adecuadas con 
objeto de erradicar todas las injusticias sociales.
Declaración de Filadelfia, 1958: Todos los seres humanos sin distinción de raza, 
credo o sexo tienen derecho a perseguir su bienestar material, de seguridad económica 
y de igualdad de oportunidades. Los gobiernos deben desarrollar programas de pleno 
empleo productivo y plenamente elegido que eleven el nivel de vida de las personas.
Convenio 182 sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil. OIT, 1999.
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis­
criminación Racial, Art. 5, 11 y 12.
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Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, Art. 10 y 11. 
Convenio 97 sobre la Inspección del Trabajo e Higiene Industrial, 1947. OIT. 
Convenio sobre los Trabajadores Migrantes, 1949, OIT.
Convenio 29 sobre el Trabajo Forzoso, 1930, OIT.
Convenio 105 sobre Abolición del Trabajo Forzoso, 1957, OIT.
Convenio 100 sobre Igualdad en la Remuneración, 1951, OIT.
Convenio 111 sobre la Discriminación en el Empleo y la Ocupación, 1958, OIT.
Convenio 102 sobre Seguridad Social, 1952, OIT.
Convenio 103 Sobre la Protección de la Maternidad, 1952, OIT.
Convenio 120 sobre Higiene en el Comercio y las Oficinas, 1964, OIT.
Convenio 121 sobre Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, 
1964, OIT.
Convenio 130, sobre Asistencia Médica y Prestaciones Monetarias de Enfer­
medad, 1969, OIT.
Convenio 169, Relativo a la Protección de las Poblaciones Indígenas y de Otras 
Poblaciones Tribales y Semitribales en Países Independientes, 1989, OIT.
Convenio 155, sobre la Seguridad y Salud de los Trabajadores y Medio Am­
biente de Trabajo, así como de la Acción a Desplegar tanto en el Plano Nacio­
nal como en la Empresa, 1981, OIT.
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ALIMENTACIÓN m a r c o  n o r m a t iv o  in t e r n a c io n a l
Declaración Universal de los Derechos Humanos, Art. 25.1.
PIDESC, Art. 11.2.
Declaración sobre Derecho al Desarrollo, Art. 8.
Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre y la Malnutrición.
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, Art. 12.
Declaración Sobre los Derechos del Niño, Principio 4.
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, Art. 27.3.
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, Art. 10.
Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emer­
gencia o de Conflicto Armado, Párrafo 6.
Declaración de América Latina para Enfrentar el Desafío Nutricional y Plan 
de Acción Regional 1992.
Código de Ética para el Comercio Internacional de Alimentos.
Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, Principio 1.
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Constitución Política, Art. 65: Protección especial a 
la producción de alimentos a través de la priorización 
de programas integrales de desarrollo de las actividades 
agrícolas, pesqueras, pecuarias, forestales y 
agroindustriales.
Circular Conjunta No. 23, ICBF y RSS, sobre res­
ponsabilidades y procedimientos de atención a niñas, 
niños, mujeres gestantes y madres lactantes desplazadas.
Constitución Política, Art. 66: Creación de condi­
ciones especiales de crédito para atender los riesgos de 
pérdidas inherentes a la producción de alimentos.
Ley 60 de 1994 (Ley de Reform a Agraria):
Redistribución de la propiedad de la tierra a partir de 
compras subsidiadas dirigidas a personas previamente 
calificadas como pobres.
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Obligaciones Estatales para la Realización de los Derechos 
Económicos Sociales y Culturales de las Mujeres en Situación de 
Desplazamiento
Algunas precisiones:
Los derechos sociales fundamentales son derechos subjetivos42 con un carácter 
positivo general. Algunos autores identifican derechos sociales con derechos 
prestacionales en sentido estricto, y otros con derechos a bienes materiales. Los 
primeros se refieren a actuaciones fáctico-positivas (v. gr., intervención policial 
para proteger a alguna persona de un peligro inminente), en contraposición a 
actuaciones normativo-positivas del Estado (por ejemplo, la expedición de una 
normatividad específica), y los segundos al derecho fundamental de cada per­
sona a participar en los beneficios materiales de la vida en comunidad.
Una categoría más amplia relaciona los derechos prestacionales con los llamados 
derechos especiales43 y con los derechos generales44. Los derechos fundamentales 
son, por lo tanto, derechos positivos generales. Un derecho positivo general 
requiere solam ente que su titu lar se encuentre en una posición jurídica 
vá lida, es decir, en una posición  que pueda ju stificar desde el o rdena­
m iento jurídico en su integridad.
En relación con el nivel o el grado en que los DESC pertenecen a la clase de los 
derechos sociales fundamentales es posible encontrar varias posiciones discursivas: 
una posición maximalista indica que todos lo son en forma absoluta; una teoría 
intermedia determina que sólo algunos de ellos lo son, v. gr., el derecho a la 
salud y  el derecho a la educación, en forma absoluta; una posición minimalista 
plena asegura que todos lo son, pero en el grado mínimo indispensable para una 
existencia digna; y una teoría minimalista parcial afirma que son algunos de este 
grupo, pero en un grado mínimo establecido legalmente, v. gr., educación básica 
gratuita, salud en caso de necesidad de atención inmediata45.
a La facultad juríd ica reconocida por una norm a juríd ica a un sujeto para exigir de otro una
determ inada acción u om isión, con miras al aseguram iento  de un interés propio. Véase Rodolfo 
A rango , "Los derechos sociales fundam entales com o derechos subjetivos", en Pensam iento 
Juríd ico, Revista de Teoría del Derecho y A nálisis Juríd ico  No. 8, Teoría del Derecho, Universidad 
Nacional de C olom bia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Nacional de 
C olom bia, 1997, pág. 67.
® Son los derechos que surgen m ediante un título de adquisición, com o un contrato o una ley.
*  Son los derechos cuya fuente no es un título de adquisición, sino que valen categóricam ente, v. gr.,
su titular los tiene porque se encuentra en una situación cuyo no reconocim iento le ocasionaría un
d año injustificado (los derechos hum anos).
*  Rodolfo  A ran go , op. cit., pág. 70.
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Sobre esta discusión la Corte Constitucional colombiana ha reconocido que los 
Derechos Económicos Sociales y Culturales pueden ostentar el carácter de de­
rechos fundamentales por conexidad, y ejercerse como derechos subjetivos, en 
tanto de su reconocimiento como fundamentales dependa la no vulneración de 
un derecho fundamental, es decir, cuando se comprueba un atentado grave 
contra la dignidad humana de personas pertenecientes a sectores vulnerables de 
la población, y el Estado, pudiéndolo hacer, ha dejado de concurrir a prestar el 
apoyo material mínimo vital. Es la abstención o la negligencia del Estado que 
se ha identificado como la causante de una lesión directa de los derechos funda­
mentales que amerita la puesta en acción de las garantías constitucionales.
La Corte ha definido el concepto de mínimo vital a partir de la integración 
interpretativa de los artículos 1, 2, 11, 13 y 86 de la Constitución Política. 
El derecho al mínimo vital no otorga un derecho subjetivo a toda persona 
para exigir, de manera directa y sin atender a las especiales circunstancias 
del caso, una prestación económica del Estado.
En la sentencia T427 de 1992, la Corte afirma: “la mayoría de la doctrina 
iuspublicista ha identificado los derechos económicos, sociales y culturales 
por su peculiaridad de obligar al Estado a conferir prestaciones a favor de 
grupos y personas. Esta concepción haría coincidir integralmente estos dere­
chos con los denom inados derechos prestacionales. Sin em bargo, su fin 
común de propugnar por la realización del valor de la igualdad, no im pide 
distinguir estas dos categorías de derechos. Los prim eros dependen de las 
condiciones y disponibilidades m ateriales del país y norm alm ente requie­
ren de desarrollo legal para ser exigibles; los segundos, en cambio, buscan 
garantizar ciertas condiciones m ínim as para la población , sin las cuales 
acabaría siendo desconocido el principio de dignidad hum ana y so lidari­
dad social, justificándose así su exigib ilidad directa frente al Estado.”46
De otro lado, la realización de los D ESC com porta adem ás el tem a fun­
dam ental del conten ido esencial de los derechos hum anos, es decir, de 
las garantías que com ponen cada uno de los derechos. Las garan tías que 
responden a cada uno de los derechos hum anos están determ inadas, de 
una parte, por criterios de ap licab ilidad  que, a su vez , son el correlato de 
princip ios un iversales , com o la no d iscrim inación  (igualdad), la d igni-
*  Véase Rodolfo A rango, op. cit., pág. 71.
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dad hum ana, la in form ación  y la partic ipación ; y de otra, por caracterís­
ticas del conten ido central y específico  de cada derecho en particular.
Así, en el análisis del cumplimiento de las obligaciones contraídas por los 
Estados para la efectiva realización de los Derechos Humanos, debe hacerse 
claridad sobre el concepto de contenido mínimo esencial, como “el fundamen­
to no negociable de un derecho que todas las personas, en todos los contextos, 
y  bajo todas las circunstancias deben tener garantizado; el contenido mínimo 
esencial implica un “suelo” por debajo del cual no puede ir ningún gobierno, 
sea cual sea la situación económica de un país.”47
A la intención del estudio se suscribe además en la tarea de identificar el término 
del efecto en el tiempo que comporta cada obligación, señalando si éste es inme­
diato y sostenido o, por el contrario, de progresividad continua.
Las obligaciones de efecto inmediato son aquellas que el Estado debe cumplir de 
manera plena en un plazo razonablemente breve desde el momento mismo en que 
entra en vigor el instrumento internacional en el ordenamiento jurídico interno. 
Este tipo de obligaciones, por su naturaleza, que demanda acciones negativas del 
Estado (dejar hacer o abstenerse) o fáctico normativas (promulgación de leyes o 
normatividad), o fáctico positivas (intervención para proteger) pueden ser exigi­
das actualmente, con independencia de los problemas de carácter presupuestal u 
otro tipo de obstáculos que enfrente un determinado Estado48.
Por otra parte, los instrumentos internacionales reconocen que cada derecho 
comporta una fase de cumplimiento de efecto gradual, toda vez que de ellos 
se derivan obligaciones de hacer por parte de las autoridades públicas, las 
cuales necesariamente requieren de asignaciones presupuéstales49.
Pero, además, se tiene claro que, una vez alcanzado cierto nivel de realización 
de un derecho determ inado , ex iste , de acuerdo con el princip io  de no 
regresividad, la imposibilidad de desmontar, retroceder o disminuir los alcan­
ces obtenidos. El nivel de progreso conseguido en cuanto al cumplimiento, 
empieza a sostenerse como el margen irreductible para las acciones del Estado
47 Véase Fernando Estrada, Contenido  y alcance de los derechos económ icos, sociales y culturales: 
Estudios sobre el derecho a la a lim entación, el derecho a la vivienda y el derecho a la salud, Bogotá, 
1998, policopiado.
48 Véase O scar Javier Parra, El derecho a la salud en la Constitución, la jurisprudencia y los 
instrum entos internacionales, Bogotá, Defensoría del Pueblo, Prosedher, Serie DESC, 2003.
49 Véase M anuel Eduardo G óngora, El derecho a la educación en la Constitución, la jurisprudencia y los
instrum entos internacionales, Bogotá, Defensoría del Pueblo, Prosedher, Serie DESC, 2003, pág. 51.
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respectivo; es decir, esa cuota lograda convierte a la obligación en un cargo de 
ejecución y efectos inmediatos en el escenario próximo futuro.
Los o b j e t i v o s  m a r c o  o  generales expresados en cada declaración, acuerdo o 
convenio ratificados por los Estados conforman, por su naturaleza y defini­
ción, un grupo de obligaciones de efecto progresivo y continuo.
Las obligaciones específicas derivadas de aquellos instrumentos marco pue­
den, a su vez, determinarse como compromisos a largo plazo o como cargos 
de ejecución inmediata y sostenida, en tanto se encuentren vinculadas o no, 
de manera directa, a lo que ha sido denominado el núcleo duro de realización 
del derecho. Así, son aquellas acciones necesarias para la realización del con­
tenido mínimo e irreductible de cada derecho las que corresponden al grupo 
de obligaciones de efecto inmediato; mientras que aquellas dirigidas a la con­
secución de los elementos integrales desde una noción amplia de bienestar, se 
determinan como obligaciones de efecto progresivo, toda vez que su consoli­
dación está mediada por procesos políticos y económicos de largo alcance, en 
los cuales debe conjugarse la participación de todos los sectores sociales.
No obstante, en el análisis normativo y de cumplimiento de los compromisos 
establecidos en relación con los Derechos de la Mujer en Colombia, y  para 
efectos de este estudio centrado específicamente en la situación de desplaza­
miento forzado por la violencia, debe tenerse en cuenta que:
* El desplazamiento forzado imprime a cada una de las acciones que deben 
adelantarse para el restablecimiento de los proyectos de vida, un carácter ur­
gente y, por esto, un término perentorio para llevarlas a cabo.
* Un estadio de la respuesta son las acciones y provisiones estimados dentro 
de los esquemas de atención humanitaria en la fase de urgencia, que tienen 
como objetivo contener el espectro desestabilizador de los hechos violentos, 
en la medida en que posibilitan la continuidad en el acceso a componentes 
vitales como el alimento, el vestido, el albergue y la atención en salud, para 
casos que así lo requieran
* Otro escenario muy distinto es el de la postemergencia; en éste, la garantía 
exigible redunda en la consolidación de las condiciones de vida a partir de una 
reh ab ilitac ió n  de las ru tas de acceso  a b ien estar , que p e rm ita  la 
autosostenibilidad, sin abandonar la exigencia, por el tiempo que sea necesario, 
de aquellas provisiones de atención que garantizan el sostenimiento primario.
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La situación de desplazamiento forzado configura en todo caso, una violación 
sistemática, severa y continua de todos y cada uno de los derechos humanos, 
por lo tanto, cualquier acción que tenga como objetivo satisfacer las obliga­
ciones derivadas del contenido nuclear e irrenunciable de cada uno de los 
d erech o s  fu n d am en ta le s  de las  p e rso n as  d esp la zad as , se en cu en tra  
ineludiblemente conexa al restablecimiento del mínimo vital, y debe configu­
rarse como un mandato de ejecución y efecto inmediato y prioritario’’".
A partir de estas aclaraciones, trataremos de esbozar un esquema de exposición 
de las obligaciones estatales correspondientes a cada uno de los derechos en 
estudio, en el que se condensen tanto aquellas obligaciones generales o abstrac­
tas que determinan el marco general en el que se debe actuar como aquellas 
obligaciones específicas referidas a la mujer, en tanto sujeta de especial protec­
ción, enfatizando en aquellas obligaciones atribuibles en situación de desplaza­
miento forzado; todo ello derivado del contenido y el alcance de cada derecho. 
Mediante este esquema se harán evidentes, los criterios universales que deno­
tan, a su vez, unas obligaciones de igual naturaleza subyacentes a principios de 
los derechos humanos como la igualdad, la información y la participación.
Obligaciones estatales en materia de DESC
Tanto las obligaciones generales como las específicas, contraídas con la ratifi­
cación y  asunción de instrumentos internacionales, se encuentran cimentadas 
en los Principios Universales de realización de derechos humanos.
Principio de No Discriminación (Universalidad)
De acuerdo con este principio, no se puede negar a ninguna persona el ejer­
cicio de sus derechos humanos con base en su raza, color, sexo, lengua, 
religión opiniones políticas o de otra naturaleza, origen nacional o social, 
propiedad, cuna u otros estatus.
Igualdad
Se hace necesario que en el disfrute, todos(as) los sujetos(as) de derecho accedan 
bajo condiciones de igualdad efectiva y real y bajo la misma consideración y respeto.
50 Véase Sentencia SU 11 50 de 2000.
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Información
La información es un factor indispensable para la realización de cada derecho. La 
divulgación y promoción de los elementos constitutivos, los contenidos y el alcance 
de los derechos, representan en cada caso la posibilidad de exigencia y el disfrute del 
mismo en el ejercicio del sujeto(a). La información va aparejada a la participación 
en tanto que resultado esperado. La participación en el ejercicio de los derechos 
configura sujetos empoderados y comunidad en clave de derechos humanos.
El PIDESC ha establecido además un conjunto de deberes y obligaciones 
generales, que se correlacionan para la realización de cada uno de los dere­
chos en él suscritos:
D eberes
1. Adoptar medidas por todos los medios apropiados.
2. Adoptarlas hasta el máximo de recursos posibles.
3. Logro progresivo.
4. Básico Mínimo.
Obligaciones
De efecto inmediato:
1. De respeto: Abstención de toda medida que impida la satisfacción
del derecho.
2. De protección: impedir toda posible violación y establecer meca­
nismos para la defensa del derecho.
De efecto progresivo:
3. De reconocimiento: Adopción de medidas e incorporación de los
derechos a los planes de desarrollo.
4. De promoción: difusión e incorporación del contenido del dere­
cho a los planes y programas de desarrollo.
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5. De realización: adoptar todas las medidas necesarias y por todos 
los medios apropiados.
Con este m arco podem os entrar a defin ir el corpus de obligaciones por 
cada derecho específico, y  clasificar los m andatos dentro de las categorías 
ya enunciadas. En relación con cada uno de los DESC, y de acuerdo con 
lo definido por los instrum entos internacionales, el contenido abstracto 
dentro del m arco de obligaciones se resum e en:
Contenido de las obligaciones generales de efecto inmediato
* Abstenerse de negar u obstaculizar a las personas que pertenezcan a 
minorías étnicas, lingüísticas y religiosas, el derecho que les corres­
ponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a em­
plear su propio idioma (Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, Art. 27).
* G arantizar el ejercicio de los derechos sin discrim inación alguna 
(Comité de Derechos Económ icos, Sociales y Culturales. O bser­
vación G eneral 13, párrafo 43; Convención Internacional sobre 
la E rrad icación de Todas las Form as de D iscrim inación Racial,
Art. 5; D eclaración sobre la E rradicación de Todas las Formas de 
D iscrim inación contra la M UJER).
* Proveer recursos judiciales y otros recursos efectivos.
Contenido de las obligaciones generales de efecto progresivo
* A doptar medidas deliberadas, concretas y orientadas lo más cla­
ram ente posible hacia el pleno ejercicio de los derechos, hasta el 
m áximo de los recursos de que el Estado disponga (PIDESC, Art.
2 (1); P ro to co lo  de San S a lv ad o r, A rt. 1 y 2; P r in c ip io s  de 
L im burgo (párrafos 16 a 18).
* Adecuar el marco legal interno a las disposiciones de las normas 
internacionales en relación con cada uno de los derechos (Protocolo 
de San Salvador, Art. 2, Declaración de Quito párrafo 29).
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* Promover el conocimiento de la historia, las tradiciones, el idioma y 
la cultura de las minorías que existen en su territorio (Declaración 
sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías N a­
cionales o Etnicas, Religiosas y Lingüísticas, Art. 4).
* Producir y publicitar información (Declaración de Quito, párrafo 29)
* Asegurar la satisfacción de, por lo menos, niveles esenciales de los 
derechos (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación General 13, párrafo 43).
/*>
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EDUCACION
O B L IG A C IO N E S  Ejecución en el tiem po Generales
ESTA TA LES
INMEDIATA Educación Básica pública gratuita y obligatoria para
los menores de edad.
O frecim iento a la población desp lazada por la 
violencia de una educación gratuita y obligatoria
a nivel primario, que respete la identidad cultural, 
el idioma y la religión de las personas afectadas.
Respetar la diversidad.
Respetar la libertad de los particulares para fundar 
establecim ientos educativos.
G aran tizar el acceso  p referen cia l a sujetos de 
especia l p ro tección .
Respetar la libertad de enseñanza, investigación 
y cátedra.
Prohibición de cierre de centros de educación por 
parte del Estado.
E lim inar de los contenidos educativos aquellos 
estereotipos que afectan a las m inorías étnicas y 
raciales, a los inmigrantes y a las mujeres.
Respetar la libertad de opción de los padres para 
escoger la educación de sus hijos.
Respetar las libertades sindicales de los docentes.
Reconocim iento de la culm inación de una etapa 
educativa.
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
Plena e igual participación de las mujeres y niñas 
desplazadas en los programas educativos (Princi­
pio Rector 23).
Aseguramiento de la plena participación de la mujer 
en la planificación y distribución de los suministros 
básicos proveídos como atención humanitaria. (Prin­
cipio Rector No. 18).
Diseño y aplicación de proyectos especiales de edu­
cación, que consideren las particulares condiciones 
traumáticas y de retraso en los estudios regulares de 
las niñas y los niños en situación de desplazamiento.
Capacitación de docentes para la atención de niños y 
niñas en situación de desplazamiento.
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EDUCACION
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el tiem po Generales
ESTATALES
P R O G R ESIV A  Y Inversión  en la  in fraestru ctu ra  requerida para 
CONTINUA la educación .
Garantizar los derechos laborales, sindicales, de sa­
lud y de seguridad social de los docentes.
Obligación de ofrecer en las escuelas primarias un 
número de cupos equivalente al número de niños en 
edad de enseñanza primaria.
Proxim idad de las escuelas primarias respecto de 
las comunidades rurales dispersas.
Asegurar la disponibilidad de instrucción académica.
Garantizar la permanencia de las y los menores en la 
institución educativa, adaptándose a sus necesidades.
Cum plim iento de las norm as m ínimas para los 
estab lecim ientos educativos y de las exigencias 
profesionales para el ejercicio de la docencia.
D isposición de fondos para establecim ientos edu­
cativos públicos.
Fondos públicos para establecimientos educativos 
privados.
Conseguir la cobertura educativa total.
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
Ampliación de la cobertura de cupos para pobla­
ción desplazada en guarderías y establecimientos de 
educación preescolar y escolar.
SALUD
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el tiem po Generales
ESTATALES
INMEDIATA Garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes
y servicios de salud, sobre una base de no discrimina­
ción, en especial en lo que respecta a grupos vulnera­
bles o marginados.
Abstenerse de prohibir o impedir los cuidados pre­
ventivos, las prácticas curativas y las medicinas 
trad icionales.
Abstenerse de aplicar tratamientos médicos coerci­
tivos, salvo en casos excepcionales para el tratamien­
to de enfermedades mentales o la prevención de 
enfermedades transmisibles.
Abstenerse de impedir la participación del pueblo en 
los asuntos relacionados con la salud.
Impedir que terceros induzcan a la mujer a someterse 
a prácticas tradicionales como, por ejemplo, la muti­
lación de sus órganos genitales.
Adoptar medidas para proteger a todos los grupos 
vulnerables o marginados de la sociedad, en parti­
cular a las mujeres, los niños, los adolescentes y las 
personas mayores, teniendo en cuenta los actos de 
violencia desde la perspectiva de género.
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
Formular, implementar y hacer efectivas acciones 
positivas en el tema de atención en salud, que co­
rrespondan a las necesidades propias de la situa­
ción de las mujeres desplazadas, específicamente a 
las relacionadas con su salud sexual y reproductiva, 
tanto en el nivel remedial como en el preventivo. 
(Principios Rectores 4.2 y 19).
Ofrecer información oportuna y pertinente acerca 
de los servicios a los cuales puede acceder la mu­
jer, de los programas en los que puede participar, 
de las entidades a las que puede recurrir y, en gene­
ral, de la ruta de acceso para la satisfacción de sus 
requerimientos en salud.
Velar por el trato no discriminatorio de las mujeres 
desplazadas en términos del acceso y la calidad de la 
atención que les sea ofrecida, no sólo respecto de la 
población de sexo masculino, sino también en rela­
ción con el trato proveído a otros grupos de mujeres.
Estudio e investigación de niveles epidemiológicos 
para m ujeres desplazadas, que incluya atención 
psicológica.
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SALUD
O B LIG A C IO N ES
ESTATALES
Ejecución en el tiem po Generales
INMEDIATA Garantizar a las personas que no cuenten con ca­
pacidad de pago el acceso gratuito a la atención 
básica y a aquellos servicios que hacen posible 
llevar una vida digna.
En el caso de la Población Desplazada por la vio­
lencia, se debe garantizar o asegurar el disfrute del 
lib re acceso de:(a) A lim entos esenciales y agua 
potable (...)(d) Servicios médicos y de saneamien­
to esenciales. (Principios Rectores de los Despla­
zamientos Internos, Principio 18).
Im partir educación y proporcionar acceso a la in­
formación relativa a los principales problemas de 
salud en la comunidad, con inclusión de los mé­
todos para prevenir y combatir las enfermedades.
Abstenerse de im poner prácticas dis-criminatorias 
en relación con el estado de salud y las necesida­
des de la mujer.
Abstenerse de limitar el acceso a los anticonceptivos, 
información y demás medios para el mantenimiento 
de la salud sexual y genésica.
Abstenerse de lim itar el acceso a los servicios de 
salud como medida punitiva, por ejemplo, durante 
los conflictos armados.
Velar porque las prácticas sociales o tradicionales 
no afecten el acceso a la atención anterior y poste­
rior al parto, ni a la planificación de la familia.
Velar porque terceros no limiten el acceso de las 
personas a la inform ación y los servicios relacio­
nados con salud.
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
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SALUD
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el Generales
ESTATALES tiempo
INMEDIATA O rganizar campañas de inform ación, particular­
mente en lo que refiere al VIH SIDA, la salud sexual 
y genésica, las prácticas tradicionales, la violencia 
en el hogar y el uso indebido de alcohol, tabaco, 
estupefacientes y  otras sustancias nocivas.
P R O G R ESIV A  Y Cum plim iento de los componentes de Atención 
CONTINUA básica en Salud:
Fomento de la nutrición apropiada y de un abaste­
cimiento suficiente de agua potable 
Saneamiento básico
A sistencia m aterno-infantil, inclu ida la p lan i­
ficación fam iliar
Inm unización contra las principales enferm e­
dades infecciosas
Prevención de las enfermedades endémicas de 
la localidad y lucha contra ellas 
Capacitación relativa a los problemas sanitarios 
predominantes y a los métodos de prevenirlos y 
luchar contra ellos;
Tratam iento adecuado de las enferm edades y 
lesiones habituales.
Disponibilidad y calidad de la prestación de servi­
cios en salud; agua limpia potable y condiciones 
sanitarias adecuadas; hospitales, clínicas y demás 
establecimientos relacionados con la salud; perso­
nal médico y profesional capacitado y bien remu­
nerado; y medicamentos esenciales definidos en el 
Programa de Acción sobre Medicamentos Esencia­
les de la OMS (PIDESC).
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
Promoción de condiciones para la incorporación 
paulatina a regímenes integrales de salud y seguri­
dad social, donde la mujer sea beneficiaría directa.
Transformación de patrones culturales patriarcales.
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SALUD
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el Generales
ESTATALES tiempo
P R O G R ESIV A
CONTINUA
Fomento de la participación activa y responsable de 
la comunidad y de los individuos en la planificación, 
la organización, el funcionamiento y el control de la 
atención primaria en salud.
Prom over inversiones en abastecim iento de agua 
y saneam iento básico, que vayan acom pañadas 
de medidas sobre educación sanitaria para el uso 
y la conservación adecuada de las instalaciones 
de agua y saneamiento.
Velar porque los servicios de salud sean apropia­
dos desde el punto de vista cultural.
Proporcionar capacitación adecuada al personal del 
sector de la salud.
Controlar la com ercialización de equipo médico 
por terceros.
Asegurar que los facultativos y otros profesionales de 
la salud reúnan las condiciones necesarias de educa­
ción, experiencia y deontología.
Y Ubicar los problemas sanitarios del país dentro de su 
contexto socioeconómico, determinando los sectores 
susceptibles de cambio, y estableciendo programas 
p rio rita r io s  para lograr ese cam bio (A spectos 
Operativos de la Atención Prioritaria en Salud, Con­
ferencia Alma Ata. Planificación, Punto 52).
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Específicas respecto
de las mujeres desplazadas
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VIVIENDA
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el tiem po Generales
ESTATALES
INMEDIATA Proteger los bienes y objetos indispensables para la
supervivencia de la población de ataques dirigidos a 
su destrucción o apropiación.
P roporcionar a los desp lazados internos aloja­
miento y  vivienda básicos y servicios de saneamien­
to esenciales, o asegurar el disfrute de libre acceso a 
los mismos (Principios Rectores de los D esplaza­
m ientos Internos, Principio 18).
P roteger la propiedad y posesiones de la pob la­
ción desp lazada (Principios Rectores de los D es­
p lazam ientos Internos, Princip ios 21. 2 y 21.3).
Proteger a la fam ilia contra desalo jos forzosos 
y reparar su derecho a la v iv ienda en caso de 
que haya sido vulnerado.
Garantizar la vinculación a programas de vivienda 
a todas las personas, sin discriminación alguna.
Garantizar el acceso de la mujer cabeza de familia 
a planes y programas de vivienda.
A doptar una estra teg ia  nac ional, coord inada 
interinstitucionalmente, en la cual se definan los ob­
jetivos para el desarrollo de las condiciones de vivien­
da, se determinen los recursos y la forma de emplear­
los, y se expongan las responsabilidades y los plazos 
para alcanzar esos objetivos, con la concurrencia y 
consulta previa de todos los sectores afectados.
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Respecto de las m ujeres desplazadas
A seguram iento de la p lena partic ip ación  de la 
m ujer en la p lan ificación y d istribución  de los 
sum in istros básicos p roveídos com o atención  
hum anitaria. (Princip ios R ectores de los D es­
plazam ientos Internos, Principio 18).
Favorecer y priorizar los hogares con jefatura fe­
menina, para la asignación de subsidios de vivien­
da (Decreto 951 de 2001, Art. 17).
Garantizar condiciones de vida adecuada y digna 
en relación con las soluciones de vivienda tem ­
poral ofrecidas en el marco de la atención hum a­
nitaria, que tengan en cuenta la condición espe­
cial de las m ujeres (Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos, Principio 18).
Involucrar a las personas desplazadas, especia l­
mente a las mujeres, en la planificación y gestión 
de su reasentamiento (Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos, Principio 7).
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VIVIENDA
O B L IG A C IO N E S  Ejecución en el tiem po Generales
ESTA TA LES
Diseñar los instrumentos técnicos, legales y comu­
nitarios para el inventario, registro y protección de 
predios y bienes, bajo las diferentes modalidades 
de tenencia, de las regiones y poblaciones afecta­
das por el desplazamiento.
Desarrollar una política de urbanización, independien­
te de la política nacional de vivienda.
Definir las medidas jurídicas e institucionales de pro­
tección de los derechos patrimoniales, especialmente, 
en aquellos casos de tenencia precaria, necesidad de 
aseguramiento de territorios colectivos de los pueblos 
ind ígenas, afrocolom bianos y cam pesinos, y 
repoblamientos por parte de terceros, bien sean acto­
res armados, sociales o empresas privadas.
Redacción de una política nacional de reasentamientos.
   —  ———   --
P R O G R ES IV A  Y  Impedir la violación del derecho por parte de terceros. 
CONTINUA
Garantizar que el costo de la vivienda sea compatible 
con los niveles de ingresos (inversión soportable).
Crear programas y subsidios de vivienda asequi­
bles a grupos poblacionales vulnerables.
Crear mecanismos de financiación acordes con las 
necesidades de vivienda.
G arantizar la participación de las com unidades 
en la defin ición de los planes para atender sus 
necesidades hab itacionales.
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Respecto de las m ujeres desplazadas
Crear las condiciones necesarias para aumentar los 
niveles de acceso a la propiedad de las mujeres des­
plazadas por la violencia.
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Teniendo en cuenta el papel estratégico de las solucio­
nes de vivienda en la sostenibilidad y consolidación de 
los procesos de retomo o reubicación, otorgar priori­
dad presupuestal a los planes de vivienda para la po­
blación desplazada, congruente con su demanda.
TRABAJO
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el tiem po Generales
ESTATALES
INMEDIATA Garantizar la realización del derecho al trabajo en
condiciones dignas.
Eliminar el desempleo (Cumbre Social de Copenhague).
Formular una política nacional que elimine toda dis­
criminación en materia de empleo, formación profe­
sional y condiciones de trabajo basada en motivos de 
raza, color, sexo, religión, opinión política, ascenden­
cia nacional u origen social, y  que promueva la igual­
dad de oportunidades y de trato. (Convenio 111 OIT).
Asegurar la igualdad de remuneración y de prestacio­
nes entre la mano de obra masculina y la mano de obra 
femenina por trabajo de igual valor (Convenio 100 OIT).
Prohibir el trabajo infantil y estipular una edad mínima 
para trabajar, que corresponda a la edad en que cesa la 
escolaridad obligatoria (Convenio 138 OIT).
Con carácter de urgencia, tomar medidas inmedia­
tas y eficaces para conseguir la prohibición y la eli­
minación de las peores formas de trabajo infantil 
(Convenio 182 OIT).
Promover acciones y medidas de mediano y largo 
plazo con el propósito de generar condiciones de 
sostenibilidad económica y social para la población
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Garantizar que el trabajo no interrumpa los pro­
cesos educativos de las mujeres desplazadas, espe­
cialmente en la población femenina adolescente.
Respecto de las mujeres desplazadas
Promover el acceso directo de las mujeres desplazadas a 
la oferta social del gobierno (Ley 387 de 1987, Art. 17).
Garantizar el reconocimiento de las aspiraciones labo­
rales de las mujeres en situación de desplazamiento.
Prohibir el trabajo infantil en los casos de niñas 
desplazadas menores de 15 años.
Proteger a las niñas desplazadas entre los 15 y los 18 
años de la explotación laboral y la inducción a realizar 
las peores formas de trabajo.
Garantizar la aplicación de criterios laborales que 
generen autonomía en las mujeres desplazadas.
Adoptar medidas normativas dirigidas a proteger 
el estatus laboral de las mujeres desplazadas, res­
pecto de los términos contractuales a que se vean 
sometidas.
Hacer seguimiento y análisis a la situación laboral 
y ocupacional de las mujeres inscritas en el Siste­
ma Unico de Registro.
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TRABAJO
O B LIG A C IO N ES Ejecución en el tiem po Generales
ESTATALES
INMEDIATA desplazada (Decreto 2569 de 2000, Arts. 25 y 26 y
Ley 387 de 1997, Art. 17).
Promover la transformación de patrones culturales 
patriarcales en los ámbitos laboral y ocupacional.
P R O G R ESIV A Y Promover la implementación de alternativas labo-
CONTINUA rajes y ocupacionales innovadoras para la mujer.
Impedir la depreciación del poder adquisitivo del salario.
ALIMENTACIÓN
INMEDIATA Proteger contra el hambre.
Garantizar la mejora continua de las condiciones 
nutricionales y alimentarias.
Entregar o complementar la dieta alimentaria cuan­
do exista algún grado de carencia.
Reformar los regímenes agrarios de manera que se 
logre una mejor utilización de la tierra.
Establecer las condiciones para la producción de 
alimentos con relación a la cantidad y a la calidad y 
costos accesibles para la población.
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Respecto de las mujeres desplazadas
Garantizar el acceso directo de las mujeres despla­
zadas al recurso de la tierra, como medio de sub­
sistencia y como propiedad.
Garantizar la prevalencia de los criterios aplicables 
a la protección de niñas y niños menores de 15 años, 
de mujeres gestantes, lactantes y de la tercera edad, 
en la distribución y calidad del alimento.
Potenciar alternativas de producción agrícola ur­
bana, a cargo de mujeres y que involucren fases 
de capacitación.
In vo lucrar los e lem en tos co n cep tu a le s  sobre 
segu rid ad  a lim en ta r ia  en el e sc en ar io  de l 
autoaprovisonamiento —y no sólo desde la provi­
sión estatal—, abordando deberes y obligaciones.
Garantizar estabilidad alimentaria a mujeres despla­
zadas cabeza de familia y a sus hogares, a partir de la 
entrega de alimentos por un tiempo prudencial no 
inferior a 18 meses, con contraprestación a deberes 
cuyo cumplimiento sea fácticamente comprobable.
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ALIMENTACIÓN
O B LIG A C IO N ES
ESTATALES
Ejecución en el tiem po Generales
INMEDIATA En el caso de la población desplazada por la vio­
lencia, se debe garantizar o se asegurará el disfrute 
del libre acceso de los siguientes suministros:
(a) Alimentos esenciales y agua potable;
(b) Alojamiento y vivienda básicos;
(c) Vestido adecuado; y
(d) Servicios médicos y de saneamiento esenciales 
(Principios Rectores de los Desplazamientos Inter­
nos, Principio 18); Ley 387 de 1997, Art. 15.
Adoptar métodos de producción, conservación y 
distribución de alimentos que involucren conoci­
mientos técnicos, científicos y tradicionales (Decla­
ración de América Latina para Entrenar el Desafío 
Nutricional y Plan de Acción Regional, 1992)
Asegurar la disponibilidad alimentaria y la distri­
bución equitativa del alimento (Declaración de Amé­
rica Latina para Entrenar el Desafío Nutricional y 
Plan de Acción Regional, 1992).
Inc lu ir el concepto  de nu tric ión  y seguridad 
alimentaria en los procesos de negociación interna­
cional en el área comercial y financiera, en la perspec­
tiva del crecimiento económico y el desarrollo social 
(Declaración de América Latina para Entrenar el 
Desafío Nutricional y Plan de Acción Regional, 1992)
Asegurar el acceso a los alimentos para cubrir los 
requerimientos básicos de la población, priorizando 
sectores de menores ingresos (Declaración de Amé­
rica Latina para Entrenar el Desafío Nutricional y 
un Plan de Acción Regional, 1992)
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Respecto de las mujeres desplazadas
Promover la difusión de información suficiente y 
adecuada en relación con el concepto de calidad 
alimentaria y el manejo de estándares proteicos y 
nutricionales.
Establecer transformaciones en dietas alimentarias 
a través de jornadas y programas pedagógicos.
Realizar estudios y análisis sobre los usos y costum­
bres y su relación con lo que se define como canasta 
familiar y control de precios.
Garantizar el control del estado nutricional de mu­
jeres desplazadas a partir del análisis y la actualiza­
ción constante de los datos aportados en el momen­
to de la inscripción en el Sistema Unico de Registro.
Satisfacer, de manera ininterrumpida, los requeri­
mientos calóricos y proteicos indispensables para 
el funcionamiento vital de las mujeres en situación 
de desplazamiento.
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ALIMENTACIÓN
O B LIG A C IO N ES
ESTATALES
Ejecución en el tiem po Generales
Incorporar objetivos alimentarios y nutricionales en los 
planes y programas de desarrollo.
Avanzar en la erradicación del hambre y la mal nu­
trición, atacando las causas que las generan.
P R O G R ES IV A  Y  Protección de los consumidores mediante el mejora- 
CONTINUA miento de la calidad y la inocuidad de los alimentos.
Fomento de hábitos de vida y dietas saludables.
Evaluación, seguimiento y análisis de situaciones 
nutricionales.
Impedir que se degrade el estatus alimenticio.
Tomar medidas —desde los campos de la sociología y 
la nutrición— así como medidas tecnológicas -desde 
la ingeniería alimentaria y biología-, con la participa­
ción de los afectados, destinadas a mejorar la produc­
ción, la distribución y la conservación de alimentos.
Identificar grupos afectados para la implementación 
de programas y formulación de prioridades.
Evaluar periódicamente las medidas, los compro­
misos y las obligaciones que se adquieran en el tema 
de comercialización y producción de alimentos.
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Respecto de las mujeres desplazadas
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Pasos 2 y 3
Diagnóstico global 51
Como ya se indicó, diversos estudios realizados 
permanentemente aportan un diagnóstico sobre 
el tema abordado en este documento. No los re­
petiremos nuevamente. Intentamos ratificar lo ya 
dicho e insistir en la gravedad de la situación vi­
vida por las mujeres forzadas al desplazamiento.
Si bien se han hecho esfuerzos destinados a que 
la política pública mejore la atención a la pobla­
ción desplazada, aquélla está lejos de garantizar 
un ámbito de estabilidad personal, familiar o co­
lectiva para dicha población en general y en es­
pecial para las mujeres, ya se trate de mujeres 
solas, cabeza de hogar o de mujeres con relacio­
nes conyugales. El esfuerzo de estas mujeres para 
sobrevivir sigue estando por encima de las ga­
rantías que les presta el Estado para reorientar 
su vida. Su recarga social y laboral, antes que ali­
viarse, se torna día a día más demandante. El 
total de población en situación de desplazamien­
to es de aproximadamente tres millones de per­
sonas, de las cuales el 49 por ciento son mujeres.
Vale la pena mostrar algunas de las cifras -s ign i­
ficativas en varios aspectos— que revela la últi­
ma encuesta de hogares, realizada por Codhes, 
EN AD E’’2. El 42% de la atención que se presta
51 C om o ya se m encionó, en la realización de este trabajo se revisaron estudios de 2002 y 2003; así 
m ism o, se e laboró un instrum ento de recolección de inform ación m ediante preguntas abiertas, por 
derecho y por edad, el cual fue ap licado  en talleres de trabajo en las ciudades de Cali y en 
Bucaram anga, con un prom edio de asistencia de 15 m ujeres en cada uno.
2 Consultaría  para los Derechos H um anos y el desp lazam iento  forzado, Codhes, Red de Solidaridad 
Social, Conferencia Episcopal. EN ADE 2003.
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a la población en situación de desplazamiento, se hace a través de agencias 
internacionales, que realizan su labor directamente en campo, en lugares es­
pecíficos; el 27 por ciento, se presta a través de organizaciones sociales o 
com unitarias que no necesariam ente reciben recursos in ternacionales o 
del Estado; y el 31 por ciento, a través de Agencias Estatales. Esto eviden­
cia que la oferta estatal sigue siendo muy baja en relación con las necesidades. 
Adicionalmente, de manera concurrente, la oferta va a las mismas poblacio­
nes, sin procedimientos de coordinación y sin cobertura a todos los lugares y 
personas que la requieren.
La asistencia humanitaria supera, en términos globales, siete veces a la ayuda 
en restablecimiento y sostenibilidad de los derechos. Esto muestra que la in­
tervención que se hace es fundam entalm ente de tipo asistencial, lo cual 
refuerza nuestra premisa inicial según la cual la política pública no va dirigida 
a potenciar sujetas autónomas, sino sujetas dependientes. Si se compara la 
inversión en asistencia humanitaria con la inversión en atención en educa­
ción, se tiene que asistencia humanitaria supera a esta última en 7,4 veces; en 
el caso de empleo, en 17,9 veces; en medios para el trabajo en 10,4 veces.
En términos de espacios privados e intim idad, uno de los temas abordados 
in ic ia lm en te , vem os que las fam ilias en cuestadas (1 .933 hogares) que 
hab itaban en un solo cuarto  antes del desp lazam ien to  eran el 7,9 por 
ciento del total. D espués del desp lazam iento  se han elevado al 43,9 por 
ciento , equivalente a 849 fam ilias.
El hacinamiento es un problema que exacerba los índices de casos de violen­
cia intrafamiliar y de abuso sexual, tan graves para las mujeres de todas las 
edades en situación de desplazamiento; el tema fue expresado reiteradamente 
en los talleres de trabajo de este estudio.
El total de m ujeres encuestadas en la EN AD E fue de 4.571, que equ i­
valen en esta m uestra a un 50 por ciento del to tal de la pob lación  en tre­
vistada, desde 0 hasta más de 66 años.
De este total, 535, desde 7 hasta más de 66 años, buscaban trabajo. Lo que 
equivale al 12 por ciento de la muestra. 682, entre las mismas edades, que 
equivalen al 15 por ciento estaban trabajando, principalmente en economía 
informal y trabajo doméstico, lo cual da un total de 27 por ciento de mujeres 
que estaba en el rol de búsqueda de medios para el sostenimiento, que pasa 
por su vinculación formal o informal a actividades laborales. De éstas un 18
n i
por ciento realizaban, además, el trabajo del hogar, lo cual reafirma lo men­
cionado sobre la doble jornada y el cambio de rol.
En términos de estudio, los datos arrojados por la encuesta muestran que el 
acceso a la educación continua siendo muy deficiente, concentrándose en las 
niñas menores de 17 años, sin cubrirlas en su totalidad; mientras-que para 
mujeres entre 17 y 66 años, el acceso alcanzó sólo un 1,1 por ciento, lo cual 
evidencia la necesidad de una acción de impacto que permita configurar pos­
teriores oportunidades de acceso al trabajo.
En general, se percibe una v io lac ión  sistem ática y continua a todos los 
derechos de las m ujeres en situación de desplazam iento, que agrava la ya 
m encionada d iscrim inación  acum ulada y que potencia no una sujeta de 
derechos autónom a y con capacidad de ser parte del capital humano del 
país, sino una persona dependiente, sin condiciones de autonom ía, en un 
estado de degradación que term ina en la m endicidad3'.
Partiendo de los criterios esbozados al inicio de este trabajo, se considera que 
es urgente transformar radicalmente la política pública para cambiar la ruta 
de vida de estas mujeres hacia la autonomía, la independencia, su reconoci­
miento y la transformación como sujetas de derecho en sus roles actuales.
Por otra parte, hay que anotar que en relación con la definición de criterios 
de realización de derechos para el diseño de políticas públicas con respecto 
a las mujeres en situación de desplazam iento de pueblos culturalmente di­
ferentes —indígenas y afrodescendientes—, existe un profundo desconoci­
miento de lo que para éstos puede significar satisfactores, y que trasciende 
un menú o una dieta alimentaria según usos y costumbres. En este sentido, 
se carece de parámetros de conocim iento suficientemente desagregados que 
perm itan una precisión de lo que para cada grupo cultural puede significar 
el contenido de un satisfactor, así como de una participación permanente y 
efectiva de las mujeres en esta definición.
Si bien este aspecto implica una investigación a profundidad en derecho com­
parado, tampoco se cuenta con contenidos específicos por derecho para las 
mujeres en situación de desplazam iento no indígenas o afrodescendientes. 
No se ha realizado un trabajo de integración de principios y obligaciones de­
3 D efinim os aquí m endicidad com o la situación o actitud generada por la política pública en la 
población en situación de desplazam iento, que perpetúa la dependencia de ayudas puntuales, 
convirtiendo lo urgente en perm anente.
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rivadas de los instrumentos internacionales y nacionales que perm ita visibilizar 
el alcance del contenido de los derechos y los criterios de realización desde 
un enfoque diferencial. Este paso es imprescindible para definir con preci­
sión en la política pública acciones afirm ativas desde una perspectiva de 
derechos humanos, así como para construir indicadores de realización, tanto 
para sus componentes inmediatos como para sus componentes progresivos.
El hecho de que no exista una política pública de formación para las mujeres 
en situación de desplazamiento sobre el tema de Derechos Humanos en gene­
ral y de los Derechos de las Mujeres en particular, las hace aún más vulnera­
bles, pues no reconocen que sus demandas deben tener respuesta y que están 
sustentadas en compromisos de orden internacional y nacional, establecidos 
para el Estado Colombiano. Este, en términos de la obligación de promover y 
divulgar los derechos, no ha concebido una campaña permanente que involucre 
no sólo a las mujeres adultas y a las líderes de la población desplazada, sino 
también a todas las personas en esa situación y a la opinión pública.
La situación de los derechos
En el ámbito escolar no se logra garantizar la atención en guarderías y centros 
de atención preescolar adecuados, cercanos y gratuitos, como tampoco promo­
ver y garantizar el acceso de las niñas en situación de desplazamiento a la 
educación primaria y básica secundaria a través del cupo escolar y de la gratui- 
dad del servicio. Igualmente, no se presta atención a fenómenos graves como 
el trabajo al que se ven abocadas las niñas en situación de desplazamiento en 
contraste con sus procesos educativos, para buscar una salida adecuada en el 
marco del derecho a la educación, derecho fundamental de la niñez.
Tampoco se ha logrado garantizar el seguimiento permanente que debe reali­
zar el Estado, a través de las secretarías de educación, del tratamiento, asis­
tencia y aprendizaje de las niñas en situación de desplazamiento, desarrollan­
do m ecanism os e instrum entos de v ig ilancia , asegurando su educación 
primaria, y protegiéndolas de su participación en trabajos de carácter formal, 
informal o doméstico, en detrimento de su desarrollo.
No existe una política educativa dirigida a las madres solteras, madres jefas de 
hogar, problemática común, desde muy temprana edad, entre la población en 
situación de desplazamiento. Se requieren estrategias, programas y acciones 
que, desde una perspectiva de discriminación positiva, tanto en educación for­
mal como en educación técnica o profesional, garanticen la realización de sus
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asp iraciones com o personas, y  que les perm itan  tam bién abandonar las 
estigmatizaciones sobre su rol de género. La oferta educativa laboral por otra 
parte no siempre responde a las nuevas circunstancias, y no necesariamente 
combina los intereses personales con las posibilidades estratégicas de produc­
ción local o nacional. Así, las mujeres se ven obligadas a aceptar una oferta 
muy limitada y casi impuesta. A  la par, problemas como el analfabetismo, o el 
analfabetismo funcional deben ser corregidos totalmente.
Otras conclusiones relacionadas con el derecho a la educación tienen que ver con la 
ausencia de vigilancia, control y sanción a las vulneraciones a las que son expuestas 
las niñas en situación de desplazamiento al interior de los establecimientos educati­
vos, tales como discriminación en todas sus manifestaciones y abuso sexual.
Paralelamente, si bien existen algunas propuestas para ilustrar a la comunidad 
educativa receptora sobre la problemática del desplazamiento y los derechos de 
la población en esta situación, se trata de acciones que sólo cubren muy parcial­
mente los ámbitos locales de recepción. Esto provoca un desconocimiento y 
una permanente desconfianza hacia quien llega, independientemente de si se 
trata de mujeres o de hombres de cualquier edad. Mejorar esos mecanismos 
de información es fundamental para lograr niveles de aceptación, y más aun 
cuando se desarrollan políticas de acción afirmativa que pueden verse como 
amenazantes e injustas con respecto a otras mujeres que se encuentran igual­
mente en una situación precaria con respecto a la realización de sus derechos.
Estas propuestas de información y reflexión con la comunidad educativa no 
han sido vistas como una oportunidad para trabajar temas como la discrimi­
nación por sexo o género y por identidad cultural. Por ejemplo, garantizar un 
tratamiento especial de reconocimiento y respeto a la identidad cultural de 
mujeres (niñas, jóvenes, adultas, adultas m ayores), propiciando su valora­
ción por parte de la comunidad educativa, puede perm itir una actividad de 
ilustración geográfica y cultural antes desconocida o estigmatizada a través 
de imaginarios por la población receptora.
De manera equivalente, no encontramos una capacitación a los padres y las 
madres de familia en situación de desplazamiento sobre la prevalencia de los 
derechos de los niños y las niñas, la importancia de la educación para sus hijas 
y el respeto que ellas merecen. Tampoco se percibe claridad en el ámbito 
educativo sobre temas fundamentales para la vida cotidiana de las mujeres, 
como los derechos sexuales y reproductivos y la violencia intrafamiliar.
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En relación con la salud, dadas las características del desarrollo normativo 
que lo acompaña, este componente ha logrado, a través de transformaciones 
y adecuaciones de la política pública, situarse como uno de los de más alto 
nivel de satisfacción en términos del deber ser.
No obstan te , se carece de un reg istro  que p erm ita  co nocer el p e rfil 
epidemiológico de la población de mujeres en situación en desplazamiento, que 
incluya factores tanto de atención física como psicosocial y que considere una 
perspectiva diferencial de acuerdo con la variable edad. Esto no permite reali­
zar un seguimiento en ambos aspectos, ni desarrollar acciones afirmativas 
específicas en esta materia, lo cual perm itiría, además de la atención de los 
casos, programas de prevención en salud pública.
El otro tema trascendental es el de la salud sexual y reproductiva. Según un 
reciente informe de prensa publicado por El País54, al momento de realizado 
el presente estudio, en Cali 4.073 mujeres menores de edad en situación de 
desplazamiento se encontraban en estado de embarazo; a nivel nacional, el 
30 por ciento de las mujeres entre 15 y 19 años en esta situación estaba emba­
razada o en periodo de lactancia (datos entregados por el Viceministerio de 
Salud), lo que evidencia la gravedad del problema.
Aun así, no hay una estrategia de sensibilización hacia los Comités de Atención 
Integral a la Población Desplazada sobre estos temas, ni una priorización de los 
mismos en sus planes de acción. En consecuencia, no se percibe una estrategia 
de información y capacitación que incluya prevención y atención del embarazo 
y de enfermedades del aparato reproductivo, orientada específicamente a mujeres 
y hombres adolescentes en situación de desplazamiento y dirigida a prevenir el 
índice de incidencia de estas enfermedades y de embarazos a temprana edad. 
Por otra parte, no se observa promoción de la organización y formación en 
derechos en salud y en derechos sexuales y reproductivos de las mujeres en 
situación de desplazamiento, de manera que ellas sean capaces de ejercer una 
participación cualificada en la planeación y el seguimiento a las acciones estata­
les en salud. En relación con el tema del embarazo, las mujeres expresaron que, 
debido a las actitudes de celos y de desconfianza que se pueden generar en sus 
maridos, temen no acceder a sus peticiones. Cuando ellas les sugieren el uso de 
preservativos ofenden su masculinidad.
51 El País, Cali, 19 de m arzo de 2004, pág. 4A.
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En tom o al tema de enfermedades de transmisión sexual es relevante plan­
tear la preocupación expresada por las asistentes a los talleres sobre casos de 
VIH y SIDA, que, según sus apreciaciones, se han elevado, de un lado, a causa 
de la búsqueda de ingresos por parte de las mujeres, que las impulsa a la 
prostitución, y de otro, a la falta de información y educación sobre el tema. Su 
preocupación se eleva dada la permisividad sexual de los hombres y los casos 
de abuso, que implican un rango muy alto de mujeres preadolescentes, ado­
lescentes y adultas. Igualmente, las mujeres expresaron que en los lugares de 
albergue y  asentamiento el problema de consumo de drogas es evidente y se 
manifiesta con fuerza en hombres y mujeres adolescentes y jóvenes. Esto pone 
de presente la urgencia de realizar campañas de prevención e información sobre 
estos dos tem as, dirigidas específicam ente a la población en situación de 
desplazamiento, pero con metodologías diferenciales por grupos, para que 
se puedan discutir y confesar los miedos y prevenciones que hay al respecto. 
La tristeza y la depresión son temas que se consideran secundarios. Sin em­
bargo, son fundamentales en el estado de ánimo para realizar actividades que 
perm itan una actitud propositiva y de subjetividad de derechos. Desde esta 
mirada, las mujeres perciben que la atención sicológica que se presta es “como 
si se recreara en el dolor” . Partiendo de la premisa planteada al inicio de este 
estudio las mujeres por su actitud rescilente quieren superar esta situación. 
Manifiestan, entonces, que la atención, más que traer de manera permanente la 
situación de tragedia, debería innovar en sus metodologías y plantear un esquema 
en el cual, aparte de la atención individual, se consoliden líneas de trabajo colec­
tivas entre mujeres que restituyan o construyan lazos de cercanía y confianza 
entre madres e hijas y lazos de amistad y solidaridad, y no de competencia 
permanente, entre las mujeres desplazadas. Igualmente, una estrategia de este 
tipo, permitiría incluir mujeres receptoras en la creación de estos vínculos.
En la mayoría de los casos la atención es proporcionada por personas recién 
egresadas, sin experiencia. Esto es grave en tanto los traumas y la situación 
son tan complejos que requieren personal altamente especializado y experi­
mentado, e implica, además, lograr transformar la actitud de los funcionarios 
y funcionarías del sector salud hacia las condiciones particulares de marginación 
en que se encuentran las mujeres en situación de desplazamiento, promovien­
do un trato digno, gentil y amable que las reconozca.
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Si bien la información, la capacitación y la educación son vitales en una estrategia 
de impacto, también lo es el reconocimiento al saber acumulado de las mujeres. 
La política pública difícilmente reconoce sus conocimientos en atención básica 
en salud tradicional55, como elementos para el diseño e implementación de pro­
gramas de prevención, atención y promoción de la salud de las poblaciones 
indígenas y campesinas que se encuentran en situación de desplazamiento. El 
reconocimiento a estos saberes, que dentro de las obligaciones se deriva del 
reconocim iento a los saberes trad icionales, genera un valor agregado de 
autoestima y posicionamiento social. En este sentido, no se ve una estrategia 
que permita redimensionar y cualificar esta experiencia. Para las mujeres adultas 
este reconocimiento y su inclusión en el Sistema de Atención en Salud repre­
sentan no sólo una valoración de su saber, sino también un sentido de respeto 
y de inclusión favorable y aprovechable de su oferta en conocimiento. Estas 
mismas mujeres adultas, sobre todo adultas mayores, reclaman también un 
énfasis en la capacitación y prevención de enfermedades óseas y en temas 
como el climaterio y la menopausia, pues, debido a la vulnerabilidad sicológica 
en que se encuentran, la situación les genera un stress mucho más agudo. 
Las mujeres adultas mayores plantean la necesidad de una especial atención 
en todo este periodo de cambios, ya que en lo que ellas denominan ‘cam­
bios corporales’, se presentan mayores dificultades físicas para realizar sus 
tareas y mayor propensión a la depresión.
En relación con el derecho al trabajo, el empleo y  la generación de ingresos 
son centrales, para brindar nuevas y mejores oportunidades de vida a las mu­
jeres, dadas las posibilidades de autonomía que de éstos emana. Sin embargo, 
constituye uno de los temas más polémicos y más débiles de la política públi­
ca. Esto se debe a una condición estructural que refleja el gravísimo proble­
ma de generación de ingresos y el esquema de privilegios que prevalece en 
todo el país. Pero, aun así, es imposible pensar en una garantía para el resta­
blecimiento de derechos que no pase por una estrategia claramente definida y 
por un esquema viable en esta materia. Al transformar sus roles cotidianos, 
las mujeres, desde su perspectiva de resiliencia36, como ya se planteó, buscan 
alternativas de trabajo en donde pueden y como pueden. Esto deriva en situa­
ciones en las cuales las niñas no sólo se ven forzadas a trabajar —lo que ya de 
por sí es un acto violatorio de sus derechos—, sino que se ven obligadas a hacer­
lo en el servicio doméstico, el trabajo informal, el subempleo y la prostitución,
35 Llam am os aquí m edicina tradicional al acervo de conocim ientos generados por la ética del cuidado, 
desde el saber popular, que Incluye, entre otras cosas, el conocim iento  en el m anejo de plantas 
m edicinales y en la atención de partos.
56 Capacidad de reaprendlzaje, readaptación, reafirm ación en nuevas circunstancias.
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algunos de los cuales son considerados en la convención de los derechos de los 
niños como las peores formas de trabajo para la infancia.
En este sentido, el Estado ha sido incapaz de garantizar que las niñas no 
trabajen, pues no ha logrado establecer estrategias que garanticen el derecho 
al trabajo para los adultos y las adultas. La población en situación de despla­
zamiento y, en especial, las niñas no han tenido respuestas adecuadas en este 
tema. La prevalencia del derecho de las menores a la educación por encima 
del trabajo no se aplica realmente. Sucede algo muy semejante con respecto a 
los casos de niñas mayores de 15 años, edad a partir de la cual pueden trabajar 
con el perm iso y supervisión del padre y de la madre, ya que no se realiza un 
seguimiento sobre el tipo de trabajos que aceptan, ni sobre si laboran en con­
diciones adecuadas o reciben pagos justos.
En relación con el segmento de mujeres más adultas, las ofertas de capacitación 
y de generación de proyectos productivos no consideran —como lo plantea el 
Observatorio de Derechos Humanos de las Mujeres’’7-  “de manera obligatoria 
las aspiraciones laborales de las mujeres en situación de desplazamiento, sus 
potencialidades y  no sus carencias, que les capaciten en áreas innovadoras para 
la participación en el mercado, dignificando su posición en la familia y la socie­
dad”. Esto implica que las mujeres tengan que acogerse a lo que se les ofrezca 
y  en las condiciones en que se les ofrezca o buscar, por sí solas, otras salidas.
En los proyectos productivos para mujeres en situación de desplazamiento se 
presentan graves problemas, como la falta de garantía de un monto adecuado de 
capital semilla (en este momento, abolido) y la urgencia de que la política pública 
transforme su horizonte hacia una concepción de inversión a mediano y largo 
plazo; no existe formación e instalación de capacidades apropiadas de manera 
permanente y dirigida a que las mujeres puedan desarrollar aspiraciones que no 
refuercen su rol tradicional de trabajo. Insistimos en la necesidad de garantizar el 
seguimiento técnico a los proyectos, en una línea de temporalidad adecuada y de 
calidad con el objetivo adicional de realizar el derecho al trabajo de las mujeres.
Al igual que sucede con los otros derechos, frente al derecho al trabajo de 
las mujeres no existe la difusión necesaria. Es evidente también la ausencia 
de una estrategia real para proveer formas de generación de ingresos que no 
se basen única y  exclusivam ente en la gestión propia, y que perm itan la
57 Observatorio de Derechos Hum anos de las Mujeres. Confluencia Nacional de Redes de Mujeres-Sisma.
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vinculación de mujeres que ya cuentan con form ación específica, segura­
mente adecuada, a trabajos o empleos acordes con sus perfiles.
En general, las mujeres trabajan o generan ingresos para garantizar su autono­
mía y su estabilidad y las de sus familias. En este sentido, las mujeres en 
situación de desplazamiento requieren urgentemente de formas que les per­
mitan lograr estabilidad en el conjunto de sus derechos sociales. Una de las 
estrategias planteadas por el Estado ha sido el crédito. Queremos subrayar 
que las mujeres en esta situación de inestabilidad y vulnerabilidad manifiesta 
no son sujetas de crédito porque no son sujetas de ahorro, menos aun con los 
requerim ientos que, en general, imponen los créditos. A l no cum plir este 
requisito inicial, se genera un círculo vicioso en el que no se solventa la de­
manda y sí se generan circunstancias de agobio y falta de salidas para las 
mujeres. En términos de derechos, este círculo muestra una incoherencia entre la 
garantía necesaria para generar condiciones adecuadas para el desarrollo de auto­
nomías económicas y financieras y la política real. Creemos que en esto la política 
pública ha partido de criterios y evaluaciones equivocadas, y que, más que crédi­
to, se deben generar formas adecuadas de trabajo mediante políticas que vayan 
más allá de subsistencia precaria, que contemplen la generación de ahorro y que 
tengan un impacto transformador en el aumento del nivel de vida y en la genera­
ción de autoestima, autonomía y dignidad en las mujeres.
Por otro parte, la concepción de acceso al trabajo prevaleciente excluye a las 
mujeres adultas mayores; si el perfil de las jóvenes y las adultas se concibe 
como problemático para la oferta laboral, más aguda es la discriminación para 
las primeras. Con frecuencia estas mujeres38 son dependientes de sus familias, 
y sus grados de autonomía son más que débiles. A pesar de esta situación no 
es clara una política de seguridad social para ellas, que les permita dejar de 
sentirse en situación de dependencia y “favor”, y que permita también que las 
familias no las vean como una “carga”, sino como personas útiles, que, ade­
más ya cumplieron su ciclo de contribución económica. Social y jurídicamen­
te, dependiendo del régimen, los 55 y los 58 años han sido reconocidos como 
la edad para la jubilación de las mujeres. Teniendo esto en cuenta, lo conse­
cuente sería que dichas mujeres, más aún en situaciones tan difíciles como la 
de desplazamiento, tuvieran un reconocimiento a su labor a través de la ga­
rantía de seguridad social, dentro de los parámetros de la dignidad.
La situación de las mujeres mayores fue un tema recurrente en los talleres realizados com o parte de 
este estudio, y la precariedad de su situación se evidenció com o una de las problem áticas graves.
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Frente al sistema patriarcal, poco analizado en la definición de políticas públi­
cas, se requiere el análisis y la transformación de los patrones culturales instala­
dos, y reproducidos tanto por hombres como por mujeres. Desde esta perspec­
tiva, una de las problemáticas fuertes encontradas en el estudio fue la dificultad 
que tienen muchos de los varones en situación de desplazamiento para recono­
cer el derecho al trabajo de las mujeres y la tensión que esto genera permanente 
entre la necesidad de mayores ingresos para el núcleo familiar y la actitud 
posesiva, de inseguridad y de dominación del “proveedor”. Al mismo tiempo, 
este fenómeno incide en que muchos varones asuman una actitud de postra­
ción por la inflexibilidad de su rol y descarguen toda la responsabilidad eco­
nómica en su compañera. No se ve que la política pública prevea este tipo de 
sucesos, ni que trabaje por transformar la concepción de los hombres sobre el dere­
cho de la mujer a generar ingresos de modo que pueda transformar su rol, lo cual 
contribuiría a prevenir procesos de violencia intrafamiliar, insistiendo, por una parte, 
en que el trabajo femenino no reemplaza la responsabilidad y el trabajo que él debe 
realizar, y, por otra, que es necesario llegar a un nuevo acuerdo familiar en el cual la 
mujer no termine doblemente explotada y fuertemente violentada.
Así m ism o, en este ám bito cu ltural-patriarcal la po lítica no pasa por el 
análisis de situaciones no perceptibles a simple vista, en las cuales, dada 
la vulnerabilidad económica de las mujeres en situación de desplazamiento, 
éstas se ven obligadas a aceptar el uso sexual que los varones hacen de 
ellas aprovechándose de su necesidad, como medio para generar recursos 
y aceptando nuevas formas de subordinación sexual.
Pasando a otro punto, la vivienda y el hábitat que la rodea son fundamentales 
para la estabilidad de la mujer. Sin embargo, a lo largo de este trabajo se en­
contraron estados de hacinamiento de alta intensidad, que propician la vio­
lencia intrafamiliar, el abuso sexual a menores (niñas y niños) por parte de sus 
propios familiares o extraños, un bajísimo desarrollo de los servicios públi­
cos, incluidos el alcantarillado, la energía eléctrica domiciliaria, el gas domici­
liario, el acueducto, los servicios sanitarios y el alumbrado público. Esta ca­
rencia incide en una recarga vital en el trabajo cotidiano de las mujeres de 
todas las edades, y hace los lugares inseguros y propicios para que se comen­
tan abusos de todo tipo hacia las mismas.
El trabajo se concentró de manera especial en asentamientos que están loca­
lizados en áreas periféricas de zonas urbanas, donde la población en situación 
de desplazamiento no tiene acceso a los derechos de la ciudad, y permanece 
marginada y condenada a la segregación. Las condiciones ambientales son, en
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general, muy deficientes y constituyen un escenario muy propicio para enfer­
medades. Después de cinco años de asentamiento, por ejemplo, las familias 
permanecen en situaciones muy similares a las que se vivieron en la post­
emergencia, lo cual muestra frágiles avances frente a los indicadores de resta­
blecimiento y realización de derechos. Los servicios sanitarios continúan sien­
do de madera. Según lo expresado por mujeres en situación de desplazamiento, 
“Los lavaderos y los baños comunitarios son insuficientes: cuatro baños y seis 
duchas para 86 familias, 467 personas, o 39 familias comparten tres baños, 
dos duchas y 4 lavaderos.” “El espacio es mucho más pequeño. Ahora se 
reduce a estar en una habitación. No hay privacidad. Nos tenemos que aco­
m odar h asta  7 u 8 p erso n as en una p ieza . Las v iv ien d as ac tu a le s  — 
cam buches- son demasiado pequeñas (4.5 metros por 9.5)”. Se prioriza indu­
dablemente la cantidad en la atención que la calidad de la misma, generando 
nuevos problemas que agudizan la situación general. “La Alcaldía está cons­
truyendo unas viviendas nuevas, que serán de menor tamaño. Pareciera que 
una vez estamos en albergues o en asentamientos dejamos de ser prioridad.”39 
Es primordial solucionar el estado de hacinamiento en que vive la población 
en situación de desplazamiento, transform ar los criterios frente a servicios 
públicos existentes, de manera tal, que se prevengan los factores que inciden 
en el abuso hacia las mujeres y se prevengan enfermedades infecciosas, tan 
comunes entre las mujeres que viven en estas condiciones. Por otro lado, la 
seguridad en estos lugares es muy precaria, “Los asentamientos son inseguros. 
Hay delincuencia común. Hay presencia de grupos armados Ha habido ame­
nazas de muerte, pandillismo, desapariciones forzadas.”60
Aunque en el estudio se encontraron programas de subsidio para vivienda 
destinados a mujeres, es evidente que no se ha logrado formular el esquema 
adecuado y eficiente que dé salida al choque entre la realidad que viven 
cotidianamente las mujeres desplazadas, su inestabilidad en las formas de 
generación de ingresos, su bajísima, por no decir nula, capacidad de ahorro, 
de manera que ellas puedan acceder a soluciones de vivienda digna en la 
etapa posterior al desplazamiento. ’’Los créditos son muy costosos. Una casa 
vale entre 16 hasta 22 millones en Terranova, una casa pequeña... Es muy 
cara. Por eso nos desanimamos y no seguimos pidiendo el crédito. Quedarían 
cuotas muy altas y no podíamos pagar. Los requisitos son muy altos. Dónde 
conseguimos fiadores que nos respalden? Entre nosotras no cumplimos los 
requisitos y estamos entre gente que no nos conoce o vive en condiciones
93 Percepciones de las m ujeres del Taller de Trabajo realizado en Bucaram anga.
®  Ibíd.
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también muy pobre. Piden 2 millones y medio de cuota inicial y mensualmen­
te 200.000 para el ahorro program ado... Eso es mucho. Además, las cocinas 
no tienen alcantarillado o no tienen servicios de agua.”61
Lo que sí representa un avance son los planes de vivienda con prioridades hacia 
los hogares con jefatura femenina, decisión que las mujeres ven con buenos ojos, 
no porque crean que los hombres no deben acceder a aquéllos, sino porque su 
experiencia les ha demostrado que “cuando el hombre quiere irse se va y lo deja a 
uno con los hijos y con toda la responsabilidad”. Una de las mujeres en el Taller de 
Calí comentó su experiencia de cómo ella sí era propietaria de vivienda, pero 
después del desplazamiento, su compañero se quedó con la propiedad.
Preguntas cómo cuál debe ser el monto del subsidio, o si el subsidio es la 
alternativa; si los programas son suficientes en relación con la demanda, si los 
municipios receptores deben prever recursos presupuéstales para vivienda de 
población en situación de desplazamiento están al orden del día. Acceder a 
vivienda, usada o nueva, o a un esquema de vivienda en arriendo, pasa por 
una so sten ib ilid ad  de los in g reso s de las m ujeres. ¿Se garan tiz a  esta 
sostenibilidad?. ¿Se generan en las viviendas o asentamientos, propuestas pro­
ductivas que no se lim iten a la tienda, o a la extensión de roles culturales, 
convirtiéndose, no en más marginalidad, sino en nuevos polos de desarrollo 
sostenible para su resurgimiento y además para su vinculación con las dinámicas 
m icrolocales y de la ciudad?. Los lugares de vivienda al igual que la tierra 
generan identidad y arraigo. En ellos tienen lugar la creación de redes y lazos 
sociales. Este aspecto es vital para las mujeres que siempre lo están haciendo. 
El otorgamiento de presupuesto a los planes de vivienda para la población 
desplazada, no puede limitarse, entonces, al tema de hacer casas pequeñas y 
sin servicios, sino que es una prioridad, y debe ser una prioridad presupuestal, 
debido al papel estratégico que este derecho tiene en la sostenibilidad y con­
solidación de los procesos renovadores cultural, social, y económicamente. 
El diseño de los asentamientos debe trascender la mera ubicación de la po­
b lación, y p lanear las so luciones, de m odo que representen alternativas 
sostenibles y gratas para quienes las habitan, en salud, seguridad personal y 
colectiva, educación, y producción, entre otros aspectos.
Term inaremos estas observaciones con el derecho a la alimentación, cuya 
realización como en los demás derechos, es precaria. Aun cuando las mujeres 
han recibido ayudas de alimento por trabajo, o han recibido ayuda alimentaria
61 Ibid.
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en general, su alimentación no es sostenible. Parte del conjunto de dificulta­
des radica en el círculo vicioso que se configura al no tener la estabilidad 
económica o productiva que el modelo de desarrollo dominante requiere para 
su autosostenimiento y el de su familia. Su alimentación se caracteriza por 
altibajos, unos días tienen alimento suficiente, otros no.
La gravedad de esta situación radica en que el derecho a la alimentación se 
conecta directamente con el derecho esencial de la vida, y tiene consecuencias 
directas en la salud, el nivel de nutrición y las defensas frente a las enfermeda­
des, el desarrollo mental de las niñas y los niños y la energía que demanda una 
situación de angustia permanente. El Programa Mundial de Alimentos, PMA, 
considera que una mujer en situación de desplazamiento, por su contexto, con­
sume calóricamente hasta 5 veces más de energía que una que no se encuentra 
en tal situación. Esto afecta de manera diferencial a las mujeres de acuerdo con 
la edad. En las niñas y niños de 0 a 14 se ven afectadas su posibilidad de creci­
miento normal y sus capacidades de aproximación a los procesos educativos. 
Por su parte, las mujeres jóvenes y adultas en tanto tienen que dedicarse, en su 
situación de extrema vulnerabilidad, a buscar la comida o con qué comprarla, 
no tienen suficiente tiempo para capacitarse o acceder a otras oportunidades.
Es necesario, entonces, poner en marcha estrategias adicionales y más efi­
cientes para las circunstancias actuales, que propendan porque las mujeres en 
situación de desplazamiento, más allá del suministro de alim entación bajo 
modalidades de intervención en crisis o alimentos por trabajo, tengan estabilidad 
alimentaria, puedan consumir alimentos balanceados, nutritivos y suficientes, y 
estén en capacidad de generar procesos continuados de manera autónoma. Sin 
duda, el derecho a la alimentación tiene un carácter de realización inmediata 
por su vinculación con el derecho a la vida.
Según las últimas investigaciones del PMA y la información con que cuenta 
este programa, en general la población en situación de desplazamiento está 
más expuesta que los llamados ‘pobres históricos’ a un estado de desnutrición 
y desgaste, pues, por una parte, en estado de permanente alerta y estrés la 
persona consume más energía que si estuviera tranquila y requiere mayor con­
sumo de alimentos para equilibrar este desgaste y, por otra, porque la situación 
de alimentación, en términos de calidad, cantidad y permanencia, es deficiente.
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Paso 4. La política pública a la luz 
de la realización de derechos
Tras analizar la implementación del conjunto de pro­
gramas y mecanismos inscritos en la política pública 
de atención al desplazamiento, es posible asegurar 
que, en términos generales, éstos no tienen la vir­
tualidad de contrarrestar los riesgos de empobreci­
miento y de promover el restablecimiento de la po­
blación desplazada. La ausencia de un enfoque de 
realización de derechos determina la concepción frag­
mentaria del restablecimiento. Los esquemas dise­
ñados en el m arco  de la estab ilizac ió n  
socioeconómica no responden adecuadamente a las 
necesidades de la población en situación de despla­
zamiento, primero, porque no agencian la realización 
de los derechos de las personas desplazadas y, se­
gundo, porque no responden a los requerimientos 
de los grupos más vulnerables. De acuerdo con la 
Corte Constitucional, la política de atención a esta 
población no es consecuente con el Principio Rec­
tor No. 18, conforme al cual “los desplazados inter­
nos tienen derecho a un nivel de vida adecuado.” 62
El Principio Rector No. 29 consagra el derecho al 
restablecimiento. El restablecimiento “consiste en 
el mejoramiento de la calidad de vida de la pobla­
ción desplazada [...] Además, en perspectiva cons­
titucional y desde un enfoque de derechos, el res­
tablecimiento es una cuestión de justicia social y,
s  Véase Sentencia T -602  de 2 003. M agistrado Ponente: Jaim e A raujo  Rentería.
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por lo mismo, una vía para alcanzar la inclusión social y potenciar el desarro­
llo humano. En este sentido, restablecer equivale a garantizar y proteger el 
goce de derechos y libertades. [...] Finalmente, el acceso efectivo de los des­
plazados a bienes y servicios básicos, así como la garantía de sus derechos y 
libertades fundamentales se traducen en el restablecimiento y, por tanto, en la 
cesación de la situación de desplazamiento forzado interno”. 63
A través de 17 fallos jurisprudenciales la Corte Constitucional ha determ ina­
do un marco general interpretativo en relación con el cumplimiento de las 
obligaciones estatales respecto de las personas en situación de desplazamien­
to. Como parte del bloque de constitucionalidad, los principios rectores del 
desplazamiento constituyen la estructura fuerte y vinculante de cada una de 
las decisiones, adscriben como responsabilidades claras la consecución de un 
nivel de vida adecuado a través de la satisfacción de los componentes especí­
ficos en salud, educación, vivienda y alimentación, así como de medios para 
la generación de ingresos y autonomía. El incumplimiento sistemático de es­
tas obligaciones revelado en las fallas de la política pública, determ inó la 
declaración, a través de la sentencia T-025 de 2004, del “estado de cosas 
inconstitucional”; es decir, se ha constatado la vulneración repetida y cons­
tante de derechos fundamentales, que afectan a multitud de personas, y cuya 
solución requiere la intervención de distintas entidades para atender proble­
mas de orden estructural. Esta categorización, permite ordenar remedios y 
soluciones que cobijen no sólo a quienes acuden a la acción de tutela para 
lograr la protección de sus derechos, sino también a otras personas colocadas 
en la misma situación, pero que no han ejercido la acción de tutela.64
De acuerdo con la Corte se está ante un estado de cosas inconstitucional 
cuando “(1) se presenta una repetida violación de derechos fundamentales de 
muchas personas -q u e  pueden entonces recurrir a la acción de tutela para 
obtener la defensa de sus derechos y colmar así los despachos judiciales— y (2) 
cuando la causa de esa vulneración no es imputable únicamente a la autori­
dad demandada, sino que reposa en factores estructurales.”65 “Dentro de los
65 Véase Prada, G, ¿M endicidad o derechos?, 2 0 0 3 , en w w w .co d h es.o rg .co . 
a  Véanse, entre otras, las sentencias T -0 6 8  de 1998, M agistrado Ponente: A le jandro  M artínez 
Caballero; T-153 de 1998, M agistrado Ponente: Eduardo C lfuentes M uñoz; SU -2 5 0  de 1998, 
M agistrado Ponente: A lejandro M artínez Caballero; T -5 9 0  de 1998, M agistrado Ponente: A lejandro 
M artínez Caballero; T -6 0 6  de 1998, M agistrado Ponente: José G regorio  H ernández G alindo; SU- 
0 9 0  de 2000, M agistrado Ponente: Eduardo C ifuentes M uñoz; T -847  de 2 0 0 0 , M agistrado 
Ponente: Carlos Gavlria Díaz; T -1 6 9 5  de 200 0 , M agistrada Ponente: Marta Victoria Sáchica 
M éndez. Citadas en la Sentencia T -0 2 5  de 2004.
® Véase SU -090 de 2000, M agistrado Ponente: Eduardo C ifuentes M uñoz (estado de cosas
inconstitucional por la om isión en el pago de pensiones en el departam ento del Chocó); citada en 
Sentencia T-025 de 2004.
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factores valorados por la Corte para definir si existe un estado de cosas in­
constitucional, cabe destacar los siguientes: (i) la vulneración masiva y gene­
ralizada de varios derechos constitucionales que afecta a un número significa­
tivo  de p erso n as; (ii) la p ro lo ngada om isión  de las au to ridades en el 
cumplimiento de sus obligaciones para garantizar los derechos; (ii) la adop­
ción de prácticas inconstitucionales, como la incorporación de la acción de 
tutela como parte del procedimiento para garantizar el derecho conculcado; 
(iii) la no expedición de medidas legislativas, administrativas o presupuéstales 
necesarias para evitar la vulneración de los derechos; (iv) la existencia de un 
problema social cuya solución compromete la intervención de varias entida­
des, requiere la adopción de un conjunto complejo y coordinado de acciones 
y  exige un nivel de recursos que demanda un esfuerzo presupuestal adicional 
importante; y, (v) si todas las personas afectadas por el mismo problema acu­
dieran a la acción de tutela para obtener la protección de sus derechos, se 
produciría una mayor congestión judicial” 66
Para finalizar la primera fase según la ruta de construcción de política pública, se 
presenta a continuación un cuadro que desglosa en componentes específicos las 
obligaciones respecto a las mujeres en situación de desplazamiento y las acciones 
que hemos denominado de impacto, en el sentido que deben configurar una 
reparación inmediata, pero a la vez son estratégicas en cuanto modifican la situa­
ción y la condición de las mujeres, en consecuencia con el principio de igualdad.
66 Véase Sentencia T -0 2 5  de 200 4 .
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Paso 5. Componentes de 
obligación específicos respecto de 
las mujeres en situación de 
desplazamiento; acciones de 
impacto, carácter de su efecto en 
el tiempo y responsables
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPE- ACCIÓN DE IMPACTO
CÍFICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
EDUCACION 1. Promover y garantizar la atención en
guarderías y centros de educación prees- 
colar para las niñas de 0 a 6 años.
2. Promover y garantizar el acceso a la 
educación primaria y básica secundaria 
a través del cupo escolar y de la gratui- 
dad del servicio.
3. Garantizar la prevalencia del derecho 
a la educación sobre otras actividades, 
en niñas menores de 15 años.
Identificar a través del Sistem a Único 
de Registro de Población D esplazada 
a las niñas de 0 a 6 años que.no se en­
cuentren  beneficiadas por el servicio 
de gu ard e r ía  o a ten c ió n  p reesco la r ; 
id en tif ica r , adem ás, las causas de su 
desv incu lación  del servicio , y diseñar 
a lternativas y estrategias de atención.
Fiscalización, por parte de las autorida­
des educativas del nivel nacional, de los 
estados y movimientos administrativos y 
financieros detallados de las instituciones 
locales, con el objetivo específico de com­
parar porcentualmente: la adjudicación de 
cupos escolares a niñas en situación de 
desplazamiento, frente a otros grupos de 
población; el pago de «otros derechos edu­
cativos» a que se ven obligadas las fami­
lias desplazadas, frente a sus posibilida­
des económ icas; el aporte de carácter 
subsidiario que ofrece la institución edu­
cativa frente al total de necesidades eco­
nómicas que demanda la permanencia en 
el sistema a una niña desplazada.
a. Identificar a través del Sistema Unico de 
Registro de Población Desplazada a las ni­
ñas menores de 15 años que no se encuen­
tren vinculadas al sistema educativo, iden­
tif icar , adem ás, las causas de su 
desvinculación o deserción, las actividades 
alternativas o permanentes a las que se 
encuen tra ded icadas, b. D iseñar e 
implementar estrategias de vinculación y 
permanencia, c. Realizar un seguimiento 
permanente al aprendizaje de las niñas, a 
través del análisis de indicadores de logro.
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
INMEDIATO
IN M E D IA T O /
Estratégico
Red de Solidaridad Social; Ministerio de 
Educación Nacional; Secretarías de Edu­
cación D epartam entales, D istritales y 
M unicipales.
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, D istritales y M unicipales; Comités 
Locales de Atención Integral a Población 
Desplazada; Red de Solidaridad Social.
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, Distritales y Municipales; ICBE
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
4. Promover la aplicación de estrategias 
y programas que no impliquen costos adi­
cionales para la fam ilia o la educanda, 
dirigidos a garantizar la culminación del 
ciclo de educación secundaria y poste­
r io rm en te  técn ica  o p ro fes io n a l, así 
como a desincentivar la deserción esco­
lar en niñas entre los 15 y los 18 años, y 
en mujeres entre los 18 y los 25.
5. Promover y realizar programas de edu­
cación  sexual y rep ro ductiv a , y de 
autoestima y autoreconocimiento, dirigidos 
a niñas y mujeres entre los 13 y los 25 años.
6. Promover y garantizar el establecimien­
to de programas y estrategias educativas 
o rien tad as  a la  a lfab e tiz ac ió n  y 
escolarización de las mujeres que han su­
perado la edad escolar, con especial énfa­
sis en madres solteras y jefas de hogar.
7. Garantizar el trato adecuado por parte 
del personal educativo (docente, adm i­
nistrativo) hacia las niñas, y prevenir la 
discrim inación y el abuso de cualquier 
naturaleza.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
Establecer y aplicar el incentivo de becas 
en la población de niñas y mujeres des­
plazadas que se encuentren dentro de 
este m argen de edad, que hayan sido 
identificadas a través del Sistema Unico 
de Registro de Población Desplazada, y 
que no hayan culminado el ciclo de edu­
cación secundaria o su formación técnica 
o profesional, respetando y garantizando en 
este último caso sus intereses y su vocación.
Establecer un program a de educación 
sexual y reproductiva que involucre tam­
bién el componente de atención y orien­
tación sicológica.
Establecer un programa de alfabetización, 
de prestación directa o delegada, dingido a 
mujeres que han superado la edad escolar.
a. Establecer como obligatoria para la 
vinculación y la permanencia en el ser­
vicio docente, la capacitación para aten­
der e impartir educación a niñas despla­
zadas, involucrando visiones desde el 
reconocimiento y el respeto a su identi­
dad étnica y cultural y perm itiendo en 
su proceso esco lar particu laridades y 
acciones que promuevan su valoración.
b. Elaborar un manual pedagógico que con­
tenga las obligaciones estatales y sociales 
en materia de derechos de niños y niñas en 
situación de desplazamiento, y distribuirlo 
entre la comunidad educativa, las entida-
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, D istritales y M unicipales; empresa 
privada; Icetex.
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, Distritales y Municipales; Ministerio 
para la Protección Social; Profamilia.
M in is te r io  de E d u cac ió n  N ac io n a l; 
Secretarías de Educación Departamen­
tales, Distritales y Municipales; Comités 
de Atención Social.
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, Distritales y Municipales; Comités de 
Atención Social.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
8. Promover el conocimiento de la co­
munidad educativa receptora en torno al 
tem a del desplazam iento forzado, sus 
características y  sus consecuencias.
9. Promover y garantizar, al interior de 
los hogares, la capacitación sobre el de­
recho fundamental a la educación de las 
niñas y los niños y desplazados.
10. Promover y hacer efectiva la capaci­
tación de mujeres desplazadas en rela­
ción con el tema de Derechos Humanos 
en general y de manera específica en de­
rechos de las mujeres.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
des encargadas de la atención en lo local 
y los Comités Departamentales, Munici­
pales y Distritales de Atención Integral 
a la Población Desplazada.
Establecer como obligatoria la realiza­
ción de sem inarios, foros y talleres de 
capacitación e inform ación en el tema 
del desplazamiento forzado en las insti­
tuciones educativas y en la comunidad 
educativa, que permitan además realizar 
un análisis de la problem ática que dé 
cuenta del im pacto diferencial de este 
fenómeno en las niñas y en las mujeres.
Realizar jornadas pedagógicas itinerantes 
que ofrezcan información y capacitación 
integral a los hogares en situación de 
desplazamiento sobre los derechos de las 
niñas y niños y su prevalencia sobre los 
derechos de los adultos.
Convocar jornadas y programas de ca­
pacitación continua en Derechos Huma­
nos para mujeres desplazadas, que com­
porten además incentivos para la réplica 
grupal y comunitaria, como, por ejem­
plo, esquemas de promoción con grados 
de formación avanzada, reconocim ien­
to y acreditación.
11. Promover y garantizar el acceso a la Establecer una directriz de proyección
educación primaria y básica secundaria para la adjudicación de cupos educati-
de las niñas y mujeres desplazadas, a tra- vos a las niñas desplazadas, que dé cuenta 
vés del cupo escolar y de la gratuidad de un análisis estadístico y georefenciado
del servicio. de los núcleos familiares en situación de
desplazam iento, específicam ente en el
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CARÁCTER DE SU
EFECTO EN EL
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
IN M E D IA T O /
Estratégico
RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA 
LA EJECUCIÓN
Ministerio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, Distritales y Municipales; Comités de 
Atención Integral a la Población Despla­
zada; ICBF; Defensoría del Pueblo.
Ministerio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, D istrita les y M un ic ip a les; ICBF; 
Defensoría del Pueblo.
M inisterio de Educación Nacional; Se­
cretarías de Educación D epartam enta­
les, Distritales y Municipales; Comités de 
Atención Local; Defensoría del Pueblo.
R.S.S. M inisterio de Educación N acio­
nal; Secretarías de Educación D eparta­
mentales, Distritales y Municipales; Co­
mités de Atención Local.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ- ACCIÓN DE IMPACTO
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
SALUD 1. Estudio e investigac ión  de niveles 
epidemiológicos para mujeres desplaza­
das, que incluyan atención psicológica.
2. M ejoram iento cualitativo de las ba­
ses de in fo rm ación  y del alcance del 
análisis de situación, por parte de las 
en tid ad e s  de sa lu d , con  re la c ió n  a 
subgrupos de mujeres desplazadas que 
dem andan atención especial.
3. Incorporar y fortalecer la atención 
psicosocial, en particular para las mujeres 
viudas y cabeza de hogar en situación de 
desplazamiento, tanto a nivel de atención 
individual como familiar y comunitaria.
contexto urbano, sustentado en el Sis­
tem a Unico de Registro de Población 
D esplazada.
E laborar perfiles ep idem io lógicos de 
mujeres en situación de desplazamiento, 
que incluyan factores de atención tanto 
fís ica  com o psico lóg ica , ten iendo en 
cuenta rangos de edad, y estableciendo, 
a partir de ellos, cuadros de prioridad en 
los programas de salud.
Establecer para las entidades de salud la 
obligación de referenciar, a partir de la 
atención prestada a mujeres y niñas en 
situación de desplazamiento, el riesgo y 
la proxim idad en relación con circuns­
tancias y m om entos específicos de su 
ciclo sexual y reproductivo. Es decir, 
am pliar cualitativa y cuantitativam ente 
la lectura de indicadores de salud en esta 
población, de manera que, a partir de allí, 
puedan indicarse puntos focales a enfa­
tizar en su atención y manejo, en el ám­
bito geográfico, y en los niveles etáreo y 
de sintomatología patológica.
Establecer la realización de jornadas de 
atención psicosocial dirigidas a mujeres 
viudas y cabezas de hogar, en las cuales 
se asuma una relación más estrecha y con­
tinua con su entorno familiar y comunita­
rio. Estas jornadas deben convertirse en 
verdaderos procesos para la rehabilitación 
del estado de ánimo de estas mujeres y 
para su reconciliación con la sociedad.
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CARÁCTER DE SU
EFECTO EN EL
TIEMPO
INMEDIATO
INMEDIATO
IN M E D IA T O /
Estratégico
RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA 
LA EJECUCIÓN
M inisterio de la Protección Social; Se­
cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les , 
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Local.
M inisterio de la Protección Social; Se­
cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les , 
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social.
M inisterio de la Protección Social; Se­
cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les , 
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Local; ICBF; Profamilia.
135
DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
4. Fortalecer los Comités de Atención a 
la Población Desplazada, sensibilizando 
a sus integrantes en lo relacionado con 
salud sexual y reproductiva.
5. Incluir a la población de mujeres y de 
niños y niñas en situación de desplaza­
miento en programas de prevención en 
salud pública.
6. Sensibilizar a los funcionarios y fun­
cionadas del sector salud respecto de las 
condiciones particulares de marginación 
en que se encuentran las mujeres en si­
tuación de desplazamiento, promoviendo 
un trato diferencial que las reconozca.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
Los Comités de Atención Local, en trabajo 
mancomunado con las entidades de salud, 
deben establecer de manera obligatoria el 
inicio de procesos pedagógicos para los fún- 
cionarios/as y demás personas que los com­
ponen, en los cuales sean tratados temas de 
salud, con un énfasis especial en la atención 
en salud a mujeres desplazadas.
Establecer un programa de educación en 
salud pública para niñas y niños despla­
zada/os, que ofrezca herramientas para 
su relación con el entorno, discernimien­
to sobre el uso de recursos naturales, 
reciclaje y manejo de basuras, a través 
de metodologías y materiales pedagógi­
cos, que incentiven la réplica y la forma­
ción de redes infantiles de protección y 
conocimiento del entorno.
Tal como sucede en el caso de los/as do­
centes y el personal educativo, debe exi­
girse a los funcionarios/as del sector sa­
lud  la  p ar tic ip ac ió n  en p rocesos 
pedagógicos sobre la atención a mujeres 
desplazadas, en los cuales se haga énfasis 
en el especial estado de desprotección de 
esta población, y en la importancia de 
priorizar el ofrecimiento de subvenciones, 
la provisión alimentaria y la provisión de 
medicamentos, entre otras cosas.
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /  M inisterio de la Protección Social; Se- 
Estratégico cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les ,
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social.; Profamilia.
IN M E D IA T O /  M inisterio de la Protección Social; Se- 
Estratégico cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les ,
Distritales y Municipales; M inisterio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Terri­
torial; Comités de Atención Social.
INMEDIATO M inisterio de la Protección Social; Se­
cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les , 
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social; Defensoría del Pueblo.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
7. R econocer los conocim ien tos que 
tienen las m ujeres en m edicina trad i­
cional, como elem entos para el diseño 
y la im plem entación de program as de 
prevención , atención y prom oción de 
la salud de las poblaciones indígenas y 
cam pesinas que se encuentran en situa­
ción de desplazam iento.
8. Prom over la organización y  la for­
mación en derechos en salud y en de­
rechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres en situación de desplazamiento, 
de m anera que sean capaces de ejercer 
una p a r t ic ip a c ió n  c u a lif ic a d a  en la 
p laneac ión  y  en el segu im ien to  a las 
acciones estatales en salud.
9. Realizar campañas de salud pública 
que incluyan prevención y atención de 
enfermedades del aparato reproductivo, 
inform ación sobre derechos sexuales y 
reproductivos y prevención de los em ­
barazos a temprana edad.
10. Realizar campañas de prevención de 
enferm edades de transm isión sexual y 
VIH SIDA especialmente dirigidas a po­
blación de mujeres y hombres en situa­
ción de desplazamiento.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
Construir, en jornadas comunitarias, el 
contenido de un manual de salud para 
mujeres desplazadas, que complemente las 
disposiciones y protocolos de la medicina 
formal con los procedimientos y el saber 
tradicional adquiridos por ellas mismas.
Convocar y apoyar la conformación de 
grupos comunitarios de mujeres despla­
zadas para la planeación y fiscalización 
de las acciones institucionales y estata­
les en materia de salud y salud sexual y 
reproductiva. Dicha convocatoria debe 
incluir, además, un componente de ca­
pacitación y actualización constante e 
interdisciplinaria.
R ea liz a r  p e r ió d icam en te  jo rnadas 
itinerantes de salud, dirigidas a mujeres 
desplazadas en edad fértil, en las cuales 
se pueda ofrecer servicio básico de diag­
nóstico a través de pruebas de citología; 
capacitación e información sobre métodos 
anticonceptivos, a través de manuales y 
explicación personalizada; consecuencias 
físicas de la gestación prematura; y apoyo 
y orientación sicológica.
Las campañas de prevención de las en­
fermedades de transmisión sexual y VIH 
SIDA, deben ser mucho más agresivas en 
los grupos de población desplazada, es­
pecialmente en aquellos reasentados en 
contextos urbanos y, específicamente, en 
m ujeres que no saben sobre el tema.
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EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /  M inisterio de la Protección Social; Se- 
Estratégico cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les ,
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social.
IN M E D IA T O /  M inisterio de la Protección Social; Se- 
Estratégico cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les ,
D istritales y M unicipales; Com ités de 
A ten c ió n  S o c ia l; P ro fam ilia ; IC B F ; 
Defensoría del Pueblo.
IN M E D IA T O /  M inisterio de la Protección Social; Se- 
Estratégico cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les ,
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social; Profamilia.
IN M E D IA T O /  M in is te r io  de la  P ro tecc ió n  S o c ia l; 
Estratégico Secretarías de Salud D epartam entales,
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social; Red de Solidaridad Social; 
Profamilia.
139
DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ- ACCIÓN DE IMPACTO
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
11. Realizar campañas de prevención y 
atención a la fármacodependencia, diri­
gidas a hombres y mujeres en situación 
de desplazamiento.
12. Proteger, a través de la atención, el 
estado de vulnerabilidad m anifiesta de 
las mujeres adultas mayores.
Debe identificarse a través del Sistema 
Unico de Registro de Población Despla­
zada, a las mujeres ubicadas en los ran­
gos de edad en los que con más frecuen­
cia se da el inicio de la actividad sexual, 
y concretar una matriz de riesgo a partir 
de la desagregación de datos e informa­
ción tales como actividad u ocupación 
perm anente o alternativa, grado de es­
colaridad, ingresos, consumo de sustan­
cias psicotrópicas, consumo de alcohol 
y jefatura del hogar al cual pertenece.
Construir, a partir de los datos ofrecidos 
en el Sistema Unico de Registro de Po­
blación Desplazada, perfiles de propen­
s ió n  al co n sum o  de su stan c ias  
psicotrópicas en mujeres y hombres jó­
venes desplazadas/os, y determinar con 
los datos acopiados el inicio de campa­
ñas sectorizadas, en las que, con un én­
fasis especial, se ofrezcan alternativas 
ocupacionales que se encuentran al mar­
gen de riesgo de consumo.
Enfatizar en la capacitación y prevención 
y atención de las enfermedades del sis­
tema óseo y de las relacionadas con la 
estab ilidad  em ocional de las m ujeres 
adultas mayores en situación de despla­
zamiento. Se requiere de un programa de 
seguimiento a indicadores de calidad de 
vida, con especial detalle en los niveles 
de salud y enferm edades que se mani­
fiestan más frecuentem ente entre este
140
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EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
INMEDIATO
Red de Solidaridad Social; Ministerio de 
la Protección Social; Secretarías de Sa­
lud Departamentales, D istritales y M u­
nicipales; Comités de Atención Social.
M inisterio de la Protección Social; Se­
cre tar ías  de Salud  D ep artam en ta les , 
D istritales y M unicipales; Com ités de 
Atención Social; ICBE
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DERECHO
VIVIENDA
COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
1. Prestar especial atención al tema de 
hacinamiento, pues éste propicia condi­
ciones para la violencia intrafamiliar y el 
abuso sexual a menores (niñas y niños) 
por parte de sus propios familiares.
2. Garantizar que las vías estén ilumina­
das y sean seguras.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
grupo de población femenina desplaza­
da, a partir del cual pueda trazarse una 
estrategia de atención focal efectiva.
Generar, al interior de albergues tempo­
rales, códigos de convivencia protectores 
de la vulnerabilidad de niñas y mujeres, 
que redunden en el restablecimiento o 
en la adopción de actitudes de respeto, 
re sp o n sab ilid ad , reco n o c im ien to  y 
autoprotección. Un ejercicio similar, debe 
ser replicado al interior de los hogares, 
especialmente los de familia extensa, a 
través de la promoción y difusión de esos 
valores mediante campañas de gran al­
cance. De otro lado, también debe tenerse 
en cuenta, especialmente en situaciones 
de albergue tem poral, la d ifusión de 
información pertinente respecto de los 
cuidados y previsiones sanitarias a adop­
tar en relación con la utilización de ba­
ños, sanitarios o letrinas colectivas.
Determinar planes específicos de cober­
tura en electricidad y alumbrado público 
en los sectores urbanos de reasentamiento 
de población desplazada. Este es un he­
cho concreto que genera elem entos de 
seguridad  física para las m ujeres; en 
general, las mujeres desplazadas se ven 
obligadas al tránsito diario por vías poco 
seguras, sin alum brado ni v ig ilanc ia , 
siendo potencialmente víctimas de atracos, 
abuso sexual o acceso carnal violento.
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EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
INMEDIATO
Ministerio de Ambiente, Vivienda y De­
sarrollo Territorial; Secretarías de Obras 
Públicas D epartam entales, M unicipales 
y D istritales; Comités de Atención So­
c ia l; Red de S o lid a r id ad  S o c ia l; 
Defensoría del Pueblo.
M inisterio de H acienda; M inisterio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Terri­
to ria l; Secretarías de O bras Púb licas 
D ep artam en ta le s , M u n ic ip a le s  y 
Distritales; Comités de Atención Social; 
Red de Solidaridad Social.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
3. Garantizar servicios públicos adecuados, 
pues, dado el rol reproductivo de la mujer, 
la falta de servicios públicos profundiza sus 
condiciones de discriminación.
4. Garantizar que servicios tales como cen­
tros de salud y de educación queden cerca 
al lugar de vivienda para no recargar aún 
más el trabajo cotidiano de la mujer.
5. Garantizar un medio ambiente sano y 
tranquilo a la mujer en situación de des­
plazamiento.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
Es necesario priorizar la inversión de in­
fraestructura de servicios públicos en 
sectores de reasentamiento mayoritario 
de población desplazada. Para las muje­
res desplazadas esta priorización redun­
da, por ejemplo, en las posibilidades de 
dar a luz bajo mejores condiciones de 
asepsia, consumir alimentos hervidos, o 
comunicar oportunamente aspectos re­
lacionados con su estado de salud.
Es necesario priorizar la inversión en in­
fraestructura de servicios de atención en 
salud  y e s tab lec im ien to s educativos 
(debidam ente dotados de mobiliario y 
personal p rofesional), en sectores de 
reasentamiento mayoritario de población 
desplazada. Para las mujeres desplaza­
das esta priorización genera ahorro de 
tiempo en el desarrollo de sus actividades, 
atención oportuna en casos de urgencia, 
especialmente en estados de gestación, y 
facilita la generación de redes de comuni­
cación y vínculos con la comunidad.
Dado el origen rural que, en su mayoría, 
tienen las mujeres desplazadas y la situa­
ción que vienen sobrellevando, existe una 
necesidad latente de disfrutar de espa­
cios tranquilos, pero, además, de partici­
par en su construcción. Es necesario, 
entonces, convocar la organización de 
mujeres en torno a la recuperación, pro­
tección y sostenimiento del medio am­
biente en que habitan.
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EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
INMEDIATO M inisterio de H acienda; M inisterio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Terri­
to ria l; Secretarías de O bras Púb licas 
D ep artam en ta le s , M u n ic ip a le s  y 
Distritales; Comités de Atención Social; 
Red de Solidaridad Social.
INMEDIATO M inisterio de H acienda; M inisterio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Terri­
to ria l; Secretarías de O bras P úb licas 
D ep artam en ta le s , M u n ic ip a le s  y 
Distritales; Comités de Atención Local; 
Secretarías de planeación; Red de Soli­
daridad Social.
INMEDIATO M inisterio de la Protección Social; M i­
nisterio de Ambiente, Vivienda y Desa­
rro llo  Territorial; Secretarías de Salud 
D epartam entales, D istritales y M unici­
pales; Comités de Atención Social; Red 
de Solidaridad Social.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ- ACCIÓN DE IMPACTO
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
6. Entender que para la mujer la vivien­
da es el lugar de su estabilidad y seguri­
dad, y que, por lo tanto, es necesario ga­
rantizar que ésta cuente con espacios que 
le permitan proteger su intimidad.
7. Implementar un subsidio especial para 
las mujeres desplazadas que son cabeza 
de hogar, de manera que puedan acce­
der a soluciones de vivienda digna.
8. Considerar a las mujeres en situación 
de desplazamiento como sujetas especiales 
de protección del derecho a la propiedad.
Habitar el espacio propio y privado de 
su hogar representa para las mujeres po­
der desarrollar estabilidad y seguridad en 
sus actividades y en la proyección de su 
naturaleza misma. Por esto, es necesario 
promover que, de manera organizada, las 
mujeres puedan habilitar al interior de la 
vivienda espacios privados, destinados 
a la protección de su intimidad, aun cuan­
do tengan que habitar de manera tempo­
ral en espacios colectivos.
La adjudicación de subsidios y subven­
ciones en materia de vivienda para mu­
jeres debe supeditarse, en primer lugar, 
a esquemas de financiación que apunten 
al cubrimiento total del valor de la solu­
ción de vivienda; en segundo lugar, al 
cumplimiento integral de acciones y com­
prom isos sociales, o a la asunción de 
conductas, fácticamente comprobables. 
Así, por ejemplo, la permanencia o vin­
culación en el sistema educativo de los 
niños en edad escolar que formen parte 
del hogar postulante.
Establecer los correctivos necesarios en 
los procedimientos de inscripción en el 
Sistema Unico de Registro de Población 
Desplazada, de manera que sean resueltas 
positivamente las solicitudes de inscripción 
de m ujeres cabezas de fam ilia como 
titulares autónomas en el registro. De esta 
manera, se facilita el acceso a programas 
para adjudicación de subsidio de vivienda 
o de tierras para autoproducción y pro­
ducción para la comercialización.
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
INMEDIATO Ministerio de la Protección Social; M i­
nisterio de Ambiente, Vivienda y Desa­
rrollo Territorial; Secretarías de Salud 
D epartam entales, D istritales y M unici­
pales; Comités de Atención Social; Red 
de Solidaridad Social.
IN M E D IA T O /  Ministerio de Ambiente, Vivienda y De- 
Estratégico sarrollo Territorial; Comités de Atención
Social; Banco Agrario y Fonvivienda.
IN M E D IA T O /  Red de S o lid a r id ad  S o c ia l, S is tem a 
Estratégico U nico de Registro.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ- ACCIÓN DE IMPACTO
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
9. Garantizar a la mujer el derecho a partici­
par en las decisiones relacionadas con la 
vivienda y  el entorno, y ofrecerle elementos 
que faciliten su integración con la población 
receptora y la generación de ingresos.
10. G aran tizar el acceso  de la m ujer 
cabeza de fam ilia  a p lanes y p ro gra­
mas de v iv ienda.
Frente a las mujeres es bueno retomar 
experiencias en las que la construcción 
del programa de vivienda y el diseño de 
los inmuebles pasa por una consulta al­
tamente participativa, hace énfasis en la 
creación de espacios de vinculación con 
la comunidad receptora, específicamente 
en la determinación de sitios comunales, 
mejora de vías, impulso de ideas comer­
ciales y de serv icio  que redunden en 
beneficio conjunto; por ejemplo, la cons­
trucción de jardines escolares manejados 
por grupos de mujeres desplazadas y de 
los cuales, a la vez, pueden beneficiarse 
hogares de la comunidad receptora. La 
utilización del suelo puede también con­
templar la reserva de espacios para acti­
vidades de uso productivo y siembra a 
m enor escala, apoyados en estrategias 
alternativas de financiación, orientadas a 
las mujeres. De esa manera se promoverá 
la generación de ingresos y el mejoramiento 
de su calidad de vida y la de sus familias.
Reformular las condiciones de acceso a 
los programas de subsidio familiar de vi­
vienda que contempla el Decreto 2620 
de 2000 y los decretos posteriores que 
lo modifican, pues aun cuando para la 
adjudicación el hecho de ser mujer ca­
beza de familia se pondera como un pun­
to a favor, fácticamente se ha demostra­
do que las m u jeres en s itu ac ió n  de 
desplazamiento forzado no tienen la ca­
pacidad de garantizar el ahorro progra­
mado en los montos exigidos como con­
dición para postular a los subsidios.
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN M E D IA T O /
Estratégico
INMEDIATO
Ministerio de Ambiente, Vivienda y De­
sarrollo Territorial; Red de Solidaridad 
Social; Banco A grario  y Fonvivienda; 
Secretarías de Obras Públicas Departa­
mentales, Distritales y Municipales; Co­
mités de Atención Social.
M in iste rio  de A m bien te , V iv ien d a y 
Desarrollo Territorial; Secretarías de Obras 
Públicas Departamentales, D istritales y 
Municipales; Comités de Atención Social; 
Fonvivienda y Banco Agrario.
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AUMENTACIÓN
11. Proteger a la fam ilia como núcleo 
fundamental de la sociedad y el acceso a 
la propiedad por parte de la mujer.
1. Aprovisionar a las mujeres en situa­
ción de desplazamiento y a sus hogares 
del alimento adecuado, en cantidad y en 
calidad, para su subsistencia, de modo 
que logren una estabilidad alimentaria — 
entendida como el consumo necesario de 
nutrientes—, sin que la búsqueda indivi­
dual de ésta vaya en detrim ento de su 
proceso de restablecimiento de sus de­
rechos y de su dignidad.
2. Garantizar la construcción y alimenta­
ción de bases de datos, por edad, en las 
cuales se consigne la información suficien­
te y oportuna sobre el estado de nutrición 
de las mujeres en situación de desplaza­
miento, con el fin de poder formular pro­
gramas adecuados a su situación y con­
trastarla con el derecho a una alimentación 
adecuada en cantidad y calidad.
Se reafirm a la recomendación del Ob­
servatorio de los DDHH de las Mujeres 
Desplazadas en el sentido de la impor­
tancia de establecer legalmente la figura 
del patrimonio familiar cuando las bene- 
ficiarias de los subsidios para vivienda 
son las mujeres, de manera que se prote­
ja la titularidad de la propiedad en ma­
nos de ellas y de sus hijos e hijas.
Reformular y poner en funcionamiento 
programas de atención en alimentación 
dirigidos hacia mujeres en extrema situa­
ción de vulnerabilidad, dimensionándolos 
en entrega de alimentos por un tiempo no 
inferior a 18 meses, siempre y cuando se 
hayan hecho las acciones pertinentes 
para una generación de ingresos estable, 
con contraprestac ión  a deberes cuyo 
cum plim iento  sea fácticam ente com ­
probable, por ejemplo, inscripción en 
procesos de capacitación y formación 
laboral, o asistencia de las niñas y los 
niños al sistema escolar.
Plantear un sistema de acopio de informa­
ción en el momento de valoración de las 
necesidades de la familia, aplicando un for­
mato de encuesta para determinar el peso y 
talla de todas las mujeres y de sus hijos e 
hijas. Con base en esto, se debe realizar un 
seguimiento permanente de peso y talla y con­
trol de niveles nutricionales y adicionar 
información sobre las formas a través de las 
cuales se accede a la alimentación (donaciones, 
compra, recolección, trueque) y a las for­
mas en que se están generando ingresos.
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CARÁCTER DE SU
EFECTO EN EL
TIEMPO
INMEDIATO
INMEDIATO
IN M E D IA T O /
Estratégico
RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA 
LA EJECUCIÓN
Ministerio de Ambiente, Vivienda y  De­
sarro llo  T e rr ito r ia l; B anco  A g ra r io ; 
Fonvivienda; Congreso de la República; 
Secretarías de Obras Públicas Departa­
mentales, Distritales y  Municipales; Co­
mités de Atención Locales.
Red de Solidaridad Social, Ministerio de 
la Protección Social, Ministerio de Edu­
cación, en coordinación con Iglesias y 
agencias de cooperación que contribu­
yen en este aspecto.
Red de Solidaridad Social; Ministerio de 
la Protección Social; Secretarias de Sa­
lud; ICBF.
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FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
3. Promover y  diseñar formas de produc­
ción agrícola y capacitar a las mujeres en 
situación de desplazam iento sobre las 
mismas.
4. Respetar los usos y costumbres relacio­
nados con la alimentación de las mujeres 
en situación de desplazamiento.
Cuando se diseñen los albergues urbanos 
y los lugares de reubicación definitiva, se 
debe prever una estrategia de producción 
agrícola urbana organizada, que permita 
una alta participación femenina y que 
dé alternativas alimentarias de autocon- 
sumo. Esta sería una buena oportunidad 
para prom over la participación de las 
m ujeres que, por diversas razones no 
pueden salir del hogar y para mujeres 
adultas m ayores cuyo lugar de origen 
campesino les facilita este trabajo. Esta 
estrategia debe incluir un proceso continua­
do de acompañamiento en organización y 
tratamiento de conflictos.
Los programas relacionados con la ali­
mentación deben respetar los patrones 
culturales de origen de la población en 
situación de desplazamiento, pero tam­
bién deben garantizar un balance en con­
tenido y capacidad nutricional. En este 
sentido, es necesario establecer criterios 
y proporcionar argumentos para reforzar 
o in c id ir  en la  tran sfo rm ac ió n  o 
re a f irm ac ió n  de usos y co stum bres 
alimentarias, partiendo del análisis de la 
alimentación tradicional, bajo criterios de 
balance y capacidad nutricional. Igual­
mente, es fundam ental hacer estudios 
sobre estos usos y costumbres y las trans­
formaciones pactadas, si es del caso, para 
definir desde la diversidad el concepto 
de canasta familiar y prever los costos 
en un d esa rro llo  de au to n o m ía 
alimentaria. Este ejercicio debe hacerse
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CARÁCTER DE SU
EFECTO EN EL
TIEMPO
I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA 
LA EJECUCIÓN
Ministerio de Agricultura; Secretarías de 
Agricultura; Red de Solidaridad Social; 
ICBF; Ministerio Ambiente, Vivienda y 
D esa rro llo  T e rr ito r ia l; O fic in as  de 
p laneación; Com ités de A tención a la 
Población Desplazada.
Ministerio de la Protección Social; Red 
de Solidaridad Social; Comités de Aten­
ción a la Población Desplazada; ICBF.
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FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
5. Realizar acciones de información y de 
difusión sobre el derecho a la alimenta­
ción , sus com ponentes de soberan ía 
alimentaria, seguridad alimentaria y ca­
lidad de la alim entación, dirigidas a la 
población en situación de desplazamien­
to, y vigilar que éstas no sólo se dirijan a 
las mujeres, teniendo en cuenta que este 
tema es central en la reproducción pa­
triarcal del rol de la mujer.
TRABAJO 1. Garantizar que las niñas menores de 
14 años en situación de desplazamiento 
no trabajen y que las que tienen entre 14 
y 18 cuenten con las condiciones ade­
cuadas y los pagos justos en el desarro­
llo de labores de generación de ingresos.
conjuntamente con mujeres y hombres 
en situación de desplazamiento, concer­
tando las transformaciones alimentarias 
pertinen tes, pero, adem ás, desde una 
pedagogía simbólica, haciendo énfasis en 
que el tema de la alimentación no es una 
exclusividad del rol social de la mujer.
Diseñar una campaña de difusión sobre 
el derecho a la alimentación, haciendo 
énfasis en la importancia de una producción 
limpia y del equilibrio en los componentes 
nutricionales; el valor de nuestras semillas 
propias no transgénicas; la prevalencia de 
los derechos de los niños y las niñas, en 
relación con su adecuado crecimiento; y 
la importancia de una alimentación sufi­
ciente y apropiada para las mujeres y para 
las mujeres y hombres adultos mayores. 
Esto, sin detrimento de la alimentación 
para los hombres, pero transformando la 
costumbre patriarcal de privilegiar en la 
cotidianidad al hombre, por encima de 
los niñas y las niñas y las mujeres.
Realizar estrategias sostenibles de gene­
ración de ingresos para que las personas 
responsables de las niñas tengan las con­
diciones favorables para el sostenimien­
to de las mismas.
Diseñar y poner en marcha espacios de 
capacitación, dirigidos a los adultos en 
situación de desplazam iento, sobre los 
derechos de los niños y las niñas en si­
tuación de desplazamiento.
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TIEMPO
I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
Ministerio de la Protección Social; ICBF; 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y De­
sarrollo Territorial; Defensoría del Pueblo.
M inisterio de la Protección Social; M i­
nisterio de Agricultura; Red de Solidari­
dad Social; Banco Agrario y Bancoldex.
ICBF; Programas Locales de Atención a 
la Infancia; Defensoría del Pueblo.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ- ACCIÓN DE IMPACTO
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN (CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
Diseñar y poner en marcha un sistema 
de seguimiento permanente para vigilar 
la participación laboral de niñas meno­
res de 14 años y el tipo de empleo que 
desarrollan; y, en niñas mayores de 14 
años, para constatar el tipo de empleo 
—impidiendo que esté dentro de las peo­
res formas de trabajo (explotación y abuso 
sexual, trabajo doméstico a terceros, mi­
nería)— y el permiso de su padre y de su 
madre para desarrollar la actividad laboral.
D iseñ a r m ecan ism o s de sanc ión  
tributaria a los empleadores, con base en 
la Convención Internacional de los De­
rechos del Niño.
2. Garantizar el derecho al trabajo de 
las mujeres, promoviendo y garantizan­
do una generación de ingresos respetuo­
sa de su libertad de escoger un tipo de 
labor acorde con sus aspiraciones.
Diseñar una oferta de proyectos produc­
tivos y de empleo que sean innovadores 
con respecto a la participación de las 
mujeres, que dignifiquen su posición y 
condición en la comunidad, que impacten 
en su rol tradicional y que contemplen lí­
neas de capacitación adecuadas.
Igualmente en este diseño, las formas de 
generación de ingresos no deben ser so­
lamente de autogestión. Se debe capaci­
tar a las mujeres para que desarrollen tra­
bajos que llenen sus aspiraciones y que 
garanticen un trato digno y respetuoso, 
o proveer de puestos de trabajo a las que 
ya tienen un perfil adecuado.
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CARÁCTER DE SU RESPONSABILIDAD NSTITUCIONAL PARA
EFECTO EN EL LA EJECUCIÓN
TIEMPO
IN  M E D  I A T O  / Ministerio de la Protección Social; ICBF; 
Estratégico Defensoría del Pueblo.
I N M E D I A T O /  Ministerio de la Protección Social; ICBF; 
Estratégico Ministerio de Hacienda.
I N M E D I A T O /  M inisterio de la Protección Social; Red 
Estratégico de Solidaridad Social; empresa privada;
Bancoldex; Banco Agrario; SENA.
I N M E D I A T O /  Ministerio de la Protección Social; em- 
Estratégico presa privada; SENA.
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DERECHO COMPONENTES DE OBLIGACIÓN ESPECÍ­
FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
3. Garantizar el impulso y la realización 
de proyectos productivos -e f ic ien te s  
económ icam ente y so sten ib les en el 
tiempo— para mujeres.
4. G arantizar procesos de formación, 
difusión e información sobre los derechos 
de las mujeres, dirigidos éstas y a la po­
blación en general.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
En el diseño y ejecución de proyectos 
productivos para mujeres en situación de 
desplazamiento, las instituciones respon­
sables deben definir:
Capital semilla, adecuado en monto, y 
de inversión social compensatoria, que 
permita restablecer su ciclo económico. 
Capacitación intensiva en producción, 
innovación tecnológica, adm inistra­
c ión,  g e s tió n , comerc i a l i zac i ón y 
venta d irecta al público.
El tipo de producto o productos, com­
binando los intereses de las mujeres y 
el impacto transformador en su rol de 
género, la pertinencia del producto en 
térm inos de dem anda y precio, sus 
c ircu ito s de co m erc ia lizac ió n  y la 
inversión en horas trabajo en compa­
ración con la retribución económica, 
sus gastos y la generación de ahorro. 
Además, deben ejecutar un seguimiento 
técnico permanente, con un sistema de 
evaluación participativo y con la flexibili­
dad necesaria para hacer ajustes, teniendo 
como horizonte garantizar condiciones 
dignas y eficientes de trabajo y genera­
ción de ingresos para las mujeres.
Diseñar una campaña dirigida a las mujeres 
sobre el derecho al trabajo y en especial 
sobre sus derechos y las acciones afirma­
tivas que deben realizarse para ellas.
D iseñar un program a de capacitación, 
dirigido a los hombres en situación de 
desplazamiento, sobre el derecho de la 
mujer a generar ingresos, que les permita
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I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
M inisterio de H acienda; M inisterio de 
Protección Social; M inisterio de Ambien­
te, V iv ienda y D esarro llo  T errito ria l, 
Comités de Atención Integral a la Pobla­
ción D esp lazada; Bancoldex y Banco 
Agrario; Ministerio de Agricultura.
Min i s t e r i o  de la P ro tecc ió n  S o c ia l; 
Defensoría del Pueblo; ICBF; Profamilia.
Defensoría del Pueblo; M nisterio  de la 
Protección Social.
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FICOS RESPECTO DE LAS MUJERES EN
SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTO
5. Garantizar condiciones dignas de tra­
bajo para las mujeres.
6. Garantizar y promover condiciones de 
vejez digna para las mujeres.
7. Garantizar capacidad de ahorro para las 
mujeres en situación de desplazamiento.
ACCIÓN DE IMPACTO
(CONTRARRESTANTE O CORRECTIVA)
transform ar su rol, aceptar esta nueva 
condición y no generar procesos de vio­
lencia intrafamiliar. Se requiere hacer én­
fasis en que la generación de ingresos por 
parte de la mujer no suple el trabajo que 
ellos deben realizar y que es necesario 
llegar a nuevos acuerdos familiares, evi­
tando que la mujer termine siendo do­
blemente explotada.
Diseñar un sistema de seguimiento de los 
trabajos que realizan las mujeres que es­
tán inscritas en el Sistema Unico de Re­
gistro de Población Desplazada para sa­
ber las condiciones de reconocimiento y 
dignidad en que los realizan.
Dado que las mujeres adultas mayores 
en situac ión  de desp lazam ien to , fre­
cuentemente, por razones de edad, son 
dependientes de sus familias, es urgente 
diseñar y poner en marcha un programa 
de seguridad social que las cobije, de 
m odo que se garantice su d ignidad y 
el respeto que m erecen.
Las entidades encargadas de los progra­
mas de generación de ingresos deben 
considerar en sus variables la de exce­
dente y plan de ahorro, de modo que las 
mujeres en el proceso de restablecimien­
to no solo sobrevivan con el proyecto al 
cual están adscritas, sino que puedan 
generar ahorros que, posteriormente, las 
hagan sujetas de créditos blandos y les 
g ene r e n  capac idad  de invers ión,  
autoestima y autonomía.
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I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
I N M E D I A T O /
Estratégico
Min i s t e r i o  de la P ro tecc ió n  S o c ia l; 
D efensoría del Pueblo; Red de Solida­
ridad Social.
M inisterio de la Protección Social; M i­
nisterio de Hacienda; ICBF; Programas 
1 xicales de Atención a las Adultas Mayores.
M inisterio de H acienda; M inisterio de 
Protección Social; Ministerio de Ambien­
te, V iv ienda y D esarro llo  T erritoria l; 
Ministerio de Agricultura; Red de Soli­
daridad Social; Comités de Atención a 
la Población Desplazada; empresa pri­
vada; Bancoldex y Banco Agrario.
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Finalmente, el estudio insiste en la necesidad de realizar la segunda fase de 
este trabajo, con el fin de profundizar tanto en la definición de la obligatoriedad 
del Estado como en los criterios de realización de derechos y la concreción de 
satisfactores, desde un enfoque diferencial cada vez más preciso, de modo 
que se posibilite el desarrollo de la formulación, el seguimiento y la realización 
de derechos de las mujeres desde la diversidad y la autonomía.
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Los derechos 
humanos 
de las mujeres 
en situación 
de desplazam iento
DEFENSORÍA 
DEL PUEBLO
C O L O M B I A
Calle 55 No. 10-32 
Tel. +571 314 4000 
+  571 314 7300 
Fax.+  571 640 0491 
Bogotá, D,C.- Colombia
www.defensorla.org.co
info@ defensoria.org.co
